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OBLIIIAOIONllll. 

ción resolutoria, y es la rescisión de la obligación. Puesto 
que la rescisión depende de un acontecimiento futuro é 
incierto, es preciso decir que está suspensa; es decir, que 
la condición resolutoria es ~n realidad, -lna condición HUS­

pensiva. Hay pues, en definitiva, más que una condición,la 
condicion suspensiva; ésta suspende, tantJ la existenci .. de 
11\ obligación, como su rescisión. En conclusiiSn, creemos 
que no hay dos obligaciones condicionales SiDO mas que una 
lola, que es la contrafda bojo coudición suspensiva; cuando 
le contrae bajo condicion res(,lutoria, RO es condicional si· 
no pum y simple; solo la resolucion es condicional. Los au· 
tares del Código han errado, pues, al distinguir .ios obli­
gaciones condicionales; debió decirse :¡ue la condicion sus. 
pende, ~ea la existencia de la obligacion, s~a su resolucion. 

Td es 11\ verdadera teorla, la de los jurisconsultos ra­
minas, y lo. intérpretes del C6digo lo han reconocido 
unánimemente. (1) Esta es, también, la doctrina de Pat· 
hier (2), mas no la formula de ulla manera precisa y como 
trata separadamente de la condición luspensi va y de la 
condición resolutoria, 101 autores del Código, que no son 
te6ricos, han creido deber (Ii~tinguir do! especies de obli·· 
gaciones condicionales. Demante, y de.pués de él Demo­
lombe, dicen que no hay eu esto ml\a que una diferencia en 
la manera de expresarse, lo que no es de ninguna impor. 
tancia, y concluyen de aquí que se pueden aceptar lin eg­
cr'6pulo las calificaciones Ilel Oódigo de Napoleón. (3) Sin 
duda, no hay ninguna importancia práctica en admitir dos 
condiciones y dos obligaciones condicionales, ó en no ad· 
mitir más que una sola. Peru la precisión de la8 ideas y 
del lenguaje deben tenerse en cuenta en una ciencia que 

1 Marcad6, t. IV, pág. '34, n6m. 1 del art. 1,168 y tod08 los au­
tor~. 

11 Pothler. nela, Obligacitmes, 0601. 198 Y 224. 
3 (~olmet de Santerre, t. V. "ág. 143. nÍlm. 84. bu. Demolombe, to­

mo :XXV, pág. 272, n6m. 279 y p". 27', núm. 280. 
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es esencialmente l&gica. ¿N o e. este el gran mérito de 108 

jurisconsultos romano.? Es preciso imitar á nuestros maes­
tro~, y el legi.lador ,Iphe dar el pjemplo 

sa. Nosotroq nos ¡;ervimos de 11\ terminolog!a del Códi· 
go, claro e.tá; pero la direrencia e .• grande entre la obliga. 
ci'\n contrafila bajo condición suspensiva y la obligaciJn 
contrafda bajo condición resolutoria; en el primer CMO, 

todos lo! erect()s de la obligación están en suspenso; en el 
segundo, la obligación produce todos 8US efectos, y eS08 

erect"s son absolutos (mondo la condición 8e he. cumplido. 
Mucho importa, pue', distinguir si la condición es suspen­
siva ó resolutoria, Es esta nna cuestión de hecho más que 
de derecho, puesto que es la intención dI< 18s partes la que 
decide. El juez decidirá consult'n¡]o los términos del con' 
trato y las circunstancias de la causa. E.te es el derecho 
común. Larombiére dice que, en la durla, podrá suponerse 
que la condición es resolutoria más bien que suspensivd, 
porq ne la suspensión del convenio es contraria á la inten­
ción presumida de los contratos. í 1) Eet.o obligó á resolver 
la dificultad por presnnciones; la ley no establece ninguna, 
y "á priori" no se puede afirmar que la suspen9ión, más 
bien que la resolución, sea contraria á la voluntad de las 
partes contratante.;. Es preciso dejar aqul todas elas supo· 
siciones y a\enerse á los principios que rigen la interpre­
tación de los contratos. Una veuta fué hecha por un padre 
á su hija. L8~ primera~ cláusulas de la escritura contenían 
una venta pura y simple, sin ninguna condición. Decla 
que los compradores serian propietarios ele los bien~8 ven­
didos desde el lila de la venta, con el gravámen de satis­
facer los impuestos. 

Más la euumeración de la.~ condiciones de la venta se 
terminó por la cláusula siguiente: el padre se reservó el 

1 Durantón, t. X, pág. 49, n(IID. 44. LRrombi~e, t. n, pág. 8, n(¡· 
mero 8. 
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.iguiente, todas las adjudicaciones parciales, rerlan resuel­
tas. ¿Esta Venta fué bajo condición 8uspensiva, Ó bajo con' 
dición reaolutoriaP El registrador percibió los derechos de 
traslación. Se juzgó en eHte sentido, que la venLa fué evi­
dentemente bajo condición resolutoria. Esto resultó de 108 
términos de la escritura de cargos que acabamoH de citar. 
Además, se dijo que los adjudicatario~ fueron propieta­
rios, y pudierou disponer de los inmuebles como de cosas 
propia., por el solo hecho de la adjudicación, y que entra· 
ron en posesióo, por la percepción de las rentas y réditos 
eIl su provecho, á contar de la misma 6poca. D~ ah! se 
desprendió una consecuencia mur grave ball el punto ~e 
vista fi~cal; y fné que 108 adjudicatorioH parciales estu­
vieron obligados al derecho proporcionalmente al regis' 
tro, y que e5tos derechos no podrlan restitulraeles, ha.ta 
que el vendedor, usando de la facultad que se reservó, de· 
clarase las adjudicaciones parciales, resueltas por efecto 
de una adjudicación eo junto del dominio. (I) Ciertamen· 
te, e8te resultado no está en laa intenciones de 108 adjndi. 
catarios, y el vendedor no tiene interés alguno; debe pues 
interpretarse la escritura de cargos, de manera que la ad· 
judicación se haga bajo condición suspensin. 

Núm. B. Dtfinición d41a condición. 

85. Pothier define la coudición en 8stOl término.: un su. 
ceso futuro é incierto que puede llegar ó no \legar y del 
cual depende la obligación. El arto 1,168 reprodujo esta 
definición. Resulta, que para qne haya condición delde lne­
go, le necesita que el suceso sea una cosa Cut nra. El ar­
ticulo 1,181 contiene una definición diferente; asemeja á 
nn suceso futuro elluceso actual, pero aun desconocido 

1 Fallo del Tribunal de D1jÓD del 23 de Jnllo de l865 Dalloz, 
1SGe, 8, 1$). 
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por las partes. Pothier dice, por el contrario, que una obli· 
gación contralda bajo uua condición semejante, no es pro­
piamente una obligación condicional. En efento, nada 
hay suspendido en este caso. Si se trllta de una condición 
snspensiva, la obli¡ración existe, pue.to que la condición se 
cumple eh el momento en que la obligación es contralda. 
Esto es lo que dice el arto 1,181: "en este caso, la obliga­
ción tiene su efecto desde el dla que se ha contraldo." Pe •. 
m aunque la cosa ~e deba, el acreedor no puede exijirla, 
dice Pothier. hasta que sea cierto 61 !Jecho y se haya no­
tificado al deudor. (Ii Esto es decir que la pretendida con· 
dición es un término. La diferencia es grande; en las cbli· 
gaciones condicionales el deudor es el que soporta 108 
riesgos, en tanto que la8 obligaciones al. plazo, están ó. caro 
go del acreedor. \2) 

Si el suce80 previsto como condición llega y se trata 
de una condición resolutoria, jamás ha habido obligación, 
puesto que en el momento mismo en que llega á formarse 
queda resuelta; la obligacidn no ha podido, pues, formar. 
se. Siempre que el suceso se cumple, siendo ignorado de 
las parte., el acreedor tiene acdón contra el deudor y la 
obligación debe recibir 8U cumplimiento, excepto cuando 
laa partes sepan que el suceso habla llegado, efectuándose 
entonces las restituciones, de manera que las partes que­
den ~n el estado en que estaban autes del contrato. En el te 
caso, no hay ni la apariencia de un contrato; de suerte que 
el hecho de la posesión del acreedor no puede tener con­
secuencia alguna juridica. Nosotros vamos más lejos, si 
sucede lo mismo en el caso en que el contrat() .:¡ue ha exis. 
tido se resuelve por el cumplimiento de la condición. (3) 

1 Potbier. ». las Obligacionu, núm. 202. DurautóD, t. XI, pt\gi­
na 12, núon. 17. 

2 Oolm~t de 3'lUterre. t. V, pág. 144, núm. 80 b;8. Durantón, to_ 
mo XL pág. U. núm. U. 

·8 Qolmet de BaBterre, t. V. pág. 144, núm. 86. 
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36. Para que b:\ya condiciólI, se necesita en segundo ltl' 
gar, que sea de una cosa incierta, Ó como dice Pothier, de 
nna cosa que puede llegar ó no llegar. La condición de 
nna cosa que tiene que llegar, ci'lrtamente no es una 
condición, porque BO suspende la obligación lIino que di­
fiere solamente el que puedA _er exijida, lo que equivale á 
un plazo. Poco importa que el suceso no se cumpla sino 
después de la muerte de las partes contrhtante., porque 
prometemos y estipulamos para nosotros y para nuestros 
herederos. En los legados, el plazo incierto puede ser con­
tlición. ~1} Remitimos tÍ lo que se ha dicho en el titulo "De 
las Donacionss." 

Si el caso de un suceso cierto se estipulara como con­
dición resolutoria, habrla obligación pero á plazo. Este 
seria también un plazo que pondrla fin á la obligación, en 
tanto que la obligación á plazo no podria cumplirse sino 
llegado .el plazo. 

37. Hemos dicho en otra parte cómo debe expresarse la 
condición y cuál diferencia bay entre la condición y la 
carga. (2) Se presenta re"pecto de la expresión de la con­
dición, una cuest.ión muy importante, la de saber si hay 
condiciones tácitas. Que haya condiciones tácitas en vir­
tud de la ley, n0 tiene duda, puesto que tenemos textos. 
Hay una condición resolutoria tácita muy frecnente, es la 
del arto 1,184 que volveremos á ver. ¿Hay también condi· 
ciones tácitas sin texto en virtud de las partes contratan­
tes? Pnede habarlas; jamás hay condiciones presnmidas. 
IJa condición es la modificaoión de un contrato, y no hay 
contratos sino en virtud del consentimiento de las partes 
contratantes. Pero la. partes pueden consentir de una ma· 
nera expresa ó tácita; si el contrato puede formarse por 
consentimiento tácito, deben decirse las modificaciones del 

1 Pothier, De las Obligaciones, núm. 203. 
2 Véase el tOll10 XII de estes Erincipios, pág. 616, núma. 4,87·4.93. 
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contrato; hay términos tácitos, y, por tsnto, puede tam­
bién haber condiciones tácitas, porque la ley no exije que 
la condición sea estipulada de una manera' xpresa. Otra 
es la cuestión de saber si el interprete puede admitir con· 
diciones por vía de presunción; la negativa es tan eviden· 
te, que parecb inútil exponer la cuestión; y si insistimos, 
es porque 108 autores imaginan frecuentemente condicio­
nes para la necesidad de la causa, como lo hemos dicho 
muchas veces:y como tendremos t.ambién la ocasión de de. 
cirio. ¿Hay contratos presumidos? Nó, ciertamente, por­
que el hombre es libre, y para que esté obligado se nece­
.ita que consienta. Por la misma razón, no pneue presu­
mirse la condición, porque esta es una condición esencial 
del contrato condicional, puesto que suspende la sentencia 
Ó la realización. El texto de la ley ronsagra esta opinión. 
En los términos del arto 1,184, la cnndición resolutoria 8~ 
Mubentiende en los contratos sinalagmáticos, para el caso 
en que alguna de las partes no cumpla su obligación. Hé 
ah í uTla condición tácita fundada en la intención que se pre· 
Rume de las partes contratantes; sin embargo, ha sido ne­
césario que ellegí.lador lo escribiese en la ley, para que 
laR partes puedan invocarlo en el silencio del contrato; es· 
to r., tan cierto, que en derecho romano la condición re. 
solutoria para falta de cumplimiento de lo, obligaciones 
de una de las partes, no exi~tía sino cusndo se había eati­
pulado; ebto es lo que se llamó el pacto comisorio. No hay, 
pues, (,tras condiciones tácitas que las que resultan de la 
voluntad de las partes y las que e,tán sohrentendidas por 
el legislador. (1) 

En teoTia, los autores están de acuerdo sobre el princi­
pio, tal como acabamos de formularlo, aunque no se ex· 
presan con la exactitud que es de desearse. Las condicio-

1 OOmp11'8S8 Aubry y Rau, t. lV, pro. 302, Vág. 60, nota 2, pági· 
na 62, Dota 9. 
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nes tácitas, dice Toullier, sou las que existen en 101 con­
tratol, auuque no se hayan exprclsado. Se derivan de dife· 
rentes causas. Desde luego la ley que las suple des­
pués de la naturaleza del contrato ó de las cosas que ha· 
cen el objeto, y por fin, de la voluutad "que se presume" 
de 10' contratante~. En cuauto á las condiciones legales, 
no hay duda alguna. La coudicióu se deriva de la natu­
raleza de la.~ cosa~. cuaudo la cosa que es el objeto del 
contrato, no existe aún, pero puede existir ó no existir; 
yo o. veudo la c"seeha de mi viña, el hielo destruye lu 
plautacioues, uo hay venta: la veuta de una e088 tutura, á 
menos que sea aleatoria, \IS condicional sin que las partes 
tengan necf\sidad de decirlo, porque su voluntad resulta 
de la naturaleza de las cosas; el 8uceso (uturo, cuya exis· 
tencia es incierta, neceJariamente (orma oondicion. Por 
fin, las condiciones tácitas se derivan de la voluntad ver­
dadera y "presumida" de los contratllntes. Aqul está el 
error, Toullier mismo 10 reconoce, y corrige sus expresio. 
nes explicáudolas. "Se necesita, dice, para sobrentender 
una condición, que resulta de la semejanza del acto, de la 
manera en que está concebido, de las ezprmCIfIU que 8e 
han usado; no debeu admitirle condiciones sobre conjetu­
ras extrlnsecas, c.si siempre falall", ó por lo meuos equl. 
vocas, y que hulan '-Iue todo fuese arbitrario é incier­
to. (1) Hubiera sido mejor decir que la condición 8010 
puede resultar de la voluntad de las partes expre!adas, Ó 

que resulte de las cláusulas del acto. 
88. La jurisprudencia esU en el mismo sentido. Se ha 

juzgado que la cesión de un oficio contiene la condición 
tácita del nombramiento del cesionario. .En efecto, la ley 
(amola dell!8 de Abril de 1816, solamellte á 108 titulares 
de ciertos oficios permite presentar un sucesor del agrado 

I TOnllier, t.. 11,3, pat,. SllS, D6ml. 1iOO-IIM. 
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del rey, y, por tanto, la cesidn es hecha necesariamente 
bajo la cOlldiciólI 811'pensiva del agrado del rey; también 
la Ip-y del 25 de JUlli'l .le 1,841 (art. 74) dispone que 101 

derechos percibidos por el cOfltrato sean restituidos si la 
cesiólI no tiene efecto. (1) 

Ulla compaiila vende 4,000 fanegas de cacao embarcadas 
por 8U cuenta en un navlo; se encuentra que el navlo con­
tipne una carga de cacao, pero por otra casa. El compra­
dor demanda el <lumplimiento de su compra. Se juzgó que 
la venta fué condicional; el vendedor 8e obligó pura y sim­
plemente ti entregar la8 4,000 fanegu; vendió una C08a 
especificada; el Cacao embarcado por 8U cueRta en un navlo 
Jeterminado, lo que implica d08 condicione8: 111 primera, 
el embarque de las fanegas por su cuenta, y la segunda, 
el embarco sobre tal navlo. Sobre la demanda intervino 
una sentencia de denegada casación, cuyos términos me. 
recen Ber lIotad08, 8011 muy restrictiv08 y elltran en la 
doctrina que hemos .. nseiiado. "La decisión .le la Corte de 
Burdeos, dijo la Mlntencia, fundada en 108 "hechos" esta­
blecidos en el juicio, sobre la correspondencia de las par­
tes y Bobre la "interpretación" de sus contratos, según laa 
"circunstancias" que hablan precedido, acompaiió y siguió 
estos cOlltratos, seglÍn 108 "términos" en 108 cuales estu­
vieron concebidos, ~ntrilu en el dominio exclusivo de la 
Corte de Apelación." (2\ 

Yo compro un terreno para la construcción de UDa cal. 
zada sobre una ribera, con el objeto de e8tablecer una tOI 

ma de agua para alimentar un ingenio que me propongo 
construir. La calzada 5e construye con autorizacion de la 
Administracíon del departamento; después 88 ordena la 

1 Fallo del Tribunal de Veudome del 30 de Juliode 184,7 (Dallos, 
1848, 5, 181). 

:a Denepda caaaolóu, 7 de Juuio de 1838 (Dallos, palabra y",fa, 
IIAm. 184, ZO. 
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demolicion por una ordenanza real. El terreno es vendi­
do en seguida tal como se compró. El acto primitivo dijo 
que el vendedor cedla el derecho, facultad y el terreno 
necesario para la condtruccion de Olna calzada. Se juzgó 
que la venta de la calzada había sido resuelta por falta de 
autorizacion. S"bre la demanda, la C"rte de Casacion de­
cidió que la "existencia" de la venta dependla esencial­
mente de la existen.:ia de un tributo que debió hacerbe pa' 
ra el comprador; no siendo autorizado este tributo la ven· 
ta se consideró como nula. Ed decir, que hubo unll con­
dicion suspensiva tácita, que no se realizó y rescindió la 
venta. La Benter.cia d~ la Corte es también re~trictiva co­
mo la que acabamos de citar: "para declarar la venta nu­
la, los jueces no tienen poder, as! como exclusivamente 
tienen el derecht) se apreciar la8 cláusulaa del contrato, la 
IIoluntad de los contratantes, los actos, hechos y circunstan· 
ciaI de la causa." (1) 

Núm. 3. De las condiciones imposibles é ilícitas. 

39. Para que una condición sea válida, dice Pothier, se 
necesita que sea posible, licita, y que no sea contraria á 
1" buenas costumbres. Pothier saca la consecuencia que 
es consagrada por la ley, en el arto 1,172. "Toda condición 
de una cosa imposible ó contraria á las buenas cOdtumbres, 
ó prohibida por la ley, es nula y hace nulo el contrato de 
que depende." Por ejemplo, dice Pothier, yo os prometo 
una suma bajo e,ta condición: si haceis un triángulo sin 
ángul08, ó bll;O la de ir desnudo por las calles. (2) Cuan­
do las partes contratan bajo una condición imposible, no 
entienden tratar sériamente, hacen una broma, y verda-

1 Denegada ellllllOión, 8 de Febrero de 1837 (Dallez, palabra u,l;· 
g/lClOlltl, ndm. 1,124) 

9 Pothier, De la. Obligaciollel, n1íPl. 204. 
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deramente, los autores hau errado al ocuparse de estas 
malas sutilezas. Si estipulan una condi,)ión ilícita ó inmo· 
ral, el legislador no pue<le dar efecto á sus contratos, por­
que no puede sancionar nn contrato que viola la ley ó las 
bup,nas costumbres. liemos dicho en otra parte que el Có­
dig:) no admite este principio en las donaeiones y en los 
testamentos; las condiciones imposibles, inmorales ó ilici. 
citas que se encuentran, se reputan como no escritas. 

No debe confundirse la condición ilícita cO!! la causa 
ilícita. La causa es el motivo jurídico que obliga á las par. 
tes contratar; debe haber una causa en todo contrnto, pues 
si nel no existe, y por consiguiente, no puede tener efecto 
alguno: estos BOn los términos del arto 1,131. La condición 
es Utla simple modificacion del contrato, y por tanto, un 
elemento accidental. He ahí por qué la condicion ilícita 
puede disimularse en las dOnáciones, y la donacion que­
d~ .in embargo válida. En los ~ontrat03 onerosos, la condi­
cion ilícita supone la nuliuai del contrato, en tanto que la 
cau.a ilicita supone la inexistencia. La distincion entre la 
cau·'u y la cOlldicion, tiene aún rnRa importancia en materia 
de donaciones; las condicione" ilícitas se reputan no escri· 
tas, y la liberalidad es sostenida, en tallto que la causa ilI. 
cita la. vicia en 8U esencia y las h~ce ir.existentes. Remi­
tiremos á lo que se ha dicho en el título de las "Donacio­
nes" y Testamentos, sobre estas difíciles cuestione~. 

l. De las condiciones imposibles. 

40. La ccndicion es imposible, cuando las leyes de la 
naturaleza ponen obstáculo á su cumplimiento. Hemos cil 
tado un ej~mplo de Pothier; inútilmente se bu.caría un 
ejewplu en la vida real. Hay tambien una imposibilidad 
jllrídiea; las condiciones jurídicamente imposibles, bQn las 

p u ~ D. ToMo XVIl.-IJ 
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que no pueden c.mplirse por razón de un obstáculo lp.gal; 
de suerte, que la condición no podria cumplirse sino por 
un cambio en la legidación. (1) Esto es también de pura 
teorla. ¿El arto 1,174, es aplicable cuando las dificultades 
que resultan de la ley son tales, que el cumplimiento de 
la condición llegue á ser imposible? La cuestión se resuel­
ve con una interpretación de intención. Si las dificulta­
des son tales, que la condición no pueda cumplirse rignro· 
samente, y si las partes han querido el cumplitniento rigu­
roso de la condicion, esto está en el texto, en el esplritu 
del arto 1,174; pero si las partes no han querido que lo 
que es posible hacer, no sea imposible, y por con9iguien­
te la condición es válida, a8\ como el contrato de que de­
pende. Ré aqul un caBO que se ha presentado ante la Coro 
te de Gand. En la escritura de venta dE' una sucesión, se es­
tipuló que el comprador no pagara el precio sino demostra­
do de una manera conveniente por los vendedores, qne 110 

tenlan otros herederos, que los qne tenlan algún derecho 
á la sucesión. El primer juez consideró esta condición co­
mo imposible, lo que extrañó la nulidad del contrato. En 
apelación, la decisión fué reformada. Las herederos vende. 
dores no estuvieron obligados á rendir 1" prueba jurldica 
de que no existió heredero algnno; una prueba semejante 
hubiilra podido considerarse como impo~ible; la escritura 
les impuso solamente la obligación de hacer una demos­
tración conveniente, es decir, de justificar de una manela 
plausible que [;0 existieron parient.s paternos que tuvie­
sen derecho á la herencia, y esta prueba ciertam~nte no 
fué impo~ible. (2) 

41. Para que una condicion sea imposible y vicie 1" 
obligacion, no b~st!l que el deudor no pueda cumplirla, si 
por lo demás la cosa es posibl~. Las leyes romauas lo de. 

1 Anbry y Ran. t. 1 V, pfo. 302, págs. 63 y sIguientes, lIo'as 13·15. 
II Gand,19 de Enero de 1871 (I!Gsicrl8ia, 1871, 2, 257). 
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cidieron asl, y es inútil invocarlas. En los términos del 
arto 1,172, se necesita que la condición sea de una cosa 
im posible, para que anule el con trato, y ciertamente DO 

puede decirse de una cosa que es posible que llega á ser 
imposible, porq ue el deudor no pueda cumplirla. (I) 

42. ¿En qué t\poca debe existir la imposibilidad? Siendo 
la condieion un elemento del contrato, debe verse si en el 
momento en qne se forma es válida. Cuando la condicion 
es imposible en este momento, el nont,rato no se forma; 
poeo importa que la condición, imposible desde luego, 
llegue á ser posible después; no formándose el contrato, 
se necesitaría un nuevo concurso de comeutimiento para 
que haya contrato. I:'or el contrario, cuando la condición 
es flosible al tiempo <lel contrato, la obligación se forma, 
y si de.pués llega á ser impo,ible, debe decidirse que la 
condiciÓn ha faltad". (2) Creemos inútil detenernos en es­
t08 puntos qUt! no Be discuten sino en la escnela. 

11. De las condiciones ilícitas ti inmorales. 

43. ¿Cuándo es ilicita ó inmoral una condici6n? Esta 
cuesti6n da lugar á numerosas rlificultades; las hl'moB 
examinado en el titulo "De las Dor.aciones y 'festamentos." 
Aquí nos limitaremos á citar las decisiones que concier­
nen á los ~ontratos á titulo oneroso. 

44. Una mujer demanda la separaci6n de cuerpoB. Du­
rante la instancia, interviene un arreglo entre 108 esp080s: 
El marido consiente en que su mujer viva separada de él, 
durante un espacio de tiempo provisional limitado á tres 
años, que lleva su mobiliario y que tome la administra­
ci6n de sus bienes; en estas condiciones, la mujer, por su 
lado, consiente en desistirse de su demanda. La condicion 

1 Toullier, t. IIJ, 2, pág. 307, núm. 482. 
2 Aubr¡ y Bau, t. IV, p'gB. 64 Y .¡guientcB, nota. 18 y 19 del pá­

rrafo 302. 
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fué coutraria á la ley, .iendo nula la separacion de cuero 
pos voluntaria, lo Inismo que la separación ue bienes vo­
luntaria, y, por tanto, la condición, bajo la cual desi8ti61a 
mujer fué nula, y el de¡;istimiento tambiéa fué atacado de 
nulidad. En el caso, pu(lo sostenerselque la causa también 
fué ilícita, y qu~ el desistimiento fué inexistente, porque 
ellllotivo jurídico que obligó á la mujer á desistir.e, e~ 
reprobado por la ley. Hay una sentencia en este senti­
do. (1; Una mujer separada de bienes, 6e obliga á dejar 
en una casa de su propiedad, muebles suficientes P'trll que 
su marido pueda retirarse ahl, pero bajo la condiciou ex' 
presa de que no será obligada á seguirlo. Después 
arrienda esta casa y el marido se opone en virtud de la 
obligacion contraída por 8U mujer. Esta obligacion fué 
condicional y la coudicion fué nula, puesto que violó la 
potestad marital, que es de orden público, la nulidad de 
la condicion ocasionó la nulidad del contrato, La mujer 
conservó, pues, el derecho de arren<1ar la casa, cuya libre 
disposicion tuvo. (2) 

45. Una escrituri\ de venta, estipula como condicion 
del contrato, que el comllrador no establecerá un hntel en 
la casa que va á construir sobre el terrello vendido, ni 80bre 
el terreno adyacente. Se so. tuvo que la condicion fué ilh 
cita por violar el derecho de propiedad y la libertad de 
industria, La Corte de Lyon declaró válida la condiciono 
En el caso, la condicion no tuvo por objeto un interés in­
dustrial, sino impedir una concurrencia desventaj.>sa pa­
ra el vendedor, éste quiso solamente evitar las desagrada' 
bies incomodidades que podían resultar del establecimien· 
to de una posada. Ninguna ley prohibe hacer restricdo­
nes al ejercicio del derecho de propie(lad; el Código lo 
permite, por el contrario, en el titulo "De las Servidum-

1 Naney, 22 de Enero <le 1870 lDlllloz. 1870. 2, 76). 
:) Oaen, 8 de Abril de 1851 (Dalloz, 1852, 2,127). 
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bre&" y los derechos que pueden estipularse como sdrvi· 
dU\IJbres, pueden también serlo como derecho de crédito. 
Esto á los tribunales toca decidirlo, según 1" voluntad de 
las partes contratantes y la naturaleZ.1 del derecho, si se 
trata d(> un derecho real ó de un derecho personal. (1) 

46. Los presuntos herederos de una mujer casada bajo 
el régimen dotal, cousiellten una fi~nza de la obligación 
contraida por su madre, con esta condicion expresa: que 
el acreedor nt> hará uso da la fhnza, sino deapués de la 
muerte de la deudora, y solamente sobre los bienes que 
podrían quedar en la sucesión á sus do! hijos; en cuanto 
á los bienes q'le estos poseian ya, y á 108 que plldieran 
adquirir con cualquier otro título que no procedieran de 
su madre, el acto dice que jlmás podrían estar Rometi(bR 
á los efectos y á las consecuenc'Ías de la fianza. S, ha juz· 
gado que esta fianza fué nula como hecha bsjo una cr¡ndi· 
cion ilicita. Los hijos, en efecto, no se obligaron personal. 
mente, ni pudo, por tanto, aplicárseles el principio de que 
aq',eJ que oblig& su perslJna obliga SlI~ bienes; su obliga. 
ción se limitó á ciertod bienes. ¿Y cuále.9 fueron estol bie­
roe.? Los que recogieran en la sucesión de su madre; de 
suerte que si nada recogían, la fianza llegaba á estar Bin 
obj.-t.o. De donde se sigue que los bienes por recoger de 
la sucesión, fueron la condici6n de la obligaci6n contraída 
por ellos; y esto f..té una estipulación sobre una sucesión 
futura; nula, con este título anuló la fiaIlza de que depen. 
día. (~) 

47. Se estipuló en nn contrato de réemplazo que el pre. 
cio pagadero al cabo de siete año~, término de la entrega 
definitiva del reem!Jlazado, no;podría ser cedida ni enage. 
nada bajo pretexto alguno, bajo pena de nulidad de los 
contratos que intervinieran. En menos precio de esta 

1 Lyón, 30 de Diciembre de 1870 (DlIlIcz, 1871, 2, 13n. 
2 Burdooe, 16 de Agoato de 18li2 (Dalloz, 1853, 2, ~1). 
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el' usula, el precio fué cedido. Sobre las demandaR inten­
\adas por el cesionario, el dendor demandó la nulidad de 
la cesión. Esta fué pronunciada por el primer juez, y fué 
un error; el fallo fué calado y debió serlo. La Corte de 
Casación, dijo que la libre disposición de lús bienes es nna 
regla de orden público consa!!,rada por el Código Civil (ar­
ticulos 544, 1,4114 Y 1,598); el legislador solo que la ha 
establecido, puede derogarla ó permitirla. Fuera de los 
cal08 previatos por la ley, las partes no pueden declarar 
iualienable uu derecho y ponerlo fuera del comercio de 
1&8 cosas en que debe eetar. (1) 

111. Efecto de la condición im~eíbl8 ó ilícita. 

48. El arto 1,174 equipara la condición ilIcita á la con­
dición imposible; una y otra son nulas, y anulau el con· 
trato de que dependen. Hay, sin embargo, diferencias en' 
tre la condición imposible y la condici6n iUcita ó inmoral. 

En loa términoa del arto 7,173, la condición de no hacer 
una cosa imposible no anula la obligacidn á que depende. 
Esta ea la reproducción de la doctrina de pothier: la cosa 
8a tan evidente, que libremente pudo abandonarse á la es­
cuela, en donde agrada demasiado discutir cuestiones 
ociosal. Esta condieión equivale á decir: "yo os prometo 
uca suma si no deteneia el curIo del sol." Esta condición, 
dice Pothier, ningún efecto tiene. y la obligación es pura 
y limpIe. Hubiera debido decir que la cuestión es una ne­
cedad, á la que no debe responderse. 

¿Sucede lo mismo con la condici6n de no hacer una cOla 
contraria á las leyes ó las buenas costumbres? Pothier 
responde: "la condición de no hacer una COS8 contraria á 
las buenas costumbres ó á las leyes, puede hacer nulo el 
acto; porque el contrario á la "justicia" y á la "buena fe" 

1 C8llOi6n,6 de Junio dal81í3 (Dalloz, 18113, 1, 1111). 
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estipular una suma para abstenerse de una COSA que esta­
mos obligados á ha~.r." (1) No vemos lo que la "buena fe" 
y "la justicia" tienel, que hacer en e~te caso. Potbier hu­
biera debido decir que la condición es contraria á las bue­
nad costumbres. 

¿E~ta distinción de Pothier debe también seguirse bajo 
el imperio del Código CivilP Asilo creemos, aunque la 
cuestión sea controvertida. Se dice que los autores del Có· 
digo sólo han reproducido la doctrina de Pothier en lo 
que concierne á la condición imposible; y guardan silencio 
Robre la condición i!lcita; este silencio ed significativo. El 
legisladcr no ha querido resolver la cue.tión á "priori," 
dejándola á la apreciacion del juez. Al juez toca, pues, 
examinar si la cDndicion es Ó no contraria á las buenas 
coslumbres, Nosotros respondemos que Pothier no dijo 
otra cosa; la condicion "puede" anular el acto, y no dijo 
que la condicion necesariamente anula el acto. El juez lo 
annlará si encnentra quela condicion es inmoral. A nn .. -
tra vista, lo es siem pre. 

Todo el mundo está de acuerdo en que hay inmorali. 
dad cuando el futuro acreedor, procediendo por vla de 
ame !laza Ó de intimidación, arranca una promesa bajo la 
condición de que ee abste!!drá de un hecho illcito; hay en 
eeto una especulación de.honrosa, que vulgarmente se lla­
ma chantage; si el deudor demanda la nulidad, los tribu· 
nales ciertamente la pronllnciar!an. Pero s\1poniendo que 
una persona para animar á otra en la vla del bien, ó para 
sacarla del mal, le hace expontáneamente una promeaa 
bajD la condilJión de que se abstenga de nn acto ilicito, 
este convenio, dicen, tiene un objeto moral, y la justicia 
debe sancionarlo. (2) A nuestra vista, la condición de no 

1 Potbier, De l/U Obltgacionu, ndm. 204. 
2 Colmet de 88oterre, t. V. pl\g. 149, núm. \13 bu. 1~, eeguido por 

Demolombe, t. XXV, pág. 292, nÚDI. 308. 
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hacer una cosa ilícita ó inmoral es siempre contraria á 
las buenas cost'lmbres, porque es una moral mal entendi· 
da la que obliga á cumplir los deberes por la promesa de 
Ulla suma de dinero, la moral jamás debe descender á un 
tráfico; los que no cumplen sus dehares sino por la aspe. 
ranza de una recompensa, son mercenarios, y por tanto, 
no debe acostumbrarse á 103 hombres á especular con el 
cumplimiento de sus deberes. La verdadera moral, exige 
la abstinencia del mal, porque es el mal, como debe ha­
cerse el bien porque es el bien. Tal es el ideal, y pertene. 
ce alle~i81ador elevar la moralidad en los hombres y debe 
guardarse bien de degradarla. (1; 

4,9. Una cuestión análoga es la de saber .i la condición 
es nula, cuando el deudor se obliga, en el caso en que co· 
metiera un acto ¡licito, en una prestación cualquiera. 
Creemos que la condición es inmoral porque implica tam­
bién que el deudor no se abstiene del mal, sino para evi­
tar la prestación, la cual es una especie de pena que el con­
trato le impone para que permanezca en la vía del deber. 
Se nos opone la autoridad de Papiniano; y respondemos 
que el jurisconsulto estoico, por eminente que fué su sen­
tido moral, no tuvo la delicadeza de conciencia que una 
religión espiritual y una civilización progresiva, han lle· 
vado á todos los pueblos cristianos. Cuando se trata de 
buenas costumbres, no es en los antiguos en donde de beT 

moa buscar autoridades, debemos inspirarno~ en los 8en­
\imient08 de la humanidad moderna. ¡21 

50. La condición ilicita produce efectos bien diferentes 
cuando se agrega una donación; la ley la reputa no escrita 
y 80stiene la donación. Sucede algunas veces que un acto 
tiene al mismo tiempo de donación y de contrato onero-

1 Larombillre, t. n, Vág.33, núm. 7 del arto 1,173 (Ed. B., ~. l. 
pAg. 332). Compllrese Dnrantón. t VI, pág. 41, núm. 3~. 

2 En sentido oontrario Collllet de Banllarre, t, V. pág. 148, núme· 
ro 92 bi&, seguido por Demolombe, t. XXV, pág. 290, DÍun. 306. 
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so; si es hecho bajo una condición ilicita, ¿podria aplicár­
sele el arto 900 ó el 1,172? Es una cuestión de hecho que el 
juez decidirá interpretando el contrato. La madre tutora 
renunció la tutela y rindió una cuenta, pagando el resto al 
nuevo tutor. Después del matrimonio de la hijA, la madre 
le constituyó una dote de 10,000 francos, y la hija quiso, 
como condici6n de la donación, ratificar la cuenta irregu­
lar de la tutela. La condición era ilícita, puesto que dis­
pensaba á la tutora de la obligación de rendir una cuenta 
legal; ~faltó borrar la condición ilícita en virtud del artlcu· 
lo 1,172? La Corte de Pau decidió que el acto era uno 
de esos contratoR conmutativos innominados participar.do 
del contrato de beneficencia y del contrato á titulo onero­
so, dunde una de las partes, en reconocimiento 1e la ven­
taja que procuró, aseguró una ventaja reciproca, y donde 
la otra parte, en reconocimiento del beneficÍtl que se recio 
bió, prometió un hecho personal. Si, en la especie, la ma" 
dre hizo una donación á BU hija, ésta, á su vez, confirmó el 
acto de liquidación de la sucesión de 8U padre y de la 
cuenta de la tutela. El ahogado general propuso dividir 
la estipulación, busdando cual fué, en la snma dada, el 
equivalente de la confirmación prometida por ella, lo qne 
haría llegar á declarar el acto, en parte gratuito, yen par­
te oneroso. Este sistema no fué admitido por la Corte, 
porqne dividla estipulaciones que, eu la intención de las 
partes, eran indivisibles. Sobre la demanda en casación 
intervino nna sentencio; de deneg .. da casación. (1) 

1 Pan, 3 de Marzo de 1869 (Dallo., 1899, 2; 203) Y denegada ca· 
sación, 21 de Diciembre 1869 (Dalloz, 1870, 1, 308). 

P. de D. TOMO XVIr.-lO 
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§ n. DIVISIÓN DE LAS CONDICIONE9. 

N tim.l. De las condiciones casuales, potestlltiv<i., y miztas. 

1. D efinici6n. 

51. En términos del arto 1,169, "la condición casual es 
la que depende del IICI\SO y que de ninguna manera está al 
arbitrio del acreedor ni al del deudor. La definición está 
tomada de Pothier con la ligera diferencia de que Pothier 
no habla más que del "acreedor" y .,1 Código agrega "R! 
deudor," el cual solo puede obligarse bajo comlición. E~to 
~8 tan eventual que eql4Ívale á los siguientes ejemplo~ que 
da Pothier: "si tengo hijos sucederá tal cosa, si 110 los teu­
go sucederá lo contrario, ei un tal navío \lega á bu~n puer, 
to de las Indias etc." E; preciso agr<lgar que la condición 
es también caRual cuando depen'le de la voluntad de un 
tercero; porque la volunt,ad (le un tercero está más al ar­
bitrio de las partes q ne un hecho cualq uiera que le. es ex· 
traño. (1) 

52. "La condición potestativa es la que hace depender 
el cumplimiento del convenio de un suceso que está al aro 
bitrio de una ó de otra de laH partes contratantes, hacer 
llegar eS impedir." (art. 1,170) Pothier no preveé la con­
dición potestativa como la condición casnal qne es lo que 
concierne al acreedor; pone este ejemplo: "Yo me obligo 
con mi vecino á darle tal suma si tira un árbol de su cam­
po que me tapa la viijta." La condición potestativa puede 
ser t!lmbién agregada en faVor del deudor: yo m~ obligo á 
venderos nna casa si voy á Paris. ER preciso no confun·­
dir la condición potestativa del arto 1,170 que puede ser 
agregada al convenio, en favor del deudor as! como del 
acreedor, con la condición potestativa del arto 1,174 que 

1 Pothier, D. la. ObligacionM, núms. 201 y 205. Tonllier, t. III, 2, 
pig. 3l2, nflm. 496. 
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anula la obligación cuando ha sido contratada de parte del 
que se obliga. Esto es lo q'le caracteriza la condición potes­
tativa del arto 1,170, b que hace depender la obligación de 
un "acontecimiento" que está al arbitrio del acreedor ó del 
deudor realizar ó impedir. En el ejemplo dado por Pothier, 
el acreedor puede tirar, ó no tirar el árbol: 8i lo tira, la 
obligación existirá; si no lo tira, r,o habrá ninguna obliga­
ción. Lo mismo en el otro ejemplo, bi voy á París cum­
pliré la promesa, y si no voy tlO la cumpliré. Depende del 
acreedor tirar el árbol, lo mismo que depende del deudor 
establecerse en Par!.. Más esto no depende enteramente de 
108 ¡["s. Cuando la condicitln consiste en un acto de pura 
voluntad, no puede ser estipulada. en proveeho del deudor; 
esto es lo que dice el arto 1,174, sobre el cual volveremos 
á hablar más adelante. (l~ 

53. "La condicitln mixta es la que depellde á J¡¡ vez de 
la voluntad de una de 1M parte. contratantes y de la volun­
tad de un tercero" (art. 1,171). E.ta es la definición de 
Pothiér y da epte ejemplo: "Si o~ casais con mi sobrina." 

La condición que depende de la voluntad de una de las 
partes y del acaoo ¿es mixta? Según la definición de Poto 
hier, adoptada por el Código, es preciso responder negati­
vamente; para que la ('ondición Bea mixta, debe depender, 
en parte, de la voluntad de un tercero; si la condición 
depende, en parte, del aca80, no entm en la definición de 
la condición pote8tativa. La condición, "si yo me establez­
co en Parls," no es nna condición mixta, es uua condición 
potestativa; es cierto que pueden presentarse circunstan­
tancia" fortuitas que pongan obstáculo á mi establecimien· 
to en Parls; pero, en general, será mi voluntad lo que de· 
cida. Puesto que la voluntad juega el papel priucipal en 

1 Potbier, De las Obligaciones, núm. 201. Monrló'l, RepetiCIOnes, 
t. 11, pág. 1I31i_ 
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La radaccién primitiva del arto 1,174 reproduce la doc· 
trilla de Pothier; está concebido asl: "Toda obligación es 
nula cuando ha sido contralda bajo una condición pura­
mente potestativa de parte del que se obliga." El Tri bUDado 
propuso la supresión de la palabra "puramente" por una 
muy mala raz6n; la sección de legislación temió las difi· 
cultades que pudieran sobrevenir ~obre la cuestión de sa­
ber si tal condición, reconocida por otra parte como po· 
testativa, era ó no "puramente" potestativa. La sección pro· 
PUBO la fórmula siguiente: "T"da obligación e8 nula cuando 
depende únicamente de una condición potestativa de. parte 
del que se obliga." Esta redacción expresa ménos que la 
del proyecto ideado por Pothier. (1) El Oonsejo de Elltado 
hizo derecho á la propol'icidn del Tribunado suprimiendo 
la palabra "puramente" y no dice en ninguna parte por 
qué no la reemplazó por la palabra "únicamente." Sin em· 
bargo, es cierto que los autores del Cddigo han creldo 
consagrar los principios ensefíados por Pothier. El orador 
del Gobierno repite lo que Pothier dice, aunque en térmi­
nos menos precisos: "Si la cocdicidn d.pende de una de las 
partes contratantes, si es dueña de rompet' Ó de mantener el 
lazo que el contrato parece firmar, realmente no hay nin­
guna obhgación, es nula." (2) Bigot-préameneu ha errado 
al hablar de las dos partes, á menos que no suponga un 
contrato sinalagm~tico en el cual cada una de las partes 
eontrae una obligación. Es cierto que la condición pura· 
mente potestativa no vida el contrato sino cuando ha si· 
do estipulada en provecho del deudor. Si hubiera sido es 
tipulada en provecho del acreedor, la obligación seria pero 
fectamente válida; por mejor decir, toda obligación de­
pende de la voluntad del acreedor, puesto que él es ¡iem-

1 Observaoioneade11'ribnnado, núm. 18 (Loorél..t. VI, pág. 127). 
a Exposición de 101 MotivO!!, nÍlm. 58 (Looré, t. v 1, pág. 1117). 
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pre libre de exijir 6 de no exijir el cnmplimientn, lo que 
no impide de ning.\n modo al deudor estar ligado. 

El arto 1,174 expr"Na un pensamiento bien sencillo, y e8 
que 110 hay obligación ain lazo jurldico, y no hay lazo si 
el deudor está ligado voluntariamente. La condición po. 
testativa del art. 1,17 4 es la condición puramente potesta· 
ti va, como lo dice el proyecto y como Pothier lo explica: 
la condición si yo quiero, 8i e8to me place, no vale verda­
deramente la pena de formular este principio, pue8to que 
proviene de la esencia mioma de la obligaci6n, y no cree­
mos que las partes contrdtantes hayan tratado jamás bajo 
nna condición igual. L~s contratos 80n COS8 séria; tratar 
bajo la coudición, .i el deudor quiere, es jugar una broma. 
¿Es preci<o una .li.po.ieión de la ley para der-j,lir que no 
hay obligaci6n cl18ndo el deudor nf} se obliga? (1) 

56. El Tribuna<lo quiso prevenir la dificultad, supri­
miendo la palabra "puramente," y esta supresión es la que 
1M hace nacer. Ateniéndose al texto del arto 1,174, se po. 
día creer que toda condición potestativa anula la obliga­
ción. Entendido así el arto 1,174, estarll\ en contradicción 
con el arto 1,170, que permite obligarae bajo condición po­
testativa. l'ara conciliar las dos disposiciones, es preciso 
admitir que la con,lición p"te~tativa del arto 1,174 no es la 
condidón potestativa del art .. 1,170. La condición pura· 
mente potestativa destruye el lazo, y por tanto, anula la 
obligación. No e! lo mismo la CtJndición potestativa que 
consiste en un h~cho que el deudor tiene poder de ~um· 
plir ó "ó; es cierto que su voluntad juega un papel; más el 
cumplimiento de la condición no depende únicamente de 
BU voluntad, puesto que. eircunstanciaq fortuitas, pueden 
impedirle hacer lo que, en general. está en su pOller. Hay 
un lazo de derecho; y, por consiguiente, la obligaci6n se 

1 Colmet <le Santerre, t .. V, pág. 151, 116m, 94 bi •• I. Demolombe, 
t. XXV, pág. 298, núm. sa. 
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y en la apelación, el convenio fné anulado. La Corte dijo 
muy bien que la compañia se reservó la facultad de 110 en· 
tablar el pleito y de no rendir cuenta de 8US motivos, lo 
que le permitió detener la marcha ó no detenerla; esta obli­
gación era voluntaria, y por consiguiente, habla condición 
puramente potestativa, y nulidad del contrato. ~1) 

59. El deudor reconoció deber una suma do 1,500 fran­
C08 que pagarla á cuenta ó totalmente, "Ai esto le era po­
sible;" el pagaré agregaba que "el acreedor no po<lrla ejer· 
cer contra él vlas de fuerza y de rigor para prenisarlo á 
pagar." ¿Esta obligación es nula E.n virtud del arto 1,114P 
Ha sido juzgado que la condición litigiosa no fué potesta­
tiva. El deudor, dice muy bien la Corte de Besancón, no 
dice que pagará cuand() "quiera," sino que pagará cuando 
"pueda;" la condición [la es, pues, bajo condición sU.ipen­
siva, 8S por término indefinido. Se alegó la reserva que pri. 
va al acreedor de ejercer diligencias judiciales y la Corte 
respondió que la obligación del acreedor fué correlativa á 
la del deudor y debió combinarse con ella, es decir, 'lue 
el acreedor debió abstenerse de toda medida de rigor, 
mientras que el deudor no estuviera en fistado de librar~e. 
Dar otro sentido á la obligación es anularla, y no se puede 
suponer que el acreedor haya querido contentarse con una 
promesa ridlcula. (2) También se ha juzgado que la con­
dición estipulada por el deudor de no reembolsar un capi­
tal mas que á su voluntad, e& válida; la obligación es cier­
ta y hay compromiso de reemboldar, por liga de derecho; 
la condicion no dice en qué término d6be hac6rse el reem­
bolso. (3) 

60. Se estil'uló en un convenio que el empleado de una 

1 Parla, 30 de Mayo .le 1839 (Dalloz, en 1 .. palabra Obligac •• " ... , 
oAm. 1,IM). 

:1 BeBllogóo, 2 de Agosto ele 1864 (Dalloz, 18M, 2, 160'. 
3 Parla, 8 de Diciembre .10 1838 (Dalloz, en 11\ palabra Obllga­

ciollel, Ddm. 1,156). 
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casa de comercio gozarla Rnualmente, aparte de su sueldo, 
de una gratificación razonable, dejando á 1 .. generosidad 
de sus contratantes fijarla y á sU buena fe entregarla. ¿Es 
esta una obligaci:ín bajo condici'\n potestativa? La Oorte 
de Lyón dijo que no, y con razón. En efecto, la gratifica­
ción no fué dada á voluntad del patrón; el monto mismo 
no fué abandonRdo tÍ su apreciación arbitraria, ¡;orque el 
convenio decía que la gratificación seria "razonable," so­
lamente al deudor podla poner más ó meaoa generosidad. 
El patrón acabó por ofrecer cincuenta francos, la Corte 
señaló 380 por año. (1) 

61. Un contrato de venta, estipuló que el precio seri .. 
pagado al toml\r posesión el comprador, "lo que darla lu 
gar á su primer requerimiento." Se pretendió que la toma 
de posesióu estaba abandona,ia á la discreción del compra· 
dor, resultando una condición potestatIva que anuló el 
contrato. La Corte de Dij6n admitió este sistema y deci· 
dió que la escritura era nula por el arto 1,174. Esta sen­
tencia fué casada y Rsí debla ser. En cfee!>, el convenio 
nn d .. ba d ac:reedor el derecho de retardar indefinida­
mente su toma de posesión, y, en conseouencia, la existen· 
da misma de la venta; resultando de todo esto, que el 
comprador te.lÍa interés en no tomar posesión en .e"nida; 
más, puesto que la ruón, por la cual no querla (1lmplir 
inmediatamente el contrato ces<\ y, además, el contrato 
prodncirla sus efectos aUR cuando bl comprador no re· 
clamase 8U posesión, el vendedor tendria el derecho de 
constituirle en mora y demandar que el tribunal fijase un 
plazo en el cual la venta ~e cumplirla. Las circunstancias 
de la causa probaban que tal era la intención de las par­
tes contratantes. l:1e trataba de la ven!,a de una porci&n 
de viña J" el comprador Ae propon la adquirir otras viña8 

1 LYÓD, 10 de Marzo do 1864 (DaUoz, 1864, 5, 255). 
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entre otros argumentos, sobre la cláusula que acabamos de 
tranlcribir, cláusula qu'?, según él, eucerraba una condición 
poteltati va. La pretensión fué rechazada por la Corte de 
Bruselas; la Corte dijo que la cláusula no le extendla á 
tiempo indefinido, que estaba restringida á la última cesión 
que debla tenerse por conlumada la vellta; s~ trató, pues, 
de una promesa de veata: el vendedor declaró, poniendo 
su oasa en adjndioación, que se reservaba aceptar ó rehusar 
las ofertas halta el vencimiento de cierto plazo. Esto no 
tiene nada de oomón con la oondicion potestativa que anuo 
la el contrato. (1) 

64. El arto 1,174 declara nula 1 .. "obligacion" contralda 
bajo una condición potestativa ole parte del deudor. ¿Qnie· 
re elecir que todo el contrato es nulo? Si es unilateral, evi. 
dentemente si, puesto que no hay deudor. En un oontrato 
bilateral hay dos deudores: el que le obliga bajo condición 
potebtativa no está ligado; mas el otro, que se obliga para 
y »implemente, está li~ado. Es decir, que el contrato 
deja de ser sinalagmático para vol verse unilateral. Yo 
vendo mi casa á Pedro en 50,000 francos, si Pedro decla· 
ra que la quiere comprar. Pedro acepta mi oferta sin obli· 
garse por su parte. ¿El contrato sera nulo porqne Pedro 
no quiso obligarse? Nó, DO hay venta, puesto que él no 
quiso comprar: pero hay una promesa de venta; el decir, 
un contr ato unilateral. Este contrato es muy vnlido; ve­
remol SWl efectos en el titulo de "La Venta" y entonces 
examinaremos las dificultades á las cuale6 da lugar la pro­
mela de venta. 

65. ¿Se puede hacar depender la resolución de una obli· 
gaoión de la voluntad del que se obliga? (2) Generalmp.nte 
le enaelia la afirmativa y no nos parece dudosa. ¿Por qué 

1 BruaeIaa, 21 de Mayo de18U (Zaaicri.ia, 1814, pé.¡r. 76). 
:1 Colmet de Santelre, t. V. pig. 153, núm. ll4 b;., IV y todos Jos 

IUtore .. 



DJI L.U OBLIGAOIOIllU CONllIOION.U ••• 87 

no se puede hacer depender la existencia de una obligación 
de la voluntad del que .e obligaP Porque, en este caso, no 
habrla liga, ni, por ('Iln,iguiente, obligación; porque no es 
obligarse cuando se hace voluntariamente. Noeslomi.mo 
8i el deudor puede resolver la obligación, porque la reso­
lución no impitle que la obligación exi~ta. As', la ley per­
mite al vendedor estipular la retroventa; es decir, la re8-
ci.ión de la venta a su voluntad, lo que es una condición 
resolutoria potestativa. Se cita como ejemplo el caso en 
que .e estipuló en un arrendamiento que el arrendatario 
pOlI ría ciar fin al arrendamiento cuando qui~iera_ El ejem­
plo e.ta mal escojido; el arrendatario <:Jue usa de esta fa' 
cultad no re.cinde el contrato, poniéndole fin por su vo­
luntad; es un término y no Ilna c·judición. Para el término 
no hay que tener duda, puesto que el contrato produce to­
dos sus efectos hasta que una de 1&8 partes pone fin, No es 
lo mismo si una de 11\8 partE>s tiene el derecho de re,olver 
el contrato; el contrato resuelto es considerado como si 
no hubiera existido jatnás, y depende, pues, de la parte 
que rescinde el contrato hacer que éste no haya existido; 
.i depende de ella destruir el lazo que las obliga, ¿se pue­
de decir que está ligadaP La objeción no tiene en cuenta la 
diferencia que exi~te ~ntre la cono:lición snspensiva y la 
condición resolutoria. Si yo digo: seré obligado si quiero, 
depende de mí impedir que la obligación 8e forme, y no 
hay ninguna liga; mientras que si me ligo, estipulando el 
derecho de resol ver la obligación á mi voluntad, estoy 
obligado en tanto que 00 haya manifestado la voluntad de 
re801 ver la obligación. (1) 

66. La jurisprudencia está en este .entido. El compra­
dor se rese·rva la facultad de devolver la cosa sin reem-

1 Tonllier, t. UI, 2 pág. 312, núm. 407. nemolombe, t. XXV, pll­
gina :H3, núm. 328. En oentido oontrario, Oolmet de Santerre, t. V, 
Vt\¡. 15a, núm, 9' hil, IlI. 



88 OBLlGAOIONllB 

bolso del precio. dEs válida esta cláusula? Se juzgó que si. 
Se alegó que estaba estipulado el pacto de retroventa en 
provecho del comprador, mientras que la ley no lo per­
mite más que al vendedor, y solamente por el plazo de cin­
co años. La Corte respondió que esta estipulación es sólida, 
porq ue la ler no la prohibe y porque no es contraria á las 
buenas costumbres. (1) E.to no el responder á la objeción, 
pero la respuesta es fácil. El pacto de retroventa es una 
condición resolutoria potestativa. Si puede ser estipulado 
por el vendedor, ¿por qué no ha de poder serlo por el como 
prador? Así como la ley limita la duración de la cláusula 
cuando el vendedor la estipula, podrla por la misma razón 
limitar la cláusula resolutoria, estipulada por el compra' 
dar, as! como toda cláusula resolutoria; puesto que la ley 
no lo hace habilitar de las partes contratantes permanece 
ilimitada. 

La jurisprudencia, lo mismo que la doctrina, confunden 
algunas veces el término con la condición. Dice en una 
obligación teatral que el director se reservó la facultad de 
anular el contrato á los dos meses, si lo juzgaba con1'e­
niente. El articulo so&tenla que esta condición era potes­
tativa y anulaba el contrato. ¿Qué respondió la Corte? 
Que se puede estipular la condición resolutoria en un 
arrendamiento en provecho del arrendador ó del arrenda· 
tario, sin ninguna reciprocidad. Despué~ la sentencia dijo 
en la prestación de renicios, tal como el contrato litigioso 
es de uso eatipular un tiempo de prueba, y que la obliga. 
ción no es definitiva después de ese tiempo. La Corte ad­
mite 'lue habla condición potestativa ei .. 1 director se ha. 
bia reservado la facultad de anular el contrato despUfÍs de 
celebrado. (2) Estos considerandos 80n inexactos ó par-

1 Sentenoia del 19 de Diciembre tle 1849, de la Oorte proviuoiul 
de la Holanda meridIoDal (DaUoz, 1853, 5. 467). 

:J Ruan,12 de Noviembre de 1852 (Dalloz, 1853, :!, 243). 
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ciales. La facultad de anular un arrendamiento no es una 
condición resolmoria, puesto que el contrato anulado no 
está resuelto, prod uce sus efectos hasta la anulación, y los 
efectos no son resueltos cuando el arrendamiento es anuo 
lado: este es un término y no una condición. ¿Por qué 
eeta facultad ilimitada de anulación no puede ser estipu­
lada en un contrato de obras como en un contrato de al­
quiler? Esto no s~rá jamás una condición potestativa, 
puesto que la pretendida condición no es más que un tér­
mlDO. 

Esto es lo que la Corte de Lyón juzgó en un caso aná­
logo. El director habia eMtipulado que podria romper la 
obligación lÍo eu voluntad durante el primer mes, y usó de 
este derecho. El actor pretendió que la condición era nula 
como puramente potestativa. Se juzgó que 111 condición era 
válida. La Corte dice que el contrato puede hacer depen­
der la duración del alquiler de la voluntad de una de las 
partes; esto no es una condición potestativa afectando el 
lazo mismo de la obligacion; en efecto, el contrato no es 
menos obligatorio entre las partes por todo el tiempo du­
rante el culll uno 1Í. otro de 108 contratantes no lo ha snu. 
lado. (1) 

Núm. fJ. Da las condiciones positivas y negativas. 

67. Pothier establece estll división: "La condicióu posi­
tiva, dice, consiste en el C8S0 en que alguna cosa puede su­
ceder ó nó, como esta: "si yo me caso." La condición ne­
gativa es la que consiste en el CIISO en que alguna cosa 
pueda suceder ó nó, como esta: "si yo no me callo." El Có­
digo no ha reproducido esta clasificación, sin duda porque 
estas condiciones no necesitan ser definidas; se compren-

1 Lrón, 6 de Febrero de 1857 (Dalloz, 1857, 2, 220). 

P. de D. TOMO xVIl.-12 
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den por sí mismas para darles denominación. Veremos 
Ulla aplicación en los arte. 1,116 y 1,177. 

Hay otra división mucho más importante, la de las con­
diciones suspensivas y resolutorias. El Código trata sepa. 
radamente, después de haber establecido los principios ge­
nerales que rigen las condiciones. SeguiremoR el orden del 
Código. 

§ III.-DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CONDICIONES. 

68. EIlIrt. 1,175 establace el principio que "toda con­
dición debe s&r cumplida de la manera que las partes han 
querido y entendido que fué." Para comprender el seuti' 
do y el alcauce de esta disposición, es preciso remontarse 
al antiguo derecho. Los doctores discuten sobre la mane· 
ra que las condiciones deben cumplirse: ges preciso ate­
nerse á los términos de los cuales las parte5 se han servi, 
do, y Berá preciso ver cuál ha sido su intención? La inter' 
pretacion literal cuenta con num"roso~ partidarios; dicen 
que las condiciones deben ser cumplidas informa speci.fica 
y entienden por esto qlle es preciso, en el cllUlplimiento 
de las condiciones, conformarse rigurosamente con los tér. 
minos de los contratos que los contienen. Esta es la ley 
que los contratantes Be han prescripto; se debe, pues, conl 
Bultar el contrato y seguir literalmente lo que prescribe 
sobre el tiempo, sobre la manera y sobre las circunstan­
cias del cumplimiento de la condición. N o se debe agre­
gar nada para hacerla más dificil, ni tampoco se debe ami· 
tir ni cercenar nada de lo que se haya explicado en el con· 
trato; el cumplimiento de la conJicion dabe ser precisa· 
mente de la manera y en la forma prescrisptas. 

Otros intérpretes dicen que el esplritu debe tomarse al 
pie de la letra. Como las lenguas son im perfectas, dicen, 
y 108 redactores rara vez ponen cuidado en las consecuen. 
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cias de las expresiones de que se sirven, la interpretaeión 
literal de los términos de la condición destruye, en lugar 
,le seguirla, la voluntad de los coutratantes. Se conclnye 
que el principio en que las condiciones deben ser ('umpli­
das informa specifica. está sujeto 1\ muchas excepciones, 
lo que ocasiona una multitud de dificultades. (1) 

Los dos sistemas son muy absolutos. Hay error en que­
rer resolver á priori, dificultades de hecho que tienen la 
intención de las partes contratantes, No hay, pues, otra 
regla general que buscar, qne la averiguacinn de la inten­
cidn de las partes. E.to es 10 que dice el orador del Go­
bierno. :2) ~alta saber como se pnede conocer esta inten­
cion. Se debe aplicar lo que hemos dicho Robre la inter­
pretación de los convenios. (3) Cuando la voluntad de las 
partes está expresada claramen te por el escrito que han 
levantado, es preciso atenerse estrietamente al contrato. 
Siempre es peligroso, dice Toullier, desviarse del sentido 
natural de laR términos de una escritura, porque estos tér­
minos son los que expresaD la intención. Cuando los tér. 
minos son claroR, la intención es manifiesta; desviarse de 
los términos para investigar la intencion, seria separarse 
de la voluntad cierta por una voluntad ml\s ó menos in­
cierta; porque fuera de los términos de una escritura, li8 

siempre muy difícil conocer la intención de las partes. 
69. Según este principio, conviene decidir la cuestión 

de saber ai la cf)uaición puedó llenarse por equivalente. 
La intención decidirl\, y ella Be manifiesta por las cláusu' 
las Jel contrato_ Cuando la escritura determina la mane­
ra, el tiempo y las circunstancias de la condición, el juez 
no podrl\ cambiar nada, porque 103 contratos son leyes 

1 ToulJier, t. 111, 2, pág. 372, ntims. 586 y 587' 
2 Exposición de 108 Motivo. ntím. 64 (Locré, t. VI, pág. 158). 
3 Véase el tomo XVI de estos Principios, pág. 663, nOm!. 602 

á 505. 
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que el juez cs llamado á cumplir y que no tiene derecho 
de modificar. Tampoco se podrá invocar la falta de inte' 
res, porque es á las partes á quienes corresponde velar 
por sus intereses, y cuando lo han hecho, esta apreciación 
se vuelve una ley que el juez debe respetar: sobre todo, 
cuando la condición es casual, la voluntad de las partes 
no entra para nada en el cumplimiento de una condicion 
que depende del acaso ó de la voluntad de un tercero: no 
hay, pues, que interpretar la voluntad, la condición debe­
rá cumplirse tal cual ha sido prevista por las partes. Es­
tando las condiciones potestativas al arbitrio de las par. 
tes, dejan un lugar á la libertad humana y es convenien~e 
entonces, ver lo que han querido: el juez decidirá aplican· 
do los principiol que rigen la interpretación de los con­
tratos. (1) Ya hemos di.:ho que en los legados se conten· 
taban en otro tiempo con la buena voluntad del que de­
bla llenar la condición, mientras que en materia de con­
tratos, eran más severos. Esta diferencia no existe ya: to­
da condición es séria, y no lo sería si la b'lena voluntad 
fuera suficiente para reputarla concluida. Poco importa, 
pues, que no haya ninguna falta que reprochar al que la 
debe cumplir, y no importa, tampoco, que un caso fortui· 
to ó una fuerza mayor le impida cumplir la condición; 
sucede siempre, que la condición no es llenada, y por con· 
siguiente no hay obligación. La falta y el CIISO fortuito se 
tienen en consideracióu cuando se trata del cumplimiento 
del convenio; más cuando la obligación es condicional, 
no se sabe si hay una obligación, las partes no quisieron 
ligarse mas que bajo coudición, y por consiguiente, no es' 
tán ligadas si la condición no se cumpla. (2) 

1 Larombiere. t. lI, págs. 92 y 95 (art. 475), núms. 2 y 7 (Ed. B., 
t. 1, págs. 355-31í6) Durantón, t. XI, pág. 53, núm. 48. 

2 Larombiere, t. 1I, pág. 105, arto 1,175, núm. 23 (Ed. B., t. 1, 
pág. M9). 
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70. Pothi~r asienta en principio, que el cumplimiento 
de laR condiciones es indivisible, aun ~.l1ando lo que hace 
el objeto de la condición tenga algo de dÍl ¡,ible, y pone 
este ejemplo. l'or una transacción alg uno se obliga á de­
jarme una herencia, hajo la condición de que yo le doy 
una suma de 10,000 francos. La condición tiene por ob· 
jeto una cosa divisible; sin embargo, el cumplimiento de 
la condición es indivisiblQ en el sentido de que la obliga. 
ción queda en suspenso hasta el cumplimiento total de la 
condición, sin que el cumplimiento parcial pueda hacer 
nacer otra obligación parcial. Los autores modernos ad' 
miten esta solución, la aplican al caso en que el que debe 
eumplir la condición, llega á morir dejando muchos here. 
dero., no bastarla que uno psgase una parto de la suma 
para tener derecho á una parte de la herencia. (1; ¿Por 
qué es indivisible la condición, al tiempo de la obligr.ciólI, 
si rué pura y simple, puesto que tiene por objeto cosas di· 
visibles, una herencia y una suma de dinero? La razon es 
q u' In eondiciou suspende la existencia de la obligacion; 
yo no estoy ligado sino cuando la condicion es cumplida; 
Se npcesita, por tanto, que se cumpla tal como yo la he es· 
tipulado; r yo no estoy obligado más que bajo la condicion 
del pago de una suma de 10,000 francos; si esta suma no 
se me paga, la condición no se cumple, y por tanto, yo no 
estoy obligado. 

¿Estas deci~iones no son demasiado aL.olutas? La cues' 
tión de saber si la condición puede cumplir~e en parte, es 
una cuestión de intención, como todo lo que se refiere al 
cumplimiento de las condiciones. Naüa, pues. puede deci. 
dirse á "priori," ni para la indivisibilidad, ni para la equi­
valencia: estas son cuestiores de hecho. Solamente es cier­
to, que de ordinario la intención de Ia~ partes excluye la 

1 Pothier, De las Obligaciones, núm. 215. llemolombe, t. XXV, 
pAr. 320, n6.mB. 336 y 331. 
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equivalencia ó la divisibilidad. En este sentido la doctri­
na de Pothier es exacta, pero bajo el punto de vista de los 
principios, debe sostenerse la regla Cormulada por el arto 
1,175; el juez decidirá si la condición, asl como la obliga· 
ci6n, pueden dividirse. 

71. ¿Las condiciones pueden cumplirse útilmente des­
pués da la muerte de las partes contratantes? No hay duda 
alguna en cuanto á las condiciones casuales. Nosotros con· 
tratamos para nosotros y para nuestros herederoa; el con· 
trato condirional pass, pues, á nUlstros herederos, (art. 
1,179) es decir, que la condición puede cumplirse respecto 
de los herederos, lo mismo que entre las partes que han 
formado el contrato. Otra cOla es en los legados; est0811e' 
gan á caducar cuando el legatario muere antes del cum­
plimiento de la condicion: allegado no puede aprovechar 
sino aquel q,¡e el testador ha querido gratificar. 

¿Este principio se aplica á las condiciones potestativas? 
Debe distinguirse. Cuando 1&. condicion existe en un hecho 
personal al que debe cumplirlo, es cierto que falta por su 
muerte. Pero si el hecho puede der prestado por el heredero 
lo mismo que por su autor, no hay razón para que la con· 
dición no pueda cumplirse por él, se queda bajo el imperio 
del principio general establecido por el arto 1,179. Estas 
decisiones están siempre subordinadas á la regla funda­
mental del arto 1,175: cuando las partes han expresado RU 

intención debe seguirse. Si pues es eierlo que han querido 
que la condición fuese cumplida por la persona designada, 
y no por otra, la condición será personal, y per tanto, no 
podrá cumplirse por 108 herederos, aún cuando el hecho 
fuese de tal naturaleza, que pudies8 ser prestado por 
ellos. (1) 

72. ¿La condición puede ser cumplida por un tercero? 

1 Pothisr, D. la. Obligae;o,.eI, nfun. lOS. l'onllier, t. 111, " pá,L 
na 314., núms, 1190-693. 
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Pothier dá este ejemplo: "yo os compro una. herencia., bajo 
la condición de que vuestro vecino 88 desistirá de un de. 
recho de servidumbr~ '1ue pretendió." La condición será 
cum plida .i el sucesor del vecino dá ~u desistimiento. Esto 
Bin decir que si en la intencion de las partes, la condicion 
dabe ser cumplida por aquél á quien el contraLo le impo­
ne. un tercero no podrá prestar el hecho. se aplica lo que 
acabamos de decir de los herederos. (1) 

73. ¿En qué tiempo debe cumplirse la condición? Según 
el arto 1,166 debe distinguirse. "Cuando una obligacieSn es 
cumplida bajo la condición de que llegará un suceso en un 
tiempo fijo. esta condición falta cuando el tiempo espira 
sin que llegue el suceso." El tiempo en que según el con­
trato el suceso debe llegar, forma parte de la condición, 
y, por tanto, para que la condición sea cumplida de neceo 
sita que el suceso llegue en el plazo fijado. Si el plazo pa· 
Sil sin que el suceso llegue, 1 .. condición no puede realizar. 
se tal como se había previ.! o, y faltando el contrato no 
puede formarse. Cuando la obligación se contrae bajo la 
condición negativa de que no llegarla tal suceso en un 
tiempo fijo, esta condición se cum~le cuando el tiempo pa­
sa sin que el suceso llegue (art. 1,178). Aun cuando elsu, 
ceso llegase despuó.i de la espiracieSn del plazo fijado, esto 
no impediría que la condición se cumpliese, porque el tér· 
mino es un elemento esencial de la condición, y, por tanto, 
después de la espiracion del término, no puede cumplirse 
el hecho negativo. .Elart. 1,178 agrega que si antes del 
término SI' sabe q de el suceso no llegará, la condicion se 
cumple inmediatamente, sin que deba atenderse á que el 
término espire; siendo cumplida la condicion, es inútil de­
cir que no faltará. 

Los arts. 1,176 y 1,177 deciden que 1" condicioD falta eS 

1 Pothier, De la. Obligacionu; núm. 207. 



98 OBLIGA.CIO'NI8. 

dición que ha impedido el cumplimiento." Cuando las par­
tes estipulan una condición, el deudor tiene un derecho 
8uhordiDlldo á la llegada de un suceso, y este suceso puede 
llegar, y puede también no llegar. La suerte que el acree­
dor tiene. no debe quitársele por el deudor, porque as! su 
derecho dependerla del deudor; es decir, no lo tendria. 
As!, pues, cuando por su hecho el deudor pide el cnmpli, 
miento de la condición, lesiona el derecho del acreedvr, 
causándole un daño que está obligado á reparar. ¿En quó 
consisten estos daños y perjuicios? Deben consistir en la 
separación del daño que el acreedor sufre por la pérdida de 
la suerte que tuvo, debiéndose, por tautll, val'lar esta 8uer· 
te en el momento en que el velldedor e8 privarlo; esta apra· 
ciación es sumamente difícil, y el legislador mismo la. VII­

lúa diciendo que s<!rá igual al ÍtnptJrte de la. obligación; 
reputáudose cumplirla la obligación, el a~reedor podrá 
perseguir el cumplimiento. E~ta deci~ión es muy favora­
ble al acreedor, porque asemeja su derecho incierto á nn 
derecho cierto; y también muy severa para el deudor por­
que es una especie de pena; sin embargo, la ley no exige 
que el deudor tenga culpa, basta que por sU "hecho" ha­
ya impedido el cumplimiento de la condición. Nos pare· 
ce que esto es demasiado riguroso yque mejor hubiese si· 
do sostener 109 principios generales sobre 108 daño& y }Jer. 
juicios. (1) 

Pothier, de quien han tomado 108 autores del Códig., fil 

1 Oompárese LarOlobier., t. 11, p1g. 139, núm. 2 ,lel arto 1,178 
IEd· B., t. l, pág. 372). Oolmet <1e Sallterre, t. V, pflg. 156, núm. 97 
bi" 1°. Demolombe, t. XXV, Jlág. 332, núm. 349. Véanse las aplL 
caciones en una sentencia de Bruselas ,lel8 de Abril de 1853 (Pasi. 
cM8ia, 1854. 2, 83), Y en nna sentencia de casaoión ,lel 6 tle Agosto 
de 1866 (Dalloz, 1866, 1, 373). E.ta última deoisión ~s notable: la 
Corte casÓ, aun euamlo la sentencia atacad .. bizo constar que el 
deudor no impidió el cumplimiento (le la cOll~1ici6n por au ulDnla 
voluntad." Pero so probó por la misma sentencia que lo impidió 
pot BU l'heoho," y la ley no exije la "mala voluntad" dellleu<1or. 
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principio, parece exigir que el hecho del deudor consti. 
tuya cierta culpa. Supone que es indirectamente y "sin 
deseo" como impide el cumplimiento; en este caso, decide 
que no puede decirse que es por el derecho del deudor por 
lo que no se ha cumplido la condición. l'M ejemplo, un 
testador á quien yo heredé, os ha legado una casa si dentro 
del año 'jue sigue á su muerte, dais al acreedor de Pedro 
una suma. Siendo vuestro acreedor, yo embargo vuestros 
bienes y os pongo en situación de que no podais pagar la 
suma ni cumplir la condición, bajo la cual sois legatario. 
El embargo, dice l'nthier,!lo ha sido hecho con la inten­
ción de impediros cumplir la condi.,ión, yo no he tenido 
otro objeto que exigir por una viII legitima lo que me de­
béi •. (1) Esta última razón es la que, á Im,stra vista, jus. 
tifica la decisión de Pothier. Yo tuve el derecho de exigir 
mi pago, y quien hace lo que tiene derecho de hacer, no 
está obligado á reparar ~l daño que cause; y como la de· 
cisión del arto 1,178 es en el foudo la I eparación de un da· 
ño, no h"y lugar de apliearlo cuando el hecho del deudor 
que ha impedido el cumplimiento de la condición, es el 
ejercicio de eoe derecho. Se sigue de ahi que el art.1,178 
no es aplicable enaudo el deuilor se obliga por Bn parte, 
bajo una condición poteRtati va; é~te tiene el derecho de no 
cumplir el hecho que debe impedir la llegllda de la con­
dición, y, por tanto, no pue,le estar obligado á las canse' 
cuancias de sn hecho. (2) 

El arto 1,178 buscita tambi~ll una dificultad de prueba. 
Está probado que el dendor ha impedido el cumplimiento 
de la condición. ¿Se neceBita, además, que el acreedor 
pruebe que la condición se hubiera cumplido sin el obs. 
táculo que el deudor ha puesto? La negativa es cierta: no 

1 Pothier, De las Obligaciones, núm. 212. 
2 Colmet de Eauterre, t. V, pág. I67, núm. \l7 bis, n. DemololD_ 

be, t. XXV, pág. 332, núm. 250. 
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Falta deducir las consecuencias de eatos principios. Aquí 
las dificultades abundan. El legislador ha descuiliado 
reglamentar esta materia, y creemos que en el silencio 
de la ley, hay que atenerse estrictameute al principio 
de la retroactividad, tal Clomo acabamos de formu­
larlo; hay unos textos, cllegialador ha hablado, y desde en­
tonces el intérprete está ligado, y no le es permitido dero­
gar la ley. 

80. No hay dificultad alguna en lo que concierne á la 
trasmisión de la propieda¡l y los actos de disposición, que 
pueden hacer el deudor y el acreedor condicionales, mien­
tras la condición está en suspenso. 

Si la condición es sndpensiva, la obligación está suspen­
dida, dice el arto 1,168; y por tanto, si el contrato es trans­
lativo de propiedad, esta no será trasmitida, la cosa conti­
nuará siendo de la propiedad del deudor condicional, y 
por consiguiente, tiene derecho de hacer actos de disposi. 
ción como si no hubiese contrato. ¿Qué llegan á ser estos 
actos, cuando la condición se cumple? Esta tiene un efec­
to retroactivo al día del contrato, y por tanto, desde este 
dla el acreedor llega á ser propietario, y el deudor deja de 
serlo; la consecuencia es, que loa actos de disposición han 
sido hechos por quien no tuvo derecho de hacerlos, pue~­
to que no era propietario, y pcr tanto, las enagenaciones 
y las concesiones de derecho real, caen. (1~ 

Dijimos que el deudor condicional queda propietario 
mientras la condición edtá en suspenso. Pero el acreedor 
tiene también un derecho sobre la COSR, dArecho suspen­
dido por una condición, pero que llegará á ser puro y IiÍtU­

pie y existirá deade el dla del contrato si la condición 8e 
cumple. El acreedor, siendo propietario condicional, debe 

1 Aubry y Bau, t. IV, pág. 71. Larombillre, t. 1I, pág. 195, nú­
meros 6·8 del art.l,181 (Bd. B., t. J, po\g, 393). 
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tener el derecho de hacer los actos de propiedad, bajo la 
mi~rna condición; es decir, que 108 derec30s q 116 confiera, 
estarán afectados d, la condición que afecta su propio de­
recho. El 8rt. 1,125 lo dice. respecto de la hipoteca: el que 
tiepe sobre un inmueble un derecho sus{lendido por una 
condición, puede consentir una hipoteca sujeta á la miB­
ma condición. Lo que la ley dice de la hipoteca se aplica 
por igual razón á todos los derechos reales, tlspecialmente 
á la propiedad, el más considerable de todos. ¿Qué llegan 
á Ber e,tus actos de disposición? Serían válidos si la con, 
dición se cumpliese, puebto que la cúRdición tiene un efec· 
to retroactivo, y es que el acreedor condicional seria pro­
pietario desde el dí. en que el contrato fué hecho,1 es 
por tanto, quien tiene el derecho d'l disponer de la cosa, 
y los actos que hiciera serían plenamente válidos. 

Llegamos á un resultado que parece singular á aquellos 
que ignoran el derecho, y es que el acreedor y el deudor 
comliciousles tienen uno y otro el derecho de disponer de 
la co~a. Hay dos propietarios, uno y otro condicionales, 
elsuceao decidirá qniér. ha sido propietario después del con­
trato, y, por consiguien te, cuáles son los actos de disposi­
ción válidos y cuáles son los que caen. La retroactivida,l 
tiene, pues, efedo re"p~cto de terceros. Debe agregarse 
una restricción que rqsulta de nuestra nueva ley hipoteca­
ria. Los actos translativo8 de derechos reales inmuebles 
no existen respecto de terceros, sino desde el día eu que 
han sido inscriptos. Volveremos á tratar esta materia en 
el t{tulo "De las Hipotecas." (1) 

81. Los mismos principios S6 aplican á la condición re­
solutoria. El acreedor tiene un derecho puro y simple, 
pero sujeto á resolución, y por tanto, un derecho de pro­
piedad rescindible si se trata de un contrato translativo 

1 Larombiere, t. II, pág. 229, núm. 16 ,lel art. 1,183 (Etl. B., t<J. 
mo 1, pág. 406). Oolmet de Santerre, t. V, pág. 162, núm. 100 bis, 3! 
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de propiedad. Puede disponer de la cosa, pero los actos de 
disI>osición que haga, estarán sujetos á la misma rescisión 
que su dere(',ho de propiedad. El arto 2,125, lo dice de la 
hipoteca. y el mismo principio se aplica por igual razón, 
á la concesión de toda especie de derechos reales. Si pue~ 
la condición re~olutoria se cumple, la propiedad del acree· 
dor será resuelta, as! como lo~ derechos concedidos por 
él á terceros, porque estos derechos han sido concedidos 
por una persona que jamás ha sido propietaria, y teniendo 
por efecto el cumplimiento de la condición, revocar el con­
trato y venir á poner las cosas en su antiguo estado, es co· 
mo si jamás hubiera habido tran~misión de propiedad. 

¿El que ha vendido la cosa bajo condición resolutoria 
conserVa algún derecho sobre la cosa? Recobran la pro­
piedad, como si jamás hubiese dejado de ser propietario, 
si la condición resolutoria se cnmple; y por tanto, tiene nn 
derecho sobre la cosa, subordinado á la llegada de esta 
condición, es decir, conserva la propiedad bajo condición 
suspensiva, y por consiguiente, podrá disponer de la cosa 
bajo esta condición. Los actos de disposición que haga se­
rán plenamente válidos si la condición resolutoria He cu m· 
pIe por efecto de la retroactividad de la condición, el pro. 
pietario que enajenlÍ, jamas dejó de ser propietario, y por 
tanto, pudo válidamente hacer actos de disposición. 

As!, en caBO de condición resolutoria, encontramos de 
inicuo dos propietarios, uno bajo condición suspensiva y 
el otro bajo coudicién resolutoria, teniendo ca.da uno el 
derecho de hacer actos subordinados á la condición que 
afec'a su derecho. E~, puea, el suceso de la condici{m el 
que decidirá cuáles actos Bon válido •. 

8:.!. aDebe aplicarse á los actos de admioistración lo que 
acabamo8 de decir de los actos de disposición? Si S6 atien­
de al rigor de los principios, la afirmativa no es dudosa. 
El arto 1,178 establece el principio de la retroactividad en 
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términos generales y absolutos sin distinguir entre los ae­
t(IS de propiedad y los actos de administración; la ley no 
preveé las consecuencias que Be desprenden del principio. 
E,to es decisivo, ahi en donde la ley no :!i·tingue, no E8 

permitido al int<Írprete distinguir, y cuando la ley dI! un 
principio general, deben aceptarse tudas sus consecuen­
cias; ¡dmitir unas, y no admitir utras, es hacer excep­
ci"n á la ley. ¿Hay que preguntar si el intérprete tiene 
este dereehor Esto seria darle el poder de hacer la ley 
cuando su misión se limita á interpretarla y aplicarla. 

Nuestra idea es, pues, que si la coudicion suspensiva se 
cumple, los actos de administraci6n hachoE por el deudor 
condicional caen, lo mismo :¡ue 108 actos de disposición 
que hubiese hecho. Así, ti acreedor cllndiei"nal no estará 
obligado á respetar los nrrenrlamientoH que el deudor ha 
conselltido. La opinión contraria es generalmente seguida; 
Vamos tÍ examinar las raz,mes sobre que se funda. 

L. retroactividad, dicen, es una ficción que bien puede 
producir efectos jl1ríaico~, pero que no pOllría cambiar el 
hecho de la po.eói6J'. lIIielltra5 que la condición está en 
susperloD, el dioudor poseé, y COIIIO poseeJor hace actos de 
administración; ee,telS actos deben sostellerse plleóto que la 
posesión no ha cambiado. Respondemos que se trata de 
una cue3tión de derecho. Y desde luegl', ¿en dónde está 
el dicho de que la retroactiviclu,l sea una ficción? Qué! la 
condición Be retrotrae porque tal es 1" voluntad de las par' 
tes contratantes, se retrotrae porque tal eH la esencia del 
cOlli"".'o, que así lo exige, y >e dirá que lodo eato es UDa 
fi"ción! L, condición suspensiva 8[, retrotrae, y esto sig­
nifica que el acreedor ha cesado de ser propietario des­
pué, del contrll.to, y por tantl>, después de este momento, 
queda sin titulo y sin derecho alguno para h3cer eualquiera 
aeto ele adminietraci6n; el hecho de la dttención no le da 

P. de D. TOMO XVII. -14 
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derecho alguno, y en realidad, no es como detentador co­
mo obra, sino como propietario. Y bien, por efecto de la 
retroactividad de la condición, ha dejado de ser propieta< 
rio, y por tanto, no ha tenido el poder de hacer actos de 
administración, de donde se sigue que esos actos no son 
válidos. 

Sostener los actos de ndminiptración aun cuando los ac· 
tos de propiedad cambien, es hacer una excepción al prin­
cipio de la retroactividad. ¿En dónde está escrita esta ex. 
cepciónP 3e responde que la "posesión," siendo sostenida, 
dehen considerarse como sostenidas la8 consecuencias na­
turales y racionales que se derivan y que desde entonees 
la ley, conforme á la intención "verdadera" de las partes, 
debe "presumine" que haya "excepciones" ti la retroaeti. 
vidad que previene. Negamos deóde lue~o que el deudor 
condicional haya tenido la posesión al cumplirse la condi. 
ción, y que lleguen ti desaparecer sus derechos; tendrá la 
posesión por el acreedor condicional, y, por tallto, el he­
cho que se invoca, no es, pues, más que una simple deten­
tación; ¿y ésta da el derecho de hacer actos de adminia­
traciónP Se invoca la intención "verdadera" de las partes 
y esto es olvidar que la retroactividad se fuuda también 
en la intención de las partes contratantes, puss estipulan­
do una condición, ellas estipulan la retroactividad; ésta, 
con todos sus efectos, está, pues, escrita de mano de las 
partes en el contrato. ¿Cómo se hace valer una condición 
"probable," contra una condición "cierta?" Es tanto CG­

mo decir que,las partes escriben en 8U contrato la regla 
de la retroactividad y luego la derúgan. Esta derogación 
.ólo seria admitida si las partes la expresasen formalmente, 
pues no hay excepción tácito¡. Es un verdadero absurdo 
jurídico hablar de una "excepción presumida" que el le­
gislador hubiera admitido según la volllntad "probable" 
de las partes. 
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Se pretende que el legislador ha hablado; el art.l,673, 
eonsagra la distinción que hacen los autores entre los ac­
tos de di.posición y los actos de administración; la ley hi· 
zo desaparecer unos y sostuvo los otros; lo que dice del 
pacto de retroventa, debe extenderse por identidad de ra­
z6n á todas las condiciones. La fuerza de las cosas lo exi· 
je así, se necesita que alguno tenga el poder de adminis­
trar; ¿y quién ha de tener este pod3r sino el poseedor? (1) 
N uestra respuesta ba}, el punto dp. vista de los principios, 
es fácil y decisiva. Que el arto 1,178 comprenda en sU sen­
tido general los actos de administración, a,1 como 108 ac. 
tos de disposición, esto nos parece incontestable; el artlcu. 
lo 1,673 deroga, pues, la regla general; si no fuese una 
excepción, sería inútil, pues siendo la regla que lo. actos 
de administración permanezcan válidos, por qué la ley ha­
brfa de disponer un caso particular? La disposición, por 
tanto, solo se concibe como una excepción, y con este ca· 
racter 6S de la má~ estricta interpretación. Inútilmente se 
dice que la excepción 6S UDa necesidad que debe admitir· 
se bajo ppna de hacer imposible la administración. Sin du­
da el legislador hubiera debido arreglar esta materia, pe­
ro que se haya descuidado hacerlo, debe concluirsequeelin. 
térprete puede cubrir el vado haciendo la ley? Es cierto, 
des:més de todo, que es necesario admitir la excepción, si 
se quiere hacer posible la administración? Hay, en el ca. 
so, dos propietarios, (núm. 80) al mismo tiempo que es 
natural que obren de común acuerdo cuando deba hacer­
~e un acto de administración. Los principios )0 eltigen y 
la equidad está conforme con el rigor del derecho. Yo 
vendo hoy un inmueble, bajo condición suspensiva; ma­
ñana lo doy en arrendamiento por veintisiete años;)a con­
dición se cumple; ¿el comprador estará obligado á respe· 

1 Demolombo, t. XXV, pág. 380, núm. 398 Aubry y Rao, f.. IV, 
pág. 72, oota 47 del pfo. 302. 
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tar un arrendami~nt¡) que le privará duranle toda su vhh 
!lel uw de la co." que ha querido tener comprando el in. 
mueble.P P,·egllntaremo •• i e!te resultado está de acuerdo 
con la voluntad probable de la' partes contratantes. ¿Se 
dirá que en C~g,) de dolo, el comprador po<\rá ¡Iemandar 
la nulidad de la venta? Aun esto e~ dudoso; si el vende­
rlor tiene el derecho de arrendar, ¿podrá decirse qJC obró 
con dolo al hacer lo que tuvo dericho é interés de hacer? 
Por otra parte, puede ser <le huena fe, y en este caso, el 
comprador tendrá que sufrir un arrendamiento que le cau· 
sará grl\nde perjuicio. 

83. Aplicamo. lo. mismog principios al caso en que el 
contrato se ha hecho baJ> condición resolutoria. El com­
prador es propietario, y ¡,omo tal, hace aetos de adminis. 
1 ración. ¿Si la condici6n le cumple, permanecerán estos ac­
tos válidos, y el Tendedor estará obligado á reepetar los? 
Nó, porqu" por el efecto ,le h retro~ctivi,lad jamás ha si. 
d" propietario el comprador; las cosa. vuelven ,\ su anti. 
guo esta<lo, y que<lau como si no hubie~e habido ve:,t.1. 
AsI, pues, no es el compr:ldor qllien ha tenido el derecho 
de consentir los actos, es el vendedor. ¿Y cómo el vende_ 
dor, que >010 ha tenielo el cterecho de admitir, ha de estar 
ligado por actos del comprador, aUn cUbndo éste no tuvo 
el derecho de admilli.tl'ar? 

La opinión contraria es generalmente Neguida. Se dice 
que el vendedor. ancque 'Ie"pué. del cumplimiento de la 
obligaci6n, consi.mta en no haber dejado de ser propieta. 
rio; tampoco ha dejad,) volnntari.1l1ente la posesion y el 
giro de su casa entre las manos elel comprador; de donde 
se sigue que este es un manclatario a lltorizado para hacer 
los actos de administr"ción, espp.cialrnente los arrenda. 
mientos, sin los cuales, los inmuebles desocupados ó sin 
cultivo, sufrirían grandes deterioros. (1) Toita argumen·· 

1 Colmct de Banterre, t. V, pág. 168, ulím. 102 b;8, UI. 
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tación tiene algo ne falso. No es exacto decir que el ven· 
rleilor ueja al comprador la posesioll y la ¡'3,tion de los 
bi?ne. vendidos; naua tiene que ,lej,,,le, puest.; que el como 
prador llega á Ber propietario y tiene el uerecho no sola­
mente de administrar la cosa, sino también de enagenarla. 
¿Se concibe que el que abdica la pro[liedad, dé tnandato da 
arlministrar á aquél que llega ,í ser propietario? Sin duda, 
,.i la condicion resolutoria se cumple, el comprador será 
reputado como si jamás hubiera siuo propietario; dse 
,lirá que en vista de esta eventualidad es por lo que el ven. 
dedor le da mandato? Esto es dedr que el vendeuor con· 
,iente en qu~ el c'lmprador haga los actos necesarios. oNo 
es más fácil hacer la intcn-ención en el arrendamiento que 
el "omprador quiere hacer, á fin de que rtalmenle con­
sienta, en lugar de imaginar un mandato en el '1 uc ni ha 
pellsado? Se invoca el arto 1,173, del cual se pr~tellde ha· 
cer una regla g~neral. Hemos respondido á la objeción (nú' 
mero 82); la regla está en el art. 1,178. y el arto 1,183 la 
r,' jlce,1 ujo en 108 términos más enérgicos, diciendo que la 
cOlld i c:ón resolutoria pone las cosas en el mismo estado, 
cuméJ ,i la venta no hubiese existido. A,í, pues, el arren­
damiento consentido por el comprarlor, debería desapareo 
cer, y si el arto 1,673 lo ,~ostien", es por excepción, ¿y pne> 
<le transformarse una excepción en regla general? 

La juri~prndencia está conforme C0n la doctrina; las 
sentencias nu discuten la cuestión, diría.c que se trata de 
un axioma. Es de principio, dice la Corte de Lieja, que 
el cumplimiento de la condici(1ll resolutoria solo anula los 
actos de propiedad y no toca á lo~ acto~ de administra­
ción hechos sin frauue. ~l) ¿En dónde est:\ e,~rito este 
principio? Esto es afirmar, no probar. 

1 Véanso la. sentenoias oitarlas por Aubry y I~au, t. IV, p~g. 31, 
nota 75, pro. 302. Debe agregarse Lieja, 20 do Dioiembre ,lo 1851 
(Pa.icr!sia, 1854, 2, 364). 
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84. ¿Qué debe decidirse de los frutos percibidos por el 
deudor condicional, mientras e.tá en suspenso la coudi­
ción suspensiva, si ésta llega á cumplirse? ¿Debe restituir· 
los alllcreedor? Esta cuestión 8S muy controvertida. En 
nuestra opinión sobre la retroactividad, la solución no es 
dndo.a. El arto 547 e:x:pone el principio de que los frutos 
perteneceu al propietario por derecho de accesión. La ley 
admite e:x:cepcionss á este principio, desde luego, en favor 
del poseedor de buena fe lart. 550), después en favor del 
heredero embargado, en concur~o con los legatarios (ar­
ticulo 1,005). Estas excepciones confirman la regla. Debe, 
puea, a.lmitirse como principio incontestable, que en todos 
los casos en q ae la ley atribuye los frutos al propietario, 
pertenecen á éste. Esto decide nuestra cuestión. Cuando 
la condición se realiza, el veuded0f condicional deja de 
ser propietario desde el momento de la venta, y siendo 
propietario el comprador, desde este instante por efecto 
de la retroactividad de la condición,los frutos le pertene­
cen; no hay excepción que quite 108 frutos al comprador 
que es propietario, para darlos al vendedor que no lo es; 
por tanto, hay lugar de aplicar el arto 547. Los frutos pero 
\enecen al propietario, es decir, al comprador. (1) 

Examinaremos los argumentos que se hacen valer en 
favor de la operación contraria. Se han dado algunas ma­
las razones que han concluido por ser abandonadas; las 
señalamos, ¡;orque tienden á errores bastante grandes. El 
vendedor, dicen. posee como propietano, y, por tanto, co­
mo poseedor de buena fe; su propiedad desaparece por la 
llegada de la condici:ín, pero la posesión, que es de hecho, 
no podrla deeaparecer; percibe, pues, los frutos, como po. 
seedor de buena fp-, en virtud del arto 550. (2) Hemos res-

1 Aubry y Ran, t. IV, pág. 75, nota 62. Larombier., t. Il, pági· 
na 200, nlim. 14 del arto 1,181 (Ed. B.,t. J. pág. 395). 

:.1 TouIlier, t. IlI, 2, pAgo 3311, nóms. MI ¡ M5. Troplong, De /(1 
Vellra, t, V, nlim.OO. 
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pondido Ilnticipadamente á este argumento, explicund(1 el 
arto 550. Otros invocan la tercera parte del arto 1,182: el 
vendedor, <licen ésto'. ,oporta los d3teriores ocasionados 
por los caso'! f,'rLuit"." y, por tanto, debe también tener lo" 
producto~ de la cosa. (1i Razón doblemente mala; el ar­
lícul,; 1,182, como lo diremos más adelante, deroga preci­
samente la regla que exige que las ventajas sigan las pér­
didas; por otra parte, esta disposieión enteramente am\ma­
la, no puede extenderse. 

Hemos llegado al único argumento que tiene algún va­
lor. No se necesita, dicen, exajerar las consecuencias de la 
retroacti vidad: esto es una ficción, y una ficción no puede 
producir todos los efectos de la realidad. Examinemos la 
argumentación desde su punto de partida, que es falsa; la 
retroactividad no es una ficción, es uua ley d~l contrato 
que el OóJigo cousagra como un principio; el der~cho, por 
mejor decir, el deber del intérprete, es aplicarla en todas 
sus consecuencias. Y hay una de estas consecuencias que 
está escrita eu la ley: el comprador es propietario en vir­
tud de la retroactividad (art. 1,179), y, por tanto, los fru­
tos le pertenecen (art. 547). 

Se objeta que si se trata de una cosa que no produce 
frutos, el vended"f, bajo condición suspensiva, <lontinú" 
usando el goce de la cosa sin deber gozarlo. Si la cosa 
debida es una suma de dinero, no debe los intereses, por­
que éstos no corren sino en virtud de u¡)a demanda, cuan­
do no han sido estipulados. ¿Por qué ha de deber los fru. 
tos? ¿En dónde está la razón de la diferencia entre el deu­
dor de una suma de dinero y el deudor de un inmuehle? 
Nuestra respuesta se encuentra en el arto 547 que es for­
mal. Resultarían sin duda inconsecuencias, puesto que el 
deudor gozaría y no gozaría de la cosa, según que tuviera 

1 Dnranton, t. XI, pág. 94, núm. 82. 
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frutol ó no 108 tuviera. El intérprete no es responsable de 
estas inconsecuencias, y á él no le toca corregirlas. í1) 

M. Demolombe agrega argumentos que no hacen más 
que desvanecer la causa que defiende. (2) Es nn hecho in­
destructible, dice, que el deudor tiene la posesión y el goce, 
mientras la condición está en suspenso; deben considerarse 
también como indestrnctibles las consecuencias que é~te 
hecho produce; tal es la prescripción de frutos. Hay en 
esta argumentación una extraña confusión del hedlO y del 
derecho. El deudor percibe los frutos: hé ahí el hecho que 
niugún poder humano puede destruir; nadie sueña en ne· 
gario, ¿á quién perteneeen estos frutos? Hé ah! una cues­
tión de derecho, puesto que la ley la responde en el ar­
dculo 541, atribuyéndolos al propietario, y si hay lugar, 
al poseedor, debe, pues, dejarse ah! el hecho y decidir la 
cuestión en derecho según" los textos. M. Demolombe in­
voc, los arts. 856, 928, 958, 962, l,65il Y 1,682. Hemos 
dado la razón de la derogación al principio del arto 547, 
que el Código consagra en materia de donaciones, remi­
tiéndonos á las disposiciones que conciernen á la venta. La 
cuestión es de saber si estos artículos establecen un prin­
cipio, ó si derogan un priacipio; el arto 547 contiene la 
respnesta á la cuestión. Las tlispo.iciones que se invocan 
son excepciones al arto 547, y por tanto, de estricta inter­
pretución; esto es tler,isivo. 

85. La condición resolutoria cuando eó cumplida, pone 
las cosas en su antiguo esta,lo como si el contrato 110 hu­
biese existido. Y ,; el contrato no hubiese existido, IOd 

frutos hnbieran pertenecido al vendedor q 'le; ha euajena­
do la cosa bajo condición resolutoria. As!, pues, según el 
texto del arto 1,183, el comprador debe restituir los frutos 

1 Golmot tIe Santerro, t. VI, pág. 158, núm. 98 b .. , 2" 
2 Domolombe, t. XXV, pág. 382, núm. 4.00. En el mislllo sellti,lo, 

Valetle (Mourlón, Repeticione3, t. n, pág. 540). 
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que ha percibido. (1) ¿Qué se dice en la opinión contraria? 
Se objeta el hecho de la percepci,;n, hecho que la retrasc. 
tividad de la condición no destruye. Hemos r,,"pondrdo ya 
á la obje~ión tratando d" la condición suspenijiva \núme­
ro 84:. ¡Oosa singular! Los e,litores de Zacharim que rE­
(:hazan la autoridad del hecho en la eondición suspensiva, 
la 3dmiten en la condicióa resolutoria. La contradicción 
en que incurren nos parece evidente. El vendedor bajo 
condición suspensiva, dicen, no puede invocar él contrato 
que intervino entre él y el comprador para autorizarle á 
percibir loe fruto", porque el contrato se despoja de todos 
su~ derechos de propiedad para el caso en que la condi­
ción llegue á cumplirse, y, por tan lo, carece de titulo pa­
ra percibir los fruto,~ clumdo la condición se realice; ¿no 
sucede lo mismo con el comprador bajo cOlldieión re.olu­
toria? Nó, dicen MM. Aubry y Rau; éste percibe Jos fru­
tos en virtud del t[tulo que le ha concedido el vended"r 
y la resolución del lftulo deja subsistir los hechos regu> 
hrmp.nte cumplidos en el tiempo intermediario, cuando 
Hon compatibles cun la retroac:tividad "restringida" que el 
arto 1,183 da al ~umplimiento de la cOlH1icii,r. resolutoria. 
Esta distinción es contraria al texto y á los principios. ¿En 
qué está más "restringida" la condicÍón resolutoria que la 
cOúdición suspensiva? El arto 1,178 no di,tingue e"tre 136 

dos c'lD,licioues, y el arto 1,183 es tau ab,olnto como es pu' 
sible. "La condicióu resolutoria vuelve las cosas al mismo 
estado, como si la obligación no hubiese existidc." GOómo 
pUeGé "lSteners~ en presencia d" un texto tan formal, que 
el com pradol bajo condición resolutoria percibe los fru­
tos en virtud de u'\ título que puede "poner al vendedor, 

1 JJaromhicrfl, t. 11. pág. 260, núm. 45 del arto 1,183 (EI1. B., t. 1, 
pág. 417),.1 la. nntori<lades citadas por Allhry y Ran, t. IV, pí¡g. 81. 
nota 76 ¡Iel pro. 302. 
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aun después de la resolución de este titulo, aunque el tI­
tulo rescindido es como si no hubiese existido? M. Massé 
y M. Vergé niegan que la retroactividad destruya el de 
reho del comprador. Esto es negar el arto 1,183 y excluir· 
lo del Código. (l) ¡Quél La ley dijo que el cumplimicnto 
de la co¡:dición resolutorb anula el tftulo como si jamás 
hubiese existido, y se pretende que e~te titulo ha dado uu 
derecho al comprador. ¿Un derecho puede salir do la 
nada? 

Se citan también los artlculos 856,928, 957 Y 960, que 
se dice, han consagrado el ptincipio establecido por el de­
recho romano, y que suministran, lo~ unos un argumento 
de analoglll, y los otros un argumento "á fortiori," para 
las hipótesis que no están previstas. Como se vé, es la au· 
toridad del derecho romano la que ha arrastrado á 108 

editores de Zachari81. Si los autoras del Código hubieran 
creldo hacer una excepción general al principio de la re­
troactividad en lo que concierne á los efectos de la condi_ 
ción resolutoria, hubieran mencionado esta excepcion en 
el arto 1,183, en lugar de formular 108 efectos de la reaci­
ción de la manera más absoluta. Siendo los art.ículo~ que 
se invocan, disposiciones excepcionales, no pueden, ni por 
analogla, ni por argumentación .IA f¡rtiori," extenderse. No 
hay más que una derogación admisible, y e8 111 que resul­
ta de la voluntad de las partes contratan! es; pero ~omo 
se trata de derogar Ulla regla general, esta voluntad debe 
ser expresa. 

86. Hay una opinión extendida que admite una excep­
ción á la retroactividad para la condición potestativa cuan­
do se estipula en provecho del deudor. He aqul 91 ejem­
plo que dá Toullier, grande partidario de esta doctrina. 
ElLo de Enero de 1873 vendo mi (lasa á Juan bajo es· 

1 M_é Y Vergé sobre Zaoharilll. t. IIl, pág. 381, nota 4. MallSÓ' 
Derecho Comercial, t.UI, pág. 842,nlím. 1,801. 
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ta condición: si voy á habitar un año á París. Ell. o d6 
Marzo siguiente, vendo ó hipoteco mi caMa á Pablo. Des­
pués el 1. o de Jnlio voy á habita,' á Paris, es decir, cum. 
plo la c:ondicion bajo la cual vendí á Juan la ca8a. ¿La 
condición prod uci rú efecto r¡,troactivo? En este C8S0 la 
primera venta existirá desde el 1. o de Enero y por cou­
siguiente la segrmua caerá, pnesto qne por el efecto de la 
retroactividad, yo no Hay propietario desde el momento 
eu que la hice. A nnestra vista, la retroactividad no es 
punto dudoso; está escrita en .. 1 texto general absoluto 
del articulo 1179. E,te articulo dice que la "condición" 
cumplida tiene un efecto retroadivo, yel artículo 1170 
coloca la condición potestativa cutre las condiciones cu­
ya obligación -puede Ber afe"tada. y por tanto, diciendo 
q ne la coudición cumplida tiene efecto retroactivo, el aro 
tículo 1179 dice virtualmente que la condicióu potestati­
va tiene un efecto retroactivo. Decir lo contrario cuando 
la ley dispone que la condición en genernl tenga efecto 
retroactivo, e~ hacer una excepc:ón á la ley, y para esto 
seria necesaria Ulla diBposición expreda; y eu el Código no 
hay ni excepción formal ni ialplícita, ni aun una disposi­
ción de donde pudiese ~acar8e un argumento por analogía. 
Así, pues, deben aplicarse los principios que rigen la in­
terpretación de las leyes; ahí donde la ley no distingue, 
no es permitido al intérprete distinguir, y aun menos ha­
cer una excepción á un" regla general consagrada por el 
Código, porque esto aería hacer la ley. 

Se invoca la tradición, el derecho romano y sus intér. 
pretes más autorizados, Cujas, Voet, se invocan nuestros 
antiguos jurisconsultos; estos testimonios prueban contra 
los que 108 alegan. El antiguo derecho está abrogado y 
no puede servir mas qUG para explicar la nueva legisla. 
ción, pero no para derogarla. Puesto que se supone que 
los autores del Código civil couocian la doctrina tradi-
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<lÍon,.!!, por haberla tenido 6. la vista para E'8cribir el ar­
tíeulü 1,179, hubieran debido recordar la excepción, 111 
",i"lno tiempo quP, consagraban la regle, y de la fxeep¡;Ítiu 
,,¡ una palabra dicen al formular la regla en lo, término3 
más a bsolut0,. L1 tradici<\ll, en este estado ,te cosas, sob 
pue,le inducir á uu prror. Aunque estuviera fundada en 
los verdaderos principio., habia que rechazarla, porque 
los autore" del O,ldigo implícitamente la han rechazado. 
Hny más, las razones que dan los antiguos intérpretes son 
tales, que es imposible sostener su opinión sirl ponerse en 
op",ición con el texto <Id Oódigo. Bomage, uno de los 
autores que se citan, dice que la condicion "si yo voy tí 
Parí .. ' equiva le ú "si yo q Iliero;" de donde concluye que 
la obligaCÍcón contral,la hajo uoa condición semejante, es 
nula, lo q ue permit.~ al vendedor que ha contratado bajo es' 
ta condición, vender la cosa á un segundo comprador, por 
no haber ndq uirído el primero derechn alguno en virtud 
dH un contrato que ,Iepende de la voluntad del vendedor. 
'l'roplong reproduce esta argumentación, sin advertir que 
e~ una confusión evidente de la con.1ición puramente po­
teBtati"a del arto 1,174, y d~ 11\ condicion pote.tativa del 
arto 1,170 Sin duda, si la primera venta se hace b .jo la 
condición "si yo quiero," será nula, según el arto 1,174, y 
no podía S9r cuestión d~ retroactividad una condición li. 
gada tÍ un contrato que la ley declara nulo. Pero la 
veuta hecha bajo la condición "oi yo voy á Parls," es muy 
válida, paeA el nrt. 1,170 no dej~ duda alguna sobre este 
punto, y, por tanr.", la conJioifÍn deb, tener efecto retrase· 
ti"o en virtud <id prillcifJio ¡:eneral del arto 1,179. 

Se 0POllf) el interés ,le 109 tercero" y el interé. del se­
gando comprador. ¿El ve!\dedor puede quitarle eBe dere· 
cho cumpliendo, ,le'pué, de la ventil, una condición que 
solo depende de Stl voluntad? La respuesta á la objeción 
es muy fácil y deci.iva. ADtes de invocar el derecho del 
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Negundo eomprador, hay que ver Ai tic¡](~ nlgún derecho, 
y en el momento en que ha contrata.'.b con el .. en<1e<lor, 
Lllbo ya Una primera venta, condicional e, cierto, pero 
,!U', Pllo·le llegar á Ber pura y himple par el cumplim;,nto 
de la obligación. Se sigue de ahi, que el segundo compra· 
dor contrata también bajo condicióo; es decir, que no pne· 
de comprar válidamente, si 1" primera venta no se cumple, 
¡-S comO) si dijera: "Yo compro ,i UD vai, á Parls." Todo 
lo ¡¡ne él legislador debe hacer para asegurar 108 intereses 
,le los terceros, es prescribir la publicidad de las transac· 
ciones sobre illmuebles; esto es lo q Ud se j,,, hecho en Bél· 
gica y en Fln~ci!!.. Hay aun un Reguudo error IOn la obje. 
ción que combatimos, y es que se supone que el vendedor 
tie~le el poder de anular, por bU sola voluntad, los dere­
chos del segundfJ comprador. Esto sería cierto .i la con­
c1ición fuese puramente potestativa, perú no es cierto Cllau· 
do b condición es potestativa er. el sentido del articulo 
1,170. (1) 

! V.-DE LA CONDICION SUSPENSIVA. 

Núm. 1. Efecto de la condici6n cuando está en &!lspen8o. 

87. ¿Cuál es el efecto de la condición 8u.~pensiva mien· 
tras está en sus penso? Es bastante dificil formular el prin· 
cipio de una manera precisa. El art.l,168 dice que la con­
dición suspende la obligación hasta que el Buce80 llegue; 
el arto 1,185 dice lo mismo, que la condición sUipende la 
obligación. Es la obligación mi,ma h qua está suspendi­
da, y, por tanto, aun no 9xiste, pues el) ef~cto, e~ incierto 
que ll~gue á existir, y no existirá si la condición no se 

1 De¡DoJomue, t. XXV, pág. 36t, 0(,00. 387. LalOmlliere, t. n, 
pág. 171, núm. JO del art. 1.179 (Ell, B., t. J, pág. 374). En sentido 
oontrario, Aubry y Ran, t. IV, pág. 78, oota 66 y los autores que 
citan. 
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realiza; debe, pues, decirse que es la existencia de la obli· 
gación la que está suspendida, y resulta lógicamente que 
no hay todavía acreedor ni deudor. ¿Cómo habla de haber 
acreedor cuando no hay crédito, y deudor cuando no exis­
te deuda' Tal parece ser la doctrina de Pothier, q'le no ha­
ce más que reproducir una ley romana, diciendo qua na­
da BIl debe haBta que la condición se cumple. y hay sola­
meRte una 'lsperanza de que llegara á deberse. Asl, Pothier 
dice que el acreedor condicional ningún "derecho" tiene 
antes del cumplimiento de la condición. (1) 

Esto es demasir.do absoluto; el Código no reprodujo el 
lenguaje riguroso de Pothier. El arto 1,179 da el nombre 
de "derechos" á lo que Pothier y los jurisconsul tos roma­
nos calificaran de "esperanza." Es cierto que el acreedor 
tiene más que una esperanZ'a, tiene un derecho eventual; 
este derecho está en su dominio, lo transmite ti hU@ here­
deros (art. 1,179), y puede cederlo: la ley lo autoriza á ha· 
cer todos los act08 de conservación. Esto prueba que es ex­
presarle de una manera muy absoluta, decir que la exis" 
tencia de la obligaci6n está suspendida; la obligación exis­
te, puesto que produce ur. derecho eventual. 

No es exacto decir solo, como lo hace el art.l,18I, que 
la obligaci6n condicional no puede ser "cumplida" sino 
después del cumplimiento de la obligación. Es el término 
el que suspende el cumplimiento de la obligación (articulo 
1,185); la condición suspende solamente el cumplimiento, 
.iu que pueda decirse que suspende la existencia de la 
obligación. Esta existe, aunque no de una manera cierta, 
y existirá a.í cuando la condición se cumpla. 

Elte dpb¡¡te 110 es una discusión de palabras. Si fuese 
cierto que 8010 nace la simple esperanza de una obligación 
condicional, esta esperauzll. podría quitársela al acre'ldor 

1 Pothler, ~ la, ObligacfollU, n6me. 218 y 222. 
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una nueva ley, sin que hubiese retroaotividad, pues no 
podrla decirse que la ley le quitaba un derecho, ~i no tel 
nla egte derecho. De'" <tecirse, por ~I contrario, con el Có­
cligo, que el Bcreedu," tiene un derecho eventual; es cier­
to, pero no obstante adquirido, lo que le permite invocar 
el principio de la no retroactividad de la ley. (1) 

1. De rec.ho! del acreedor condicional. 

88. Siendo el efeclo de la condición "uspender la obli­
gación, debe decirse que nada se debe mientras la condi­
ción no se cumpla. De donde se sigue que el acreedor no 
tiene acción contra el deudor, y en este sentido puede de­
cirse que no hay acreedor ni deudor. El art. 2,257 con­
tiene una consecuencia de este principio, y e8 que la pres­
cripción Q() corre respecto de un crédito que depende de 
una condición, sillo hasta que la condición se cumpla: la 
prescripción no puede extenderse á una acción que no exis­
te. El motivo sobre que se fllnda la disposición del arUello 
lo 2,257 prueba que es extraña á las relaciones del acree­
dor con los terceros; si un tercero paseé la cosa que es ob­
jeto del derecho condicional, la prescripción corre contra 
el acreedor, y no puede ya decirse que carece del derecho 
de obrar. No se trata de una acción cOBtra el deudor, sino 
de saber si el acreeJor condicioual puede interrumpir la 
prescripciGn, y la afirmativa está escrita en el texto de la 
ley, como lo hemos dicho al tratar de los actos de con­
servación. (2 i 

89. El arto 1,180 dice: "El acreedor puede antes que la 
condición se cumpla, ejercer todos 108 actos de conaerva-

1 Oompárese Durantóu, t. XI, pág. 84, nÚIlI. 72. Oolmot de S~,,­
terre, t. V, pág. 157, núms. 98 y 100 biS, II Anbry y Ran, t. IV. 
pág. 70 Y nota 40. Demolombe. t. XXV, pág. 339, ntlms. 356 y 357, 

2 Aubry y Rau, t. IV, pAgo 71. llarantóD, t. XI, pá¡¡. 8?, núme­
ro 71. Toulller, t. IU, 2, pág. 334, núm. 528. 
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ción de 8U derecho." Pothier reconoce al acreedor el mis. 
mo derecho, aunque 8010 le concede una "esperanza." El 
lenguaje del Código es más exacto: un derecho con ven 
cional, aunque eventual, no puede quitarse al acreedor, 
en tanto que la esperanza propiamente dicha, se puede 
quitársele; tal es la esperanza del heredero presunto, "ea 
en virtud de una ley, sea en virtud de un testamento. Así, 
el heredero presunto no tiene el derecho de hacer actos 
de conaervación, en tanto que la ley dá al acreedor con­
didonal este derechO • 
. ¿Qué Be entiende por actos de conservación? La expre. 
eión hace conocer la naturaleza de los actos qne el acree· 
dor tiene el derecho de hacer; éstos Bon los que tienden 
únicamente á conservar BU derecho, sin que resulte cum­
plimiento alguno contra el deudor. Slguese de esto que 
la expresión ti~ne un sentido más limitado 'lue cuando se 
trata de un acreedor puro y simple: éste tiene acción con. 
tra el deudor; puede, pues, hacer aún los actos de consel" 
vación que suponen un cumplimiento. 

Hay actos cuya naturu.leza no es dudosa. El acreedor 
condicional puede estipular una hipoteca para la garantla 
de BU8 derechos; la hipoteca debe inscribirse y la inscrip. 
ción es un acto de conservación; la ley la llama as! cnan· 
do se trata de privilegios, y las hipotecas, lo mismo que 
los privilegios, se con~ervan por la inscripción. Podría ob­
jetarse que la inscripción perjudica al deudor, porque dis. 
minuye su crédito; ¿y puede admitirse qne el acreed<'r 
atente al crédi,o del deudor, cuando es incierto que haya 
un crédito? Respondemos que la inscripción hace conocer 
la existencia de 1110 condición que afecta la obligación, y, 
por tanto, los terceros que contratan con el deudor, saben 
que 8US bienes no están gravados sino de UDa hipoteca COD' 

dicional, y si estipulan nna hipoteca sobre éstos mismos 
bienes, serán privados por el acreedor condicional en el 
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caso en que la condición se cumpla; si ésta no se realiza, 
no hay obligación, y por consiguiente, tampoco puede ha­
ber inscripción; el deudor podrá demandar la cancela­
ción. (1) 

¿El acreedor condicional puede demandar que la escri­
tura tenga su efecto? Hubo alguna deuda bajo el imperio 
del Código civil, porque todo fallo supone hipoteca judi­
cial; la ley de 3 de Septiembrp de 1,807, no permitla ha­
cer la inscripción, sino después de la llegada de la condi­
ción. LiJ hipoteca judicial no existe ya en nuestro dere­
cho belga. Sólo resta el cumplimiento de la escritura que 
es considerada como una medida de conservación, en el 
sentido de que asegura al acreedor el .Jerecho de obrar 
contra el deudor desde que la condición se cumple. (2) 
Sin embargo, nos queda algnna duda. La obligación con. 
dicional no dá acción contra el deudor, yel cumplimiento 
de la escritura es una acción. El acreedor pnede intentar. 
la después del cumplimiento de la condición, sin que SUB 

derecho. se comprometan; el cumplimiento de la escritu­
ra, no conserva pues, los derechos del acreedor y causa 
al deudor los perjuicios de nn juicio, cuando eR incierto 
que haya una deuda. 

El acreedor 1<0 puede hacer acto alguno de cumplimien. 
to, ni aun la oposición. En efecto, la oposición quita al 
deudor la facultad de di.poner de 8U crMito y de percibir 
el importe: si este es un acto de conservación para el acree­
dor que embarga, respecto del deudor es más que 'In acto 
de c·oo 'ervacióo, puesto que le perjudica eu cie rto modo, 
por no disponer de una parte de su patrimonio, lo que so' 
lo puede hacerse en virtud de un crédito cierto. Otra es 

J Aubry y Eau, t. IV, pág. 74 Y nota 53. 
2 Colmet de Santerro, t. V, pág. 160, núm. 99 bis, l. 

• P. de D. TOllO xvI!. -16 
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la cuestión de saber si el acreedor condicional puede pre­
sentarse en el orden abierto para la eli.tribuci6n del dine· 
ro proveniente de una venta forzada, perseguida por otro 
acreedor. La afirmativa es cierta, pues se trata, en este ca­
so, de conservar los derechos del acreedor condicional, 
porque si no se presentase, arriesg<1rla la pérdida de su 
crédito, y el dinero que le correNpondiese, como S6 supo­
ne, cumplida la condición, sería atribuido sin derecho á 
otro acreedor. ¿La presentación le da también el derecho 
de percibir el dinero? No, porque sn crédito está siempre 
Ruspenso, y el acreedor condicional no puede demandar 
ni obtener el pago de lo que no se le nebe, sino después 
del cumplimiento de 1 .. condición. iQuó deberá hacerse 
con el dinero? El Tribunal puede ordenar el depósito en 
un estableeimiento de crédito y puede también atribuirlo 
á 108 acreedores hipotecarios, posteriores al gravamen por 
aquél que los percibe en lugar del acreedor condicional, 
de dar caución para asegurar la restitución. (1) 

90. Si el contrato condicional es tranolativo de propie­
dad,el acreedor adquiere una propbdad cOllllicional. La ley 
reconoce e~ta pl"Opiedad, permitiendo al propietario con­
ceder una hipoteca que, naturalmente, está 8uj~ta á la mis. 
ma condición (art. 2,125). Pero el acreedor no puede obrar 
como propietllrio definitivv, puesto que no lo es. Así, no 
podrla descargar el inmueble de las hipotecas de que es­
tá gravado, pues la descarga tiene por objeto consolidar 
la propiedad en las manos elel comprador, lo que supone 
que es propietario, y el comprador condicional no lo es 
todavla; no podrla ni aun cumplir las condiciones de la 
exoneración, ¿cómo había ele ofrecer su precio y obligar-

1 Dura¡¡tón, t. XI, pág. 80. nÚID. 70. Oolmet !le Sl\nterre, t. V, 
pág. 160, núm. 99 bis,U. Aobry y Ran, t. IV, pág. 74, nota 53 del 
pro. 302. Demolombe, t. XXV, pág. 347, núm. 369 y !,ág. 348, n6· 
mero 370. Larombiere, t. n, pág.:187, núm. 3 del arto 1,180 (EIl. B. 
t. J, pClg. 390. 
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se á pagarlo cuando w es deudor del precio? Por la mis. 
IDI\ razón, el comprador condicional no puede demandar 
la devolución del inmueble que ha rescatado, cuando ha 
.ido embargado por los acreedores de BU deudor; en efec­
to, 10B aJreerJores tienen el derecho de embargar los bie­
nes de su deudor y el inmueble vendido bajo condición 
suspensiva permanece en el patrimonil1 del (lellllor, y, por 
tanto, sus acreedores pueden embargar sin que el compra­
dor .condicional tenga el poder de poner obstáculo. (1) 

11. Der"c"o~ del deudor condicional. 

91. El deudor condicional no debe, y, p',r tanto, si pa­
ga, paga lo que no dabe. Pothier concluye de esto, que Ri 
el pago se ha hecho por error, el deudor puede repetir; el 
arto 1,186 lo dice impllcitamente, disponiendo ql1p.lo que 
Re ha pagado antes del vencimiento del término, no pue­
de repetirse; la ley lo decide así por oposición á la condi­
ción que sl1spende la obligación, en tanto q llA el término 
r"tarda solamente el cumplimiento, y, por tanto, el que 
tiene un término, debe, y ~i paga, pagll lo que debe, mien. 
tras que el que debe bajo condición, paga lo que no de­
ba. (2) Volveremos wb.-e 01 punto de la repetición de lo 
indebido en el titulo "De los Cun,icontratos." 

92. Si el contrato es translativo de ¡..ropiedad, ésta no 
se transfiere sino bajo condición, y como la condición sus· 
pende In obligación, resulta que la transmisión de la pro­
piedad está suspendida. El dellll"r queda, pues, propieta' 
tario, y tiene todos los derechos relativos á la propiedad. 
El es, especialmente, el que ejerce las ncciones posesl)' 
rias y de petición concrrnientes á la cos/\ que es objeto 
del contrato. (3) 

1 Aubry y Rau, t. IV, pág. 75, notas 57 y 58 del pr ... 302. 
~ Pnthiol', De las Obligaciolles. núm. 218. 
3 Aubry y Rall, r. IV, púg. 71. Larombiere, t. JI, l'{'g. 197, nú­

lUero 8 <Iel arto 1,181 (Ed. n., t. 1, pág. 394.) 
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93. Del principio que el deudor condicional queda pro· 
pietario, se sigue que 10H ar.reedores pueden embargar la 
cosa. Pero ¿'1ué obligarla á hacer el embargo y la adjndi' 
cación si la condición se realizo? Debe c.istinguir6e: Si ~l 
emhargo se practica por acreedores hipotecarios, anterio· 
res á la enajenación, es decir, según la nueva legislación, 
anteriores á la inscripción de la escritura de enajenación, 
el embargo y la adjudicación podrlan ser opuestes al com­
prador condicional, porque el derecho de los embargan­
tes es aRterior al del comprador, y á,te no puede privar­
les enaj~nando el inmueble bajo condici6n, pues el com­
prador condicional recibe el inmueble en el e&tado en que 
se encuentra, y, por tanto, gravado de la hipoteca y "l1jetO 
consiguientemente á las acciones del acreedor hipotecario. 
y así seria aun cuando la expropiación tuviera lugar en 
la instancia de un acreedor posterior; en efecto, el embar. 
go practicado, no impl/lrta por cual de 108 aereedores lle­
ga á ser común á todos ellos desde el día en que se les ha 
notificado (IJ.ldigo de Procedimientos, arto 695 y 696). Si 
el embargo es perseguido por un acreedor posterior á la 
enajenaci6n, y sin que haya acreedor hipotecario anterior, 
en este caso, el fal\o de adjudicación no podría oponerse al 
comprador condicional después delcumplimientode la con­
dición, porque los acreedores po~teriores no pneden per­
judicar 108 derechoi del acreedor condicional. (1) 

94. Si el inmueble está gravado de hipotecas especia .. 
l~s de propietarios precedentes, el comprador condicional 
e8 un tercero detentador y tiene todos los d~rechos que 
pertenecen á los terceros detentadores. Puede conservar 
el inmueble, y puede también abanilonarlo. La exonera­
ción da lugar á alguna dificultad. Debe distinguirse si 
hay puja y adjudicación ó si no hay puja. Si no la hay, la 

1 Aubry y Uau, t. IV, pág. 72 Y nota 48. 
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exoneración se persi~ue, ó, mejor dichn, Re cumple; e. de­
cir, que si la condición se realiza, el comprn<br recibirá 
.1 inmueble libre de todo gravámen real. 3,!a exonera­
ción es .eguida de la puja, la adjudicaGión puede op:lner­
se al comprador, porque se hace en virtud de un derecho 
auterior al del comprador. Lo mismo sucede en el caso <le 
aban(~ono del inmueble seguido de la adjuJicación. \1) 

95. ~e Bupone que el deudor coudicional es un simple 
poseedor, habiendo comenzado á prescribir. La prescrip­
ción seguirá corriendo despué~ de la enajenación; ¿pero 
contra quien correrá? La dificultad es de saber si debe apli­
car,e el principio de la retroactividad .. En nuestra opi"ión, 
la afirmativa es cierta. La retroactividad de la condición 
es tin principio absoluto que debe recibir su aplicación en 
todos los casoa que pup.d~n presentarse. Si, pue, el com­
prador condicional es menor, y la condición se realizu, ha· 
biemlo consentido el comprador haber poseído desp'lés dtil 
cont.rat0, es contra él contra quien la preHcripción habrá 
corrid·', pero suspendiua durante 6U menor edad. Se ob­
jeta que la prescripción se cumple contra el derecho de pro. 
l'iedad, y e8 el dendor condicional el propietario, y por 
tanto, en contra suya es como corre la prescripción. Esta 
objtción no ha tenido en cuenta la retroactividad de la con. 
dición. Inútilmente se dice que la retroa'ltividad no debe 
perjudicar á los terceros ni prolongar en su perjuicio el 
tiempo de la prescripción. Respondemos que en esta opi­
nión se prescinde de los efectos de la retroactividad; cs 
decir, se di.tingue ah! en donde la ley no distingue lo que 
viene á derogar el art. 1,179; el intérprete no tiene este de­
recho. (2) 

1 I,arombiilre, t. II, pág. 196, n6m. 7 del arto 1,181 (Ed, B, t. 1, 
pág. 593). Aubry y Uao, t. IV, pág. 72, pio. 302. 

2 Duraotón, t. IX, pág. 3J3, n6m. 312. L"rombiore, t. n, pági­
na 204, n6m. 16 del arto 1,181 (El\. B., t. 1, pág. 3116). En sentido 
contrario, Anbry y Ran, t. IV, pág. 73 1 nota 50 del pfo. 302. 
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111. ¿Quién 80p01·ta 10$ ric!gosr 

96. El art. 1,182 dice que la cosa que es mataria del con­
trato queda á los riesgos del (leudor, que Ha está obligado 
á entregarla sino en el caso del cumplimiento de la con­
dición. De ahi h ley concluye que "si la cosa ha perecido 
del todo sin culpa del deudor, se extingue la obligación." 
En las obligaciones puras y simples, es el acreedor el que 
soporta los riesgas. ¿Por qué JU las obligaciones condicio. 
nales, eOIl :\ cargo del dAudor? Esta es una disposición tra" 
dicional que nos viene del derecho romano y que se siguió 
también en huestro antiguo derecho. Pothier dá la razón 
siguiente': "Cuando la co~!\ perece <laltodo antes <1el cum· 
plimiento de la condición, é3ta no puede ya cumplirse útil­
meute por el efecto, porque el cumplimiento de la condi­
ción no pucde coufirmar la <:>bligación <le lo que no existe, 
ni puede tampoco haber obligación sin una cosa que sea el 
objeto." (1) Los allt'~res modernos reproducen la misma 
explicaeión formuláL(lola de una manera máH precisa.. En 
el monlt'nto "n t¡ He la cosa perece, ya no hay obli¡;8ción, 
y aunque la condición 80 cumpla en ~eg.lida, la obligación 
!ll) pued,. ya formarse, porque no hay ya cosa que pueda 
.er d objeto. Y.i no puede ya haber contrato. debe apli­
carse el principio de que la co." perece para BU dueño. (2) 
A nuestra vista, pst.a teoría está en oposición con los priu .. 
cipios que rigen los riesgos, y con los principios que ri· 
gen la obligación eondicinnal. ¿Por qué en las obligacio­
ne~ puras y simples, el acreedor B('porta los riesgo sr Por, 
que el deudor ha cumplido la obligación que le iucumbe 
de conservar la cosa con los cnidados de uu buen padro 
de familia, la pérdida fortuita le libra; y desde entonces el 

1 l'ot-hier, De la8 ObligCtC/onett, núm. 1!J. 
2 Toullier, t. IlI, 2, pág-. 33R. n(¡m. 538. ])I1,"ot6n, t. XI, pági­

na 86, u(¡nl. 74, pág. 87, núm. 76 y 11(lg. 90, n(¡m. 79. Colrnet ,lo San. 
terre, t. V, pág. 163, núm. 1111 bis, I. 
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acreedor, por su parte debe cumplir su obligación, es de. 
cir, pagar el precio, ,¡ ",. trata lb un~ venta. (1) ¿Por qué 
no aplicarían "stO" !,.i;cipio" tÍ 1<: obligaeioYl condicinnal? 
¿El deudor condicional 1\0 d"b" "ondenar la cosa que ha 
sido objeto del contrato? El arto 1,182 n,'ponlle que el deu· 
dor se ha obligado por m ~ulp<\, ¡JI:e, esta obligado á con· 
!-icrvar la COS~1; Mi llena ;'n ()blig::1.(~ión, el ncreedor debe talltl 

bién cumplir la hu)"a. Ha;tR til ti; "" Yerno. ninguna dife­
rencia entre la olJligacioe. punl y "impIt" y la obligaeión 
cpndiciollal; I",y h rni,;if\a razo" para tlecidir que deberá 
tener In. H1lSma decisiói.J. 

Se alega q 1F", la 0bligacil:'n n,) S~~ p;H:,l:~ f>rlll.1r "in objeto 
de3de el momeuto en 'IUf! la condid;)", ,e ha ""mplido y 
se concluve que !w ha h"bic\n ; ,más ubliF·c,iún. Esto es . , 
cierto en dereC:]¡'J romallo y segúa he doctrin" de l'othier, 
puest() que la obligación cOll'lioio"al "O na .ino una sim­
ple esperanza;.e puelle, pU3" ,trcir que hasta el climpli­
mien!,(} de la condición no hay "bligació~, q Ué Bolament~ 

comienza ell el momeat, en qUll In condici(JIl Be realiza, y 
que este momento \10 puede \l~gar.i la cosa ha perecido. 
¿Se puede aun razonar así en Ilu~.;¡tro.., principio.'i rllodernot)? 
Ya hemo;¡ conteste/lo fin!", tÍ la cue,;tión (núm. 87\. No es 
exacto que el contrato ue f.mna cuando la coudición se 
cumple, se forma por el cOIl::;nntimiento mntno; cuando la 
condición se realiza está furmad,,; pocn importa, por coo­
siguiente, que la ClW\ h"y,\ perecido ante. del ClllIlpli­
mi3nto de la obligación. Falta Haber sola1l1ente, cuál será 
el efecto de la pérdida sobre lecs obliga"iones de las partes 
contratantes; porque, bajo este COI1C"pto, según Bcabamos 
de decir, no hay ninguna diferencia eutre la obligación 
condicional y l:c obligación pura y ,.irnl'le; en Ulla yen otra, 
el deudor debe velar pur la cOII~er\"ación (le la eosa; en 

1 Véqso el tomo XVI de ~stos P.rillcipios, púg. ao,~! nÚl1l. 209. 
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una y en otra ha cumplido 8US obligaciones cuando la co· 
sa viene á perecer sin su culpa y se ha llenado 8U obliga­
ción, ¿por qué el acreedor no ha de cumplir la suya? 

M. Demolombe tiene razón de criticar la opinión gene­
ralmente seguida; (1) mas dudamos que la explicación que 
él dá sea satisfactoria. Aprueba la disposici6u del articu­
lo 1,182 y la justifica por la iutención de las partes con­
tratantes y por la equidad. También se ha invoca(lo la 
equidad contra la regla que pone los riesgo~ á cargo del 
acreedor en las obligaciones puras y simples. Si el acree­
dor condicional no debe pagar el precio de une. cosa que 
perece antes de cumplida la obligación, se puede decir otro 
tanto del acreedor puro y simple cuando la cosa perece 
antes de que él la haya entregado. Después de todo, la 
cuestión que disentimos es cuestión de derecho y debe ser 
decidida :ror raZOn es de derecho. 

91. Hasta aquí hemos dupuesto que la cosa está entera· 
mente perdida. Es preciso distinguir si solamente está de. 
terminada. "Cuando la cosa se ha deteriorado por culpa 
del deudor, el acreedor tiene derecho de rescindir la obli· 
gación ó de axigir la COS8 en el estado en que estaba, con 
daños y perjuicios (art. 1,182)." E~ta es la aplieacióu del 
principio de la condición resolutoria tácita. Cuando el 
deudor uo cumple sus obligaciones, el acreedor tiene el de. 
recho de demandar la rescisión del contrato ó de exigir 
el cumplimiento. Volveremos á tratar del principio ex:­
plicando el arto 1,184. Es cierto que el deudor nu cumple 
sus obligaciuned cI18udo la cosa S8 deteriora por ~u culpa, 
pero su obligación cOllsiste en conservarla ;Jon el mayor 
cuidado, y hay, por consiguiente, lugar á aplicarle el ar­
ticulo 1,184. 

Cualquiera qUe sea la pérdida que el acreedor tenga, que 

1 Demolombe, t. XXV, pág, 402, núm., 425 y 426. 
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demande la rescisión ó que exija el cumplimiento del con­
trato, tiene derecho de reclamar daños y perjuicios. El ar­
tículo 1,182 po rece 110 aprobar dañus y perjuicios .ino 
cuandu ~e sostiene el cuntrato, tomando la cosa en el es­
tado de deterioro en que se encuentra. y el arto 1,184 pa· 
rece no aprobar daños y perjnicios, sino en el CII~O de res' 
cisión del contrato. Es cierto que, en toda hipótesi., el 
acreedor qne prueba un daño por culpa del deudor, tiene 
derecho á daños y perjuicios. Este es el derecho común, y 
la ley no· ha querido, ciert~mente, derogar, sino cuando la 
cosa ha perecido parcialmente por culpa del deudor. 

Se pregunta en q né comistiráu esos dllños r perjuicio~. 
La cosa está deteriorada por culpa del deudor por des­
preciable; si valía 10,000 francos y no vale mas q!le 8,000, 
el acreedor tendrá derecho á ulla diminución de precio 
de '3,000 francos si se trata do una venta. Se estima la co­
ea en cuanto :\ AU valor, no en el que tenía al hacer el con­
trato, sino ni tiempo de cumplir la condición, porque la 
cosa, tal cual estaba en ese momento, es como el deudor 
debe entregarla. Es también en ese momento cuando se 
debe cOllHiderar para estimar 1 .. gllllancia de que el "cree. 
dar S" ha privado, porque es también en el cumplimiento 
de la condición cGando el acreedor habria hecho la ganan­
cia. (1, 

98. "Si la cosa g" ¡leteriora sin culpa del deudor, el 
acreedor puede escoger entre rescindir la obligación ó exi­
gir la cosa en el estado ,n que Be hallaba, Rin diminución 
del 1': cio" (art. 1182). Esta disp0HÍción es contraria al 
n:.:iguo derecho. Pothier, después de haber dicho 'lile el 
dendor coudiciollal :;oport" el rieÑgo de la coss cuando 

1 'l'onllier, t. IlI, 2, púg. 339, núm. 5iO. Larombierc, t, IJ, págL 
":1 263, llÍlIll'. n y 10 ,lel art. 1,182 (E,!. B., t. 1, pág. 400). 

l' ll,~ D. ToMO xVlI.-17 
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ésta perece enteramente, agrega: "Que si la cosa exiate 
al cumplirse el tiempo de la condición, el cumplimiento 
de la condición tiene el efecto de que la cosa se debe en 
el estado en que se halla: el acreedor aprovecha el au­
mento efectuado en la cosa si lo ha habido, y sufre la dis­
minución en el deterioro si esta sucede sin culpa del deu­
dor. (1) ¿Por qué los autores del OSdigo se desvlan de la 
opinión de PothierP El orador de Gobierno dá los meti­
vos: 

"La decisión de la ley romana, dice Bigot-Préameneu, 
que Pothier ha lid optado, no está de acuerdo con el prin, 
cipio según el cual, en el caso de la condición suspenSÍTa 
no hay nada de "translación de propiedad." Debe quedar 
á. los riesgos del deudor, aunque sea propietario eualldo 
la cosa disminuye ó se deteriora, lo mismo que quedarla 
si pereciera. (2) Es un error creer que los perjuicios que 
resulten de que la cosa se deteriore ó perezca, son para el 
propietario; as! es, cuando la cosa no ha sido objeto de 
una obligación. Mas cuando hay un lazo de obligación, la 
cuestión de los riesgos ge decide spgún los principios que 
rigen la obligación; asl es que el deudor puro y simple 80· 

porta el riesgo cuando está en mora, aunque haya dejado 
de ser propiet9.rio (art. 1,138). Ei cierto que en caso de 
pérdida total, el deudor condicional soporta el riesgo, se. 
gún la opinión general, ¡lorque la pérdida de la cosa impi­
de que se forme el contrato; se dice que, en ese caso, no 
hay obligación y que, por consiguiente, se debe aplicar el 
principio: Res pe.·¡t domino. (3) A nuesta vista, esta es una 
mala razón (núm. 96), que no dpbe recibir aplicación ell ca­
so de pérdida parcial. En efecto, la cosa aunque deteria-

1 Potbier, De las Obligaciones; 116.m. 219. 
2 Exposioión de 108 Motlv08, n6.m. 68 (Loaré, t, VI. p~g. 159_ 
3 Durant6n, t. XI, pág. 90, n6.m¡ 80 y la mayor parte ,le 108 

autore!. 
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rada, subsiste; el contrato puede formarse, y se forma, 
siendo entonces inaplicable la máxima Re& perit domino. 

Hay algo de cierto en lo qU'l (lic~ el orador del Gobier­
no, que la cuestion de riesgos debe ser decidida lo mismo 
cuando hay pérdida total, que cuando solo e8 parcial; en 
efecto, no se comprende porquéla decisión difiere 8egún que 
la cosa haya perecido enteramente ó en parte. En nuestra 
opinión, esta especie de contradicción no existe. Aplica­
mos el arto 1,138 á la obligación condicional cuando hay 
ca80 fortuito; poco importa que éste haga perecer la cosa 
enteramente, 6la deteriore solamente; de todos modos, el 
acreedor es el que .oporta el riesgo, mientras la ley le po­
ne á cargo del deudor. La decisión del Código está en 
oposición con el principio de la retaoactividad: cuando la 
condición se ha cumplido, la obligación es pura y simple, 
y desde ese momento se debe aplicar el principio que el 
caso fortuito libra al deudor. 

Se ba becho otro reproche á la decisión del Codigo, que 
hace soportar los riesgos al deudor, mientras que el acree· 
dor apwI'ecba el aumento que pueda haber. Este repro­
cbe es fundado, aunque lo diga el orador del Gobierno. 
Bigot-Préameneu pretende que el deudor que, bajo una 
condición suspensiva, está obligado á dar UDa cosa, ha re­
nunciado por esto mismo al aumento accesorio para el ca· 
so en que la condicion se cumpla. 1,a equidad yel buen 
sentido rechazan semejante presunción. ¡Qué, yo vendo 
bajo la condición de soportar el riesgo, velando por la con­
servación de la cosa y, después, consiento en que el au­
mento del valor aprovecho al comprador! Esto 110 pue­
de ser. 

Se ba ensayado justificar, ó por lo men08, explicar la 
disposición del arto 1,182, que la mayor parte de los auto' 
res critica. Los redactore8 del Código, dicen, no quisie­
ron sacrificar á la lógica, principios de una solución que 
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les pareció mtls simple y más natural, y prefirieron pouer 
el riesgo parcial á cargo do aquel de los contratantes qU'l 
soporta el rie.go tOLa1. (1) Esto es lo que Bigot-l:'réame· 
neu habla dicho ya. El argumeuto es también un razona· 
miento teórico. Hay error en de.cleñar la teoría: ¿qué otra 
cosa es ~i no nuestra ciencia de derecho? Sucede, bin du' 
da, al legislador francés que decide con equidad más bien 
que según el rigor de los principios, y hay razón. Mas en 
nuestro debate no vemos lo que I~ equidad gane Bacrifi­
cando el deudor al acreedor. 

99. Se pretende saber In que debe entenelerse por "de· 
terioro." La ley preveé dos casos: aquél en que la C09a 
"perece enteramente" y el en que Bolo es "deteriorada;" 
el deterioro es, pues, una pérdida parcial, ó lo qne la ley 
llama un!! "depreciación" (art.2,13ll. Una simple depre­
ciación no será un deterioro, y, por consiguiente, no dá 
lugar á la aplicación del art. 1,182. La Oorte de CMación 
juzgó en e~ta materia que la depreciaci6n no es suficiente 
para autorizar al acreedor á demandar la rescbión del con­
trato, es preciso que la sustancia. de la ('ORa sea. alterada. 
esencialmente, es decir, que haya pérdida parcial; el detc­
rioro es, pues, perlllimente mientras r¡ lIe la depreciación 
es pasagera, debida á Ruce_os poHticos ó ;\ crisis industria­
les. ;?) 

Otra es la. ()uestión de sabar si el deterioro debo ~cr con. 
Biderable ú si un" lll(nima depreciaci6n es suficiente para 
que el acreedor pupda demandar la rescisión del contrato. 
Durantón dice que la ley debe entúlHl"rsil en no sentido 
razonable: si, pues, los deterioros :>0 Bon de importaneia 
relativamente á In naturaleza. I.otlll dn lo;; objeto" ,lel (10n-

1 Oolmet de Sr.nt.r~o, t. V, pág. 165, nÚIII. IOt Ms, IU .cgui<10 
por Demolombc, t. XXV, pág. 412, llfim. 437. 

2 lJenegada oa.aolólI, Sala Oivil, 26 do Mayo dl1 1851,1 (Dalioz, 
ISln, 134. 
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trato, ¡:or ejemplo, Un pequeño p~ibzr, ,le tierra llenado 
por las agnas, el comprador no tend, Í3 der~dlO ele obrar 
,.~ retroactividad, ni aun Oe demandal' una Jisminución 
del precio. porquo también hubiera pudido aproveóurle 
el aluvión. M. La;ombiére critica eata decisión, y tiene 
razón. ¿Que es eso de un deterioro mlnimo? ¿N o es esto 
introducir en la le)" una distinción qne ella ignora? ¿Yes­
L, distinción r;o pone al acreedor al arbitrio del Magistra­
do? Sin embargo, M. Larombiére admitil una re.tricciÓn: 
ed preci8o, al menos, die", que 10.< deterioros sean aprecia. 
dos jurídicamente, y en esta apreciación, es equitativo y 
jllsto tener en cuenta, para compensar con los deterioros 
habidos, las mej;)rl1s producidas. M. Demolombe agrega: 
de minimis non curat prector. (1) La equidad, sin uuda, abo­
ga por esta opil.ión; en derecho, preferimos ateuernos á la 
decisión de la Corte de Oasación: no porque la pérdiJa es 
parcial, la cosa está más entera, hay una depreciaci\n, y, 
por pon;iglliente, hay lugar á rescisión. En teoria habria­
mi" ,referido la di~tincíóu que el Código hace en materia 
el- gal'üntia: "Si el comprador sufre la evicción por UDa 
¡urt" Jc la cosa, y que SEa de tal consecuencia, relativa­
mente al to;lo, que el comprador no pueda adquirir sin la 
porl ióu, por la cual ha sufrido evicción, puede hacer res 
cindir la venta," (art. 1,636), Mas el arto 1,182 no hace 
ninguna distinción, y es preciso atenerse rigurosamente al 
texto de la ley. 

Núm. 2. Efecto de la condici6/l ,'?tspensiva cuando falta. 

100. La ley no dice cuál es el efecto de la condición 
euando falta. Es qne el efecto resulta de la natur¡,leza 
misma de la obligaci6n condicional. La. partes, tratando 

1 DUfantón, t. XI, pág. 93, nú'n. 80. r,arornhierc, t. J, pág. 212, 
núm. 7 del arto 1,182 (E(\. B., t. 1, pág. 399). Demolombe, t. XXV, 
pág. 419, núm. 442. 
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bajo condición, hacen depender la obligación del cumpli­
miento de la condición; en consecuencia, si la condición 
falta, no hay obligación. De ordinario las partes no hacen 
ningún acto de cumplimiento, eR tanto que la condición 
está en su.penso; en este caso, el contrato no prod uce ja­
más efecto, y las partes son consideradas como si no hu­
bieran tratado. Si el acreedor habla estado en pose5ión, 
deberá restituir la cosa con todo lo que percibió; deberá 
restituir 101 frutos aunque haya estado en posesión y aun­
que el hecho de la posesióu no pueda ser borra.do. Mas 61 
hecho de la posesión no da derecho á los frutos. Se aplica­
rá el arto 547, en cuyos términos 108 frutos pertenecen al 
propietario. Si el vendedor habla tocado el precio, deberá 
igualmente restituirlo con los intereses. Hay lngar, en es' 
te caso, como lo dice M. Larombiére, á establecer una como 
peusación equitativa entre los intereses del precio recibi­
do por uno y lo~ frutos obtenidos por el otro? La ley 110 

autoriza esta compensación y no seria nada equitativa, 
puesto que los intereses son generalmente mucho más ele­
vados que el monto de los frutos. \1) Si el acreedor con­
dicional habla hecho actos de disposición ó de administra· 
ción, estos actos serian nulos, porque aun cuando la con­
dición falte, jamás la ha tenido el acreedor; todos los ac. 
tos que ha dejado, son, pues, puros hechos que no pueden 
tener ninguna influencia en derecho. 

N úm. 3. Efecto de la condición cuando 86 ha cumplido. 

101. ¿Cuál es el efecto de la condición cuando se ha 
cumplido? La respuesta depende de daber cuál es el efec­
to de la condición suspensiva. ¿Suspende esta la existen­
cia de la obligación? La suspende er. el sentido que la obli. 

1 'l'oullier, t. m, 2, pág. MIl, nlim. 047. Larombiere, t. n, pA¡¡i_ 
na 1118, uiím. 10 del art; 1,18;1 (Ed. B., t. 1, pág. (00). 
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gación no produce los efectos jurldicos que le son inhe­
rentes, no da acción al acreedor y el deudor no está obli­
gado á cumplirla. M" l~ existencia de la obligación no 
se suspende, en el sentido que el contrato se forme sola­
mente cnando el contrato se c'lmpla. El contrato se forma 
por el concurso del consentimiento de las par~es contra­
tantes; porque este consentimiento interviene, no en el 
cumplimiento de la condición, sino en el del contrato. Hay 
más; no se puede decir que todos los efectos del contnto 
con<licional, se suspenden hasta que la condición ae cum­
ple; el deudor debe velar por la conservación de la coas, 
durant~ el tiempo que la condición está en suspenso, si la 
cosa se deteriora por su culpa, él soporta el riesgo. N o es, 
pues, exacto que el contrato condicional no es perfecto, 
sino hasta que la condición se cnmple; en ese caso ea cuanl 
do debe reunir todos 108 elementos esenciales á su forma­
cióu. (1) ¿El acreedor y el deudor deben consentir desde 
el momento en que la condición se realizar Nó, cierta. 
mente; la ley misma 10 dice, puesto que decide que ai el 
acreedor muere durante el tiempo en que 1& condición ea­
tá en suspenso, sus derechos pasan á sus herederos. Hay, 
pues, derechos; ¿y cómo podría haberlos si el contrato no 
estuvierr. formador Es preciso limitarse á responder á 
nuestra cuestión que cuando la condición se ha cumplido, 
el contrato es puro y simple y produce todos los efectos 
que le 80n inherentes. 

102. Pothier <lxplica de diferente manera. Parte del 
principio que el acreedor condicional no tiene ningún de. 
recho de crédito formado aates de la existencia de la COD' 

dición, que no tiene más de una simple esperanza. Ya he. 
mos dicho antes que el Código no admite esta teorla. An­
tes del cumplimiento de la condición, el acreedor puede 

1 Oolmet de Santerre, t. V, pág. 165, núm. 101 bu,n. En senti' 
do contrario, Demolombe, t. XXV, pág. 354., núm. 378. 
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ejercer 108 actos de conservación de su derecho, puesto 
que lo tiene, y que lo transmite á BUS herederos si ro uere 
durante el tiempo que la condición está en suspenso. Po­
thier admite t.ambién este efecto de la obligación comU. 
cional uniéndola á la retroactividad de la condición; por 
medio del efecto de retroactividad de la condición, dice, 
el derecho será tenido como adquirido en el tiempo del 
contrato, y, por consiguientE', haber sido transmitido á su 
heredero. fl) Esto no nos parece exacto. Si es cierto, como 
lo dice Pothier, que el derecho de crédito se forma 801 a­
mente cuando se ha cumplido la condición, se podrá de' 
cir que desde ese momento las partes deben consentir; en· 
tonces, ¿el contrato no podrá formar8e si el acreedor ha 
muerto, y un contrato no forma do puede pa6ar á sus he­
rederos? 

La retroactividad de la condición hace válidos todnslos 
actos de disposición, administración y goce que el acree­
dor condicional ha hecho durante el tiempo en que la con­
dición estaba en suspenso y, por el contrario, anula tudos 
108 actos hechoa por el deudor condicional. ¿Se debe apli· 
car este principio á los arrendamientos? ¿y el deudor con· 
dicional debe restituir los frutos que ha percibido? Ya he· 
mos examinado estas cuestiones ántes (núms. 80, 82 Y 84,' 

§ V. DE LA CONDICIÓN RESOLUTORIA. 

N tlmo 1. Efectos de la condición mientras está en suspemo. 

1. Derechos del delldor condicional. 

103. El arto 1,183 dice que la condición resolutoria no 
suspende el cumplimiento de la obligación. Si la obligación 
debe ser cumplida, es porque existe; en cuanto á BU exis-

J Pothier, De laa Obligacionu, ufun 22Q. 
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tencia es pura y simple, y solamente la rescisión es condi­
cional. Según 108 terminos del art 1,183, el acreedor está 
obligado á restituir lo que ha recibido; en caso de que el 
acontecimiento previsto por la condición llegue, el acree­
dor es, en ese sentido, deador condicional. 

La rescisión ó anulación del contrato produce también el 
efecto (le que las partes deben restituirse recíprocamente 
lo que recibieron en virtud del contrato. Esto no es decir 
que deLa colocarse en la misma línea la resolución y la 
anulación, como lo hace M. Larombiere: (1) esto es una 
equivocación evidente. La resolución tiene lugar por la vo. 
luntad de las partes contratantes, es una ley del combate; 
mientras que la rescisión y la anulación suponen un vicio 
q ne inficiona la obligación y que la hace rescindible Ó anu­
la ble. Las consecuencias de la resolución, de la rescisión y 
de la anulación, difieren también: la resolución obra de ple­
no derecho en virtud de la voluntad de las partes; la res­
cisión y la anulación deben ser demandadas en justicia y 
la acción debe formarse en diez afios. La prescripción de 
diez años confirma las obligaciones nulas ó rescindibles, y 
no se concibe la confirmación en caso de resolución; el con. 
trato resuelto de pleuo derecho es considerado como si no 
hubiera existido jamás, y las partes son libres, sin duda, 
ele renovar sus convenios; más esto será un nuevo contrato. 
Loa priuc,ipios que rigen la resolución y la rescisión ó la 
Bnulaci¿n, son enteramente diferentes, y se debe evitar la 
confusión. 

101. El contrato hecho bajo condición resolutoria, sien­
del puro y simple eu cuanto á su existencia, recibe su cum. 
plimiento como si no hubiera condición, según dice el ar­
tículo 1,183. Se sigue de aqui qUtl el comprador bajo con-

1 r,aromlJicre, t. JI, pág. 276, nlÍm. 65 del art. 1,183 (Ed. B., t. r. 
JI~g. 423). 

p. do 1>. TOMO xVIl.-18 
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dición resolutoria tiene todos los derechos 'lue resultan de la 
venta y responde de todas las obligaciones que se despren. 
den. Puede demandar la entrega de la cosa vendida pa­
gando el precio y adquiriendo los (Ierachos de mudan­
za. (1 ~ 

105. El comprador tiene tOd08 lo" derechos de un ter­
cero detentador y puede exonerar el inmueble de los pri· 
vilegios é hipotecas que lo gravan, pero esto da lugar á 
dificultades cuando la condición resolutoria se ha (lum' 
plido. Volveremos al titulo "De las HipotecaR," que es la 
base de la materia. 

106. El comprador tiene pOI' aplicación á este principio, 
todas las acciones posesorias ó de petición relati vas tí la 
co~a venditla; si el adquiere una parte indivisa en un in· 
mueble, puede demandar la partición y proceder amistosll. 
mente ó en justicia y con más razón puede responder á una 
acción de partición. 

107. Puede prescribir contra el vendedor propietario ó 
contra los que pudieran pretender (l~rechos reales sobre 
el inmueble. El arto 1,165 lo dice del comprador con pac­
to de rescate; esta disposición no es más que la aplicación 
de un principio general. Que no se alegue qUG la. obliga­
ción de restituir la cosa impide la buena fe: el comprador 
posee en virtnd de un título translativo de propiedad, y 
tiene la seguri(lad de que este título procede del verdade­
ro propietario; en este caso, tiene buena fe y podrá I.lres­
cribir. (2) La prescripnitln es contra él puesto que e. pro­
pietario. Mas ¿qué sucederá si su derecho de propieda(l ea 
resuelto y el antiguo propietario es considerado menor? 
tLa suspensión quedará suspendida? La cuestión es con-

1 V és.e sobre este último ¡JUuto, á Dd1l0, en 1" palabra Registro" 
núm •• 273, 274, ;&,507, 3,106, 3,107, 3,775,4,110 Y 5396,. 

2 Larombibre, t. n, p(lg. 228, núm. 12 (lel arto 1,183 (E,!. B., ~o. 
mo I, pág. 406). 
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trovertida. A nuestra vistn, la menor edad suspende la 
prescripción y eH la consecuencia dp la retroactividad. Ve· 
1lI0S en esto lo que se ha dicho antes sobre la cuestión idén' 
tica que se presenta para la condición suspensiva (núme­
ro 95 l. 

108. El principio que rige los derechos del deudor con· 
dicional tiene excepción en el caw previsto por el articu­
lo 1,751. En general, el COIll prador puede expuhar alllrren· 
dador cuando este no ticne escriturn auténtica ó está ain 
,lato cierto (núm. 1,743). Hay excepciól1 para el compra­
dor con pacto de rescate (art. 1,743. Volveremos á tratar 
sobre edto. 

n. Del'echos del aCl'eed01' condicional. 

109. El cOlltmto hecho bajo condición resolutoria eo¡ 
puro y simple; mas la. resolución es condicional. Se sigue 
de aquí que el comprador bajo condición resolutoria es 
deudor de la cosa bajo condición suspensiva, y, pt)r con­
siguiente, el vendedor es "~reedor bajo condición suspen­
siva. El vendedor tiene, pues, por este titu!o, to'106 los de· 
recho~ que pertelle~en al acredor condicional. Especial­
mente 10i netos dQ conservación puede hacerlos por BU pro· 
pio derecho (8rt.l,180). Volveremos á ver Jo qUQ se se ha 
dicho sobre los efectos de la condición suspensiva 

Jl/. ¿Quién sopO/la los ries.,!os? 

110. Si la C03a perece <lurant9 el tiempo en que la con­
dición "8t,\ en Hl1Spen"" ¿quién sufro la pérdida suponien­
do que "ea fortuita, el d~udor condicional ó el acreedor con­
dicional? Para hacer In cnestión m~~ clara, ¿es el vende­
dor Ó el comprador? I,a loy no uecide la cuestión en tér­
minos formales. Segú 1) la opinión ge!:eralmellte seguida, 
la pérdida ea para el comprador, y no puede demandarse 
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desde entonces, tampoco puede tenerse cuando se trata da 
la pérdida parcial. (1) 

Núm. 2. Efecto de la condici6n "esalutaria 
citando no 8e realiza. 

112. Cuando la condición resolutoria no se realiza, la 
rABolución deja de estar euspendida y no puede ya tener 
lugar. Es decir, que el contrato que dá lo que fué en su 
principio, puro y simple. De ,londe redulta que el vende· 
dor, bajo condición resulutoria, jamág ha sido acreedor 
condicional. Si, pues, ha hecho actos con este carácter, 
son nulos desde el momento en que la condici6n no se rea­
liza, y e8to Bin decir que todos 109 actos hechos por el 
comprador quedan válidos. 

Núm. 3. Efecl08 de la condici6n resolutm·ja cuando 8e realiza. 

113. El arto 1,183 (lice: "La condición resolutoria es 
aquella que cuando se cumple, efectúa la resoluci6n de la 
obligación." En el art. 1,1 G8 la ley se sirve de la palabra 
"rescindir" para marcar el efecto de la condición resol u·· 
toria. El término jurlctico de "revocacitSn" es el que BU{lO' 
ne la nulida,l de la obligaci6u, a'1I\ para el p:uado, como 
respecto de terceros, en tanto que la palabra "revocaci6n" 
se usa también en los contratos que se revocan sin re­
troactividad, e:JJ nunc, como se dice en la escuela (art. 958), 
y la palabra "rescici6n" Re emple" cuando cesa un contra' 
to para lo futuro: el arrendamiento fln rescinde, es decir, 
acaba, ó !leja ,lb producir sus efectos; pero jamá. ~e (f'., 

Buelw, porque hay siempre un hecho cumpliao ql1P. ,Ji" 
puede destruirsp, como lo diremos m:í. adelanle. La TeW 

1 Domolombr, t. XXV, p{~g. 44, núlU. 463. Bu sontido contrariO, 
lII.aliSó y Vergé sobro Zaolmri:C, t IIl, pág. 381, nota 3 y lIIassé, De­
recha Comercial, t. JII,I'~g. 364, níuli. 1,809. 
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lución es más enérgica, siempre tiene efecto retroactivo; 
y co.m extraña, la lov no lo dice; el arto 1,179, que expone 
el principio de la r,! r"actividad, 8610 habla de la condi 
ció n suspensiva. Pero si la ley !lO se sirve de la palabra 
"retroaetivitlad," hablando de la condición resolutoria, ~i 
aplica ,í esta condicion 10b efectos de la retroac~ivic1ac1 en 
términos muy dar03; el arto 1183 dice: "que pone las co· 
"as en el mismo estado, 001110 .i la obligacion no hubiese 
"xisti,lo. Esto es decir que jamús ha habido contrato, ni 
acreedor ni deudor, CUlDO si nada hubiese habido entre 
las partes. Sin embargo, ha habido un contrato que ha 
producido .us efectos como un contrato puro y simple; si 
es traslativo de I'ropiedad, el acr~edor ha llegado á ser 
propietario, y ha podido realizar "cL0S de disp·j.icion, ena­
genar, cOllceder derechos reales. Todos estos actos caen 
con el derecho del que lús ha hecho: la nada queda en 
lugar del contrato. 

114. La condicion resolutoria de que nos hemos ocupa· 
do se llama "expresa," porqua eq estipulada por las partes 
contratante8. Lo que la caracteriza y la distingue de la 
condicion resolutoria tácita, de que hablaremos más ade­
lante, es que se obra de pleno elrrecho. El Código no lo 
dicq en términos formules; pero el principio resulta, sin 
duda, ele la combinación de Ivs arta. 1,183 y 1,184. 

¡Si se trata de la condición I'esnlutori" tácita, el artícu­
lo 1,18'1 diee qu', "8;' este ca,,,, el coutrato no se resuelve 
de pleno derech"," lo que supone 'lue hay "otro caso" en 
que el contrato Be resuelve d" pleno d,>recho. En efecto, 
el arto 1,183 dice que la c.l!l,lición re~olutoria expresa" 
obra la revocllci<Ín de la oblif(ación. "La ley no agrega que 
la resolución se hace de pleno derecho, per" es bien claro 
el sentido de lns expresiones que emplea, y es el cumpli­
miento de la cor;dición el único que resuelve el contrato, 
sin que sea nece~ario requerimento, ni demanda judicial. 
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La razón es muy clara, y e!, que tal es la voluntad de las 
partes contratantes formalmente expresadas, y In voluntad 
de las partes es su ley, (art. 1,134). (1) 

115. Este principio se aplica sin dificultad á las condi· 
cione. casuales. Yo 08 vendo mi casa situa'la en Gand, pe' 
ro si 80y nombrado á desempeñar tal función en Gand la 
venta será resuelta. Si 80y nombrado, desde el día de mi 
nombramiento, la venta será resuelta, .in necesÍ<lad de 
constituir en mora, ni de demanda judicial. Toda interpe­
lación y toda acción seria inútil. A qué viene una consti. 
tución en mora, cuando nuestra voluntad se ha manifes­
tado al tiempo del contrato? ¿A qué una demanda judicial, 
cuando la resolución se efectlÍa, no por sentencia del juez, 
sino por la ley del contrato? V~remos más adelante las 
consecuencias que resultan del principio. Lo mismo suce· 
de cuando la condición es potestativa. Yo O" vendo mi ca­
sa situada en Bruselas, bajo la condición de que la yenta 
será resuelta si me establezco en Bru~elas. Desde el dla en 
que yo me estableciera en Bruselas, la venta sería resuelta 
de pleno derecho, en virtud de nuestra voluutad. Esto es 
tan evidente, admitido el principio, que no se comprende 
como S6 haya con trovertido la cuestión. \ 2) Sólo decimos 
esto para hacer una reserva: hay una conJición resoluto. 
ria potestativa que no obra siempre de pleno derecho; ésta 
es el pacto ~omisorill. Volveremos!Í tratarlo. 

116. ¿Cuál será el efecto de la re.iol ución entre las par­
tes? El arto 1,183 lo dice: las co.us vuelven á su antiguo 
estado como si la obligación no hubiese existido. Si el con· 
trato no ha sido cumplido, ni se ha h~cho nada, nada hil­
brá por hacer, ordinariamente el contrato se cumple inme­
diatawente; las partes deberlan entonces restituirse recl. 
procamente todo lo que cada una haya percibido en virt'lIl 

1 Demolombo, t. XXV, pág. 449, núm. 472. 
2 Toollier, t. III, 2, pág. 347, o(¡oos. 553 y 554. 
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del contrato. Si se trata de nna venta, el comprador res­
tituirá la cosa con las mejoras que haya recibido mientras 
la resolución estuvo en suspenso, yen nuestra opinión, )08 

frutos que haya percibido, (núm. 85;. El vendedor resti­
tuirá el precio con sus intereses. 

¿El comprador deberá una indemnización por razón de 
los deterioros que experimllnte la cosa? Si sobrevienen 
por su culpa, la afirmativa 9S cierta, pues siendo deudor 
bajo condición, (lebi conservar la cosa con los cuidados de 
un buen padre de familia; y si no cumple esta obligación, 
deberá los daños y perjuicios que resulten de BU culpa. ~i 

los deterioros sobrevienen .in su culpa, no deberá respon­
(ler, según los verdaderos principios. Pero, el Código ha 
derogado estos ¡..rincipios en materia de condición suspen. 
siva (art. 1,182); y la condición resolutoria supone una 
condición suspensiva: el comprador bajo condición reso­
lutoria, es deudor de la cosa si la condición se realiza, y, 
por tanto, es deudor bajo condiciÓn suspensiva; por consi. 
guiente, debe aplicársele el lIrt. 1,182, como lo hemos di­
cho más arriba, (núm. 111). (ll 

117. El principio formulado por el arto 1,183, tiene una 
consecnencia muy importante en lo que oe refiere á los ac­
tos de disposición que ha hecho el propietario bajo condi­
ción resolutoria. Puesto que las cosas vuelven al mismo 
estado, como si no hubiese habido contrato, resulta que el 
comprador jamás ha sido propietario, y desde entonces 110 

ha podido hacer acto alguno de propiedad, y si lo hace, 
los actos caerían ccn el'lerecho del que los ha hecho. De 
ahí el viejo adagio: "Rc8oluto jure dan!it, rcsolvitur jU8 ac­
dpielltis." La ley "pli~a este principio á la venta hecha 

1 Demolombe, t. XXV, pág. 441, núm. 463. En sentido oontrario, 
Anbry y Rall, t. IV. pág. 80, nota 71 del pfo.302. 

p de D. TOMO XVIl.-lll 
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con pacto de retroventa, (arts. 1,064 y 1,673), yel mismo 
principio recibe RU aplicación en tollo" 10:< casos ell f¡Ue la 
transmisión de la propiedad 8J hace h'j" clllI<lición I'~"o. 
!tltoria. De donde lesultan graves inconveuientes, puesto 
que todas las ventas y las coneesiones de derechos reale., 
80n resueltas, y esto es una verdadera perturbación en las 
relacioues civiles. Ellegisladot' no puede poner obstácu. 
lo, puesto que tal es la voluntad de las parte, contratan' 
tes. 

Los terceros no Be pérjudican; la publicidad, qJe se· 
gún la legislación nueva, se dá (¡ las transaccillne~ sllbre 
inmuebles, les evitan el dañe) de resolucióu que IJS ame­
naza, y con frecuencb He negarán ,¡ contratar por no ver 
resueltos los derechos qne adquieran. El comprador, bajo 
condición resolutoria, es el qu.' sufrirá d mayor perjui­
cio; los biene~ que poseé bajo coudición resolut,ria, esta­
rán, de hecho, fuera del comercio, mieutrs3 la condición 
esté en suspenso, 

118. ¿Eu qué sentido tiene efecto contra los terceroa 
compradores, la condición resolutoria? ¿E,to qniere decir 
que el primer vendedor puede ohrar en resolución contra 
el segundo comprador? Se ha dich·, alguna vez que la ac. 
ción de resolución e" (¡ la nz real y personal, ó como ee 
dice en el lenguaje de la ,',<,uda: "pe1'sonatis in r~m .icripta." 
Esta teoría fmcuentrn algú" apoyo e¡l el texto del Código; 
€n los túnuinos del arto 1,164, el ,>eadedor, con pacto de 
rotr;)\~(.:nta, pueile ejercer su aCJitJu contra un 8~gundocom. 
prador; ¿no es Gsto decir [[\1'" ,,¡ vendedor ejerce contra el 
t.:,reero la acción ÜU "t'CS01U(!U')1l? R'~sp:ln(lemüa que f'st!) PS 

imposible. En ~fecto, la acció" de re~olución, es una ac­
ción que nace del contrato, y por tanto, nna acción esen. 
cialmente persollal, que no puede forroarB~ ,ino entre el 
acreedor y ~l dendor. ¿Es este un cantrato que tiene efec­
to reHpecto de terceros, ó es que el tercero comprador es 
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deudor del primer vendedor? 'fodas estas cuestiones supo. 
nen dudas jurídicas. 

A decir verdad, cuando la cOlltlición rebolutoria eó ex­
presa, no h'IY lugar á un!! acción personal del ve~ldedor, 
á méllos qu~ ~e slls~ite una discu~ión sobre el punto de 8a­
ber si la cmdi"i,íll se ha cumplido. Si el cumplimiento de 
la co"dición es cierto, Seo obra ele pL-110 derecho la reso­
lución de la vent:t y 1\0 hay ya ni ac:.refHlor ni deudor; (1 
vendedor es "oll.~ideral!() eOITJO ,i h"bi(efc ,ido kicmpre pro, 
pietario, y 110 en r:ornbn~ del \1e~líL.'1', ·;ino en propiedad de 
su cosa. ~o obr.J. en re:iOl:.1<.:ión, l'llc~to que el contrato eS 
resuello de pleno derecho, obra en rdvillllicación, y esta 
acción Be ejt-'r(:ita t'Ol;tr.t todo 1;o~e8dnr, y, por consiguiel> 
te, contra el tercerlJ cuw prador lo 11Ii:~mo que contra (:1 
primer comprador. En e,.te Eenl¡do Lo en el que la reso­
lucióu tiene efecto re,'!,ecto ,le terceros)' eH tambiér. en 
este sentido como lo dire¡;;cs en el título "De la Venta," 
en el que el vendedor con pficto de re/rovel,t" tiene 8cciéll 
contra el segund<l comprador, y su ""rión "" ü9 la (lo re­
troventa, es la de reit;p\:¡{~ach)n. (1) 

119. ¿Cuál e§ el efecto de los act",; hecho" por un ter­
cero contra el propietario bajo conclicilÍn resolutoria? L-'H 
acreedores pusouale" del comprador pueden embargar el 
inmueble, pueBto que él tiene b propiedn:'. ¡Qué ~ucederú 
con la expropiación cuando ~e cumpla b elllldieió,,? Debe 
distinguirse, eomo horno, dicho má. 1l1T,b? (núm. 93), si 
hay acreedores hipotecario" del vendetlor ¡\ ,le allteriore§ 
propiet~:'Hio~; e~ e~tc ea::~), el e¡}lb1rgo llrga á I"cr común 

t d0S a 'l' ~"1 ' 1"" ',' " ,"' . ,,',;" ,".' 1~", 1 (', para '-' ,'-' \.c,nll .• t XelOPl.-\Clun, } I~C.,.O "t~.J t '- f.,ell. ,; 

Mm anteriores á la venta, el fallo podrá "ponerse al Ven ~ 

dedor. Pero si ¡le; hay ncreedorc!l allteriorcH, el fallo de 
adjudicación pronunciado contra el comprador :10 tenclrú 

1 ()owp{,rOlo Lal'OILllJit~r(', t. 11, lJúg. ~31! núw. 17 del art. 1!1~~ 
(Bli. n., t. l, pág. 400. 
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efecto respect.o del vendedor; siendo resuelto el derecho 
del propietario bajo condición resolutoria, sus acreedores 
personales jamás han tenido derecho Bobre el inmueble, 
pues cemo si nunca hubiese estado en el dominio de su 
deudor, y, por t.anto, elemhargo y la adjudicación cae­
rian. ~1) 

Lo mismo sucede con los fallos pronunciados contra el 
comprador, cuando reconocen á terceros dE.rechos reales 
sobre el inmueble vendido. El fallo equivale á un contra· 
too El comprador no puede ya gravar el inmueble con de. 
rechos reales ni por vía de fallo ni por convenio. No puede 
decirse que es el causahabiente del vendedor, porque res 
cindiéndose la venta retroactivamente, jamás ha sido cau· 
sahabiente del vendedor; debe, pues. aplicarse el princi­
pio en virtud del cual el vendedor no puede estar ligado 
por un fallo en q l1e no ha sido parte ni ha sido represen­
tado. ¿Si el fallo es favorable al comprador, puede invo­
carlo el vendedor? Se euseña la afirmativa; nosotros vol· 
veremos á ver la cue"tión al tutar ne la cosa juzgada. 

120. Se aplica el principio de la rescisión á los actos 
de administración hechos por el comprador? Ya hemo" 
examinado la cuestión más arriba. (n. 83.) 

121. El artículo 1183 se aplica á toda especie de contra­
to. Podrla responderse que la ley no distingue y que por 
consiguiente, no hay lugar á di.tiaguir. Esto sería aplicar 
los principios de derecho de una manera mecánica. Hay 
que ver si la distinción no resulta de los términos de la 
ll'ly. El articulo 1183 dice que la condición resolutoria es 
aquella que, cumpliéndose, pone las co~as en el mismo es· 
tado que .i la obligación no hubieRe existido. Esto supone 
que las cosas pueden volver á ese estado, es decir, que la 
resoluci6n, tal como la ley la entiende, es posible. La re-

1 A uur, , Rau, t. IV, pág. SO, pfo. 302. 
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soluci6n es posible cuando 108 contratoR Re fuvdllll inme­
diata y definitivamente en el momento en que 8e forman: 
r," leR 80n la venta, la donaciór., el cambio, ,te. El efecto 
ue estos contratos consiste en uu LecllJ jurídico, la trasla­
ción de la propiedad; este hecho puede ser destruido con 
todlls sus consecuencias por la condición resolutoria que 
secllmple. Poco importa que el comprndorhaya sido puesto 
AU posesión, pues las consecuencias de esta posesión pue­
den también desaparecer, y el comprador restituirá 108 

frutos como si hubiese pOBeldo el vendedor. (1) No suce· 
ne lo mismo con loa contratos que se confunden sucesiva­
mente, tales como el arrendamiento. Las pntJo frecuente­
mente estipulan la resolución del arrendamiento, por ejem· 
plo, si el arrendatario es funcionario, para el c&.o en que 
sea llamado á ejercer sus funciones en otra ciu·.Ld. Esto 
no es una resolución, pues es imposible que el arrenda­
miento sea resuelto, como si no hubiese habido contrato, 
Enef¿cto, el arrendatllrio ha ocupado las fincas arrenda< 
(In, c' mo arrendatario; hé ahl un hecho que no puede desa' 
l,ar~rer. Y la intención de las partes ciertamente no es ha· 
cerlo desaparecer, pues todo lo que desean e8 poner fin al 
IIrrmdamiento y por tanto, la pretendida condición resolu· 
tori" no es, pues, sino un término que pone final al contrato, 
porque el arrendamiento ha existido, ha producido 8U8 

efectos y estos efectos quedan resueltos, Volveremos so­
bre la cuestión al tratar del término. 

Lo mismo sucede con el contrato de renta vitalicia. 8e 
admite generalmente que las partes puedan estipular que 
el contrato quedará resuelto por la falta ne pago de hH 
pensiones. Pero esta pretendida resolución, no lo es. Du­
rante todo el tiempo que el contrato ha existido, el deudor 

1 Aubry y Naa, t. 1 V, pág. 85, nota 90, pro. 302. Larombiere, to­
mo JI, pág. 284. núm. 72 del arto 1,183 (Ed. B" t. 1, p~g. 426). 1Ie_ 
1lI010mb., t. XXV, pág. 447, núm. 469. 
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ha tenido, en BU favor, los modos de extensión del contra­
$0, que hubiera aprovechado si para él hubiesen cambiallo; 
las pensiones que ha debido pagar extinguen el precio de 
estas suertes, y eH imposible que la resolución destruya 
los efectos que el contrato ha producido, y, por tanto, la 
resolución solamente pone fin al contrato. Esto es también 
lo que impropiamente se llama un término resolutorio. (1) 

Un caso singular se presentó ante la Corte de Lieja. Una 
sentencia del rey Guillermo, del 22 de Julio de 1820, 
acordó la concesión dE> un camino de Lieja á la frontera 
de Prnsia, entre Chenée y 'fheux. Habiendo comprendido 
108 concesionarios que el Gobierno tuvo el proyecto de 
enderezar el anLiguo camino, lo que hubiera perjudicado 
á la nueva comunicación, se dirigieron al rey, que decidió 
que el proyecto no tendría lugar, y por efecto de esta re­
solución, las acciones de la compañia concesionaria fueron 
explotadas. Después de la revolución, el Gobierno belga 
construyó un camino de hierro de Lieja á Verviers, é hizo 
la reforma de la calzada. La compañia, viendo en estos 
trabajos una violaeión á las obligaciones contraldas por el 
Estado, demandó la resolución de la cORcesión, el reembol­
so de todo lo que habla anticipado y los daños y per­
juicios. 

Estas pretensiones fuaron rechazadas por la Corte de 
Lieja, 1 sobre la demanda intervino una sentencia de de­
negada casación fundada en que la resolución era imposi­
ble. La Corte invocó el texto del arto 1,183, según el cual 
es de la esencia de la .condición resolutoria que las cosas 
vuelvan ti su antiguo estado, como si el contrato no hubie­
se existid(,. Slguese de esto, que la condición resolutoria 
no puede aplicarse á los contratos de naturaleza tal, que 

1 Oaeu, 16 de Dioiembre de 1843 (Dalloz, palabra Renta Vitali­
cia, n6m. 100). Compl\rese una deoisióo fim\loga en materia de pri­
vilegios de invenoión. Denegada oasaoióo, 27 <le Mayo de 1839 (Da­
Hoz, palabra Privilegio de Invención, n6m. 215. 
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es imposible volver las C:081\8 á BU estada primitivo. Todo 
1" qne pueue dern8nnar.e, son 108 daño, y perjuicios con­
tra la parte que no lla cumplido sus obligaciones. En el 
caRO, las obligaciones respectivas de la! partes contratan­
tes consistian, por parte de la compañía, en conatruir tÍ su 
costa el camino de la VeRdre, con &1 derecho de percibir 
lo. pa.ajes durante un tiempo determinado, y por parte 
<lel Estado en permitir la ~onstrucción, la percepción de 
los pasajes, y no autorizar la reforma del camino de la 
Clef. El Estado faltó tÍ esta ,íltima obligacion pero fué im. 
posible rescindir lo que se habla hecho, uejando el cami­
no á la propiedad privada; él camino entró en el dominiq 
público, y era imposible que no permaneciera, y desde en; 
tone es la resolución no purlo ser pronunciada. 

§ VI.-DE LA CONDlCION RESOLUTOllIA TACITA. 

¿En qué easo tiene lugar la eondici6n r~8olutoria tdei/a? 

122. El arto 1,184 dice: "La condición resolutoria siem­
pre se sobreentiende en los contratos sirtalagmáticos, pa­
ra el caso en que una de las partes no cumpla su obliga­
ción." Esto es lo c¡ no se llama condición resolutoria t áci­
ta, porque no se estipula por lllB partes contratantes, ~ino 
que se "sobreentiende" en virtud de la ley. E,ta con di­
ciJn viene del uso, y en derecho romano solo existió para 
los contratos inuomin~dod, y no se la conocla en los pal­
~es de derecho eacrito. Pothier nos dice 108 motivos por 
los cnales la jurisprudencia admite la condición resoluto­
ria, en C8S0 de falta de cumplimiento de las obligaciones, 
sin que haya sino estipulada. 

Según el rigor ue los principios, la condición resolutoria 
debería estipularse, esto es lo que se hizo en derecho ro­
mano bajo el nombre de pacto comisorio; y en defecto de 
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eatipulación, cada una de las partes tenia solo la acci&n que 
nacla del contrato, para obtener el cumplimiento forzado. 
Este procedimiento no carecla de dificultad. La más fre­
cuente, dice Pothier, es la de no poder sin grandes gasto., 
hacerse pagar de sus deudores. Con frecuencia sucedla que 
losga.tos absorblan una parte del crédito. La resolución, 
ahorra estas lar~a8 y costosas Ilemandas; basta edtablecer 
el heChO de la falta de cumplimiento que no puede Degarge, 
después de un plazo que el juez concede, y la resol!lción se 
pronuncia si el deudor no cumple SUB obligaciones. tl) 

Pothier no dá más razón que la condición de utilidad, 
es decir, de equidad. Los autores modernos agregan que 
la equidad está de acuerdo con el derecho. En 105 contra· 
tos sinalagmáticos, la obligación de una de las partes es 
causa de la obligación contratada por la olra; si, pues una 
de ellas 110 llena sus obligaciones, la obligación de la otra 
cesa, por lo mismo que hay una causa. (2) ¿Será cierto que 
la condición resolutoria tácita es una consecuencia lógica 
de los principio~ q\le rigen la causa? El error BOS parece 
evidente. La causa es un elemento esencial de lvs conve­
nios' y donde no hay causa, no hay contrato; más la causa 
existe desde que hay obligaciones correlativas, y entonces 
es cuandu las obligaciones no se han cumplido: el acree­
dor, ¿no tiene su acción para obligar al deudor á cumplir 
SUB obligaciones? E.to es suficiente para que haya causa. 
No es, pues, exacto que cuando el comprador no paga el 
precio, la obligación del vendedor 110 tiene ninguua caUBa, 
el vendedor tiene una acción y uua acción revestida de un 
privilegio; puede obligar al comprador tí cumplir 8U obli· 
gación y él, por su parte, debe llenar la BUya. He ahl los 
verdaderos principios. 

1 Potbier, De! Oontrato de Venta, núm. 476. ]Je las Obligaciones. 
nflm.67:1. 

2 Larombi~re, t. n, pág. 294, núm. 1 d~l arto J,184 (Ed. B., t. l, 
pA,. 430). Demolombe, t. XXV, pA,. 460, nflm. 489. 
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Lo que se presenta como un motivo de derecho, no es 
más que unll consideración de equidad. "El vondedor no 
le obligr. á entregar la cosa, sino bajo la condición de que 
el comprador pague el precio; si este no paga, no cumple 
su obligación, y la equidlld demanda que el vendedor 8ea 
también eximido de la obligacióu que contrajo. Se puede 
decir que esa fué la intención de las partes contratautes, 
y por esa razón, estipularou el pacto comisario. ¿Qué ha­
ce el legislador? Estipula para las partes sobreentendién. 
dose la condición resolutoria. 

123. ¿En qué contratos se sobreentiende 111 condición 
resolutoria? El arto 1,184 responde á la cuestión, diciendo 
que es en 108 contratos sinalagmáticos. Esta expresión tie­
ne un sentido legal, puesto que el arto 1,102 define el con· 
trato sinalagmático: es aquél, en el cual los contratantes, 
8e obligan recíprocamente unos con otros, es decir, el con. 
trato que la doctrina llama sinalagmático perfecto. (1) De 
aquí 8e sigue que la condición resolubOria no es sobreen­
tendida en 108 contratos bilaterales imperfectos; lo cierto 
en esto es, que es~s contratos no son sinalagmáticos en el 
sentido de la ley; porque el texto del arto 1,184 no 8e la. 
puede aplicar. El espíritll de la ley lie opone igualmetlte. 
¿Sobre qué se funda la condición resolutoria tAcita? Sobre 
la intención probable de las partes contratantes. ¿Y cuán. 
do se manifiesta esta intención? Desde el momento en que 
las p8rt~8 consienten. Si cuando se hizo el contrato, una 
sola de las partes se obligó, ¿se puede decir que la otra tie· 
ne dereí:ho de demandar que Bea librada de sus obligacio· 
Iles aunque no Iss tenga? La cuestión e~ absurda. 

Para mayor abundamiento, el arto 1,184 es inapli<lable 
á los contratos' unilaterales. Aqul el argumento del texto 

Vónso el tomo XV .1e estos Principios, pág. 490, ntlru. 435. 

P. d. D. roao XVI[.-
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toma nueva fuerza. Deoir que la condioión resolutoria e9 
sobreentendida en los oontratos unilaterales como en 10ij 

bilaterale~, es decir que 10 es en todo~, puesto qu~ todo 
contrato es bilateral ó uuilateral; e~to sería, pues, borrar 
del arto 1,184, la palabra "sinalagmáticos." El intérprete 
tiene derecho de alterar el texto de la ley. Si al menos hu· 
biera motivo para decidir, se podría invocar la anlllogla. 
Mas ninguna (le las razones que 8e invocan para sohreen· 
tender la condición resolutoria en los contratos sinalag­
mático~, puede tener aplicación en 108 contratos unilate­
rales. Estas razoues se redllcen ádecir que la equidad de­
manda que si una de 18.S pa rt~s no 11enl\ sus obligacione., 
la otra sea librada de las suyas; esto supone que cada \lna 
de las partes está. obligada, lo que excluya los contratos 
unilaterales. (1) 

Sin embargo, la mayor parte de los autores siguen la 
opinión contraria. Desechamos, desde luego, un argumen· 
to que no es una razón jurídica. "Todos los contratos, di. 
ce Troplong, se hacen actualmen te bajo la influencia de 
la8 mismas reglas de lealtad y de equida(l" La lealtad no 
tieue nada que ver con este debate, porque no 6S á cau· 
sa de la mala fe ó de la deslealtad del deudor por lo que 
el acreedor tiene <l.~recho á la resolución. En cUllnto á la 
equidad, acabamos de decir en qué sentido autoriza la de­
manda en resolución, cuando una de las partes falta á sus 
obligaciones; este motivo supone dos obligaciones reclpro. 
caso ¿Se ha visto generalizar la condición, extendiendo, 
por equiclad, á toclos los contratos lo que el texto dice de 
los contratos bilateralos? Respondemos que el intérprete 
no tíene ese derecho. En efecto, el arto 1,184 establece una 
condición legal; pero no hay condición legal má~ que en 
virtud de una ley, como no hay!presunción legal más q&e 

1 Aubry y Ran. t. IV, pág, 82, nota 7\1, pro. 802. 
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en virtud de la ley, ni hay substitución legal más que en 
virtud Je una ley, y como sin la ley nO habria hipoteca 
legal. Cuando un derecho es legfll, ellegi .. lador solo tie­
ne el derecho de establecerlo; él solo es juez de las con­
.ideracione, de equidatl. por la, cuales se sobreentien­
<le la condición resolutori .. en ciertos contratos, y él solo 
podrá aplicar á todos los contratos lo qne ha establecido 
para los contratos bilaterales. 

Se invocan textos, más los textos qne se citan, atesti­
guau contra lo, ljue lmocan un '1poyo. A~i se prevee en 
los arts. 952 y 954, (1) es decir, la revocación ó resolución 
de las donaciones por falte de cumplimiento de las car­
gas; pero cuando uua donación es hecha cou carga, deja 
de ser un contrato nnilateral yes bilateral; este caso está 
comprendido en el arto 1,184. 

Se citan otros articulas que conceden plazos. ¿Es esto 
un plazo ó una resolución? El deudor no puede reclamar 
el beneficio del término cuando ha falt~llo ó cuando por 
su causa han disminuido las seguridadeR que habia dado al 
acreedor por su c.ontrato {3rt. 1,188). El arto 1,188 110 tie­
ne nada de común con el art.1,184; lo probaremos más 
adelante. Si el usufructuario abusa de su posesión, los tri­
bunales pueden pronunciar la extineión del usufructo (ar­
ticulo 618). Esto ea unll pena, ¿y una pena es una resolu· 
ción~ Después de haber citado confusamente un gran nú· 
mero de disposiciones, todas más ó méno.~ extraiías á la 
condición resolutoria tácita, M. Larombicrn agrega: "es pre­
ciso reconocer que estos diversos casos ,le resolución no 
entran en los términos rigurosos del arto 1,184." ('l) Si 110 

80n comprendidos en el arto 1,184, que solo es relativo á 

1 Dnvergier 800re Toul1il1l', t. lB, 2, l'ág. ~:67, Ilota b. DCluololll_ 
be, t. XXV, pág. 467, núm. 495. 

:1 LaromlJillre, t. n, p{.g. 298, núm •• 3 y <1,101 arto 1,184 (EIl. n., 
t. 1, pfig. (33). Duyergier sobre Toullier, t. UI 2, p{.g. 367, nota 2. 
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la condición resolutoria tácita,.es preciso decir que estas 
disposiciones especiales son extrañas á nuestra materia. 
Entonces, ¿por qué las invocl\n~ En cuanto á las disposi­
ciones quo tienen alguna analogla con el arto 1,184, las 
examinaremos en el tltulo bajo la rúbrica de la cual están 
colocadas. 

124. En los términos del arto 1,184 la resolución puede 
ser demandada cuando ulja de las partes no cumple su 
obligación. ¿Se necesita que haya una culpa ó una negli­
gencia que reprochar al que no ha cumplido la obligaciór.? 
Los autores responden uegativamente, fundándose en loo 
términos generales de la ley que no distingue. ¿No es esto 
demasiado absoluto? El arto 1,184 agrega ,¡ue el juez ¡me. 
de conceder un plazo al demandado según las circunstan· 
cias. ¿Cuáles 80n estas cirounstanoias? La ley no lo dice; 
toca, pues, al juez aJ'lreciarlas, y él puqde, por consignien' 
te, conceder un plazo al dendor, fundándose en su buena 
fe y en la ausencia de toda culpa. En este sentido, la neo 
gligencia del deudor puede tomarse en consideración por 
el juez é influir sobre su d1lcisión. (1) 

125. Si el deudor 110 cumplió su obligacion por efecto 
de un hecho imputable al acreedor, éste uo podria deman­
dar la resolución. El arrendador designa un notario para 
recibir laH rentas; el arrendatario 00 presenta ante el nota. 
rio, quien se niega á cumplir las instrucciones. Se juzgó 
que en e8ta8 circunstancias no hubo lugar á demandar la 
resolucidn del arrendamiento por la razón muy clara de 
que no hnbo falta de cumplimiento de la obligación. Se 
objetó que el araendatario hubiera debido hacer ofertas 
reale~ y consignar en la. formas <1,~terminarla8 por la ley 
(art. 1,257 y sig.) L~ Corta respondió que esta pretensión 

1 Larombier., t. H. pág. 308, not" 6 del arto 1,184 (Ed. B., t.I, 
pág. 4M~ Anbr.v y Rall, t. IV, pág. 83, nota 82. Demolombe, too 
mo XXV, pág. 468, nlÍm. 497. 
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fué sin fundamento: las ofertas real~s ,. la consignación, 
no se prescriben sino cuando el tIeudor quier a libl'arse. 
EIl el caso, no BS trató de librarse; el juez eoL¡ debió fijar­
se en tina cosa, y es, que por culpa dei /lcreedor no pudo 
el deudor librarse, porque la negativa del mandatario do 
recibir las rentas so hizo constar por acta del secretario, 
lo que fué decisivo. (1) 

126. Cuando hayá errorea recíprocos por Farte de cada 
uuo de 108 contratantes, es al juez á quien toca pesarloN. 
La Corte de Casación ha dcidido que los jueces de hecho 
tienen un derecho absolnto de apreciar los perjuicios de la 
parte para quiell se ha faltado en el cumplimiento del cou. 
trato. En el caso, la Cort9 de Lyón pronunció la rasolu­
CiÓlI, s'mque el demandante, bajo ciertos aspecto." contra­
vino también á sus obligaciones. El mediero de un inge­
nio comenzó, contra las cláusulas del contrato, la eXplota­
ci611 Je la finca sin la autorización del Prefecto, y ann 
contra ~u prohibición. Por este motivo la resolucióu de­
bi,', pr'¡uunciarse. El mediero objetó que por su lado ~l 

arfen lador 8e negó :i solicitar la autorización como se ha­
bía cbligarlo á hacerlo. La Corte respomlió que esto no le 
excllsabll de haber violado, al mismo tiempo, el contrato 
y u,,,, ley de orden público. (2) Se ve la diferencia que 
existe entre este caso y el qua juzgó la Corte de Bruselas. 
Hubo falta de cumplimiento, imputaba al que habla falta­
do á sus obligaciones, porque la mala voluntad del arren­
dador, no impidió al mediero demandar y obtener la au­
torización administrativa, dejomdo á ,alvo la reclamación 
de daño, y perjuicios contra aquél. 

127. ¿La falta de cumplimiento parcial de las obiiga­
ciones contraídas por una de las partes autoriza á la otra 
á demandar la resolución? Ateniéndooe al t.exto deberla 

1 Ernsel •• , l' do Mayo <lo 1871 (Pasicrlsia. 1871. !, 403\. 
2 Denegada oasaoión, 8 do Enero de 1850 (Dalloz, 1850, 1, 11). 
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decidirse que la resolución puede ser pronunciada, porque 
la ley no exige que la falta de cumplimIento sea. tota.I. 
Pero en una materia tradicional que se rige por la equi­
dad más bien que por el derecho, debe consultarse la tra.­
diciÓll para interpretar;el texto. Pothier comienza por es· 
tablecer el principio de que el vendedor puede demandar 
la resolución de la venta cuando el comprador no paga el 
precio. Despues agrega: "Respecto de todas las otras obli· 
gaciones, sea del vendedor, sea del comprador, se deciden 
86fJún llU circurntancias, como se decide si su falta de cum­
plimiento dá lugar á la resolución del contrato, esta tiene 
lugar cuando (o qus se 1118 ha pr011l8tidO es de tal naturaleza, 
que de no ser lo mismo, yo no hubiese contratado. Si no 
puede asegurarse que yo no hubiera querido comprar la 
cosa, aino solamente que yo no hubie@e querido comprarla, 
yo no podría demandar la resolución del contrato, sino so· 
lamente una disminución del precio." Pothier aplica esta 
distinción á la evicción parcial, .:¡ue puede, según las cir. 
cunstancias, autorizar la resolución. (1) 

La jurisprudencia es dudosa. Se ha juzgado que la falta 
de entrega por el vendedor, de alguno de los accesorios 
del objeto vendido, como sucede en el caso de la entrega 
de una máquina de vapor, dá lngar á la resolución de la 
venta. Este accesorio fué, es cierto, un elemento esencial 
de la cosa. Pero la Corte de ('asa~ión ha decidido, en prin. 
cipio, que los jueces no pueden, bajo el pretexto de la po· 
ca importancia de los objetos no entregados, sustituir ar, 
bitrariamente á la anulación del contrato, unu indemización 
pecuniaria pagada al vendedor por el comprador: (2) Los 
editores de Zacharílll admiten este principio, pero con re' 
serva.' la condición resolutoria, dicen, aun en el caso de 
falta de cumplimiento simplemente parcial "cuando por lo 

1 Pothier, De la Vellta, núm .. H5 y 476. 
2 Oasaolón, 12 de Abril de 1843 (Sirey, 1843, 1, 281). 
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menos, se trata de una obligación positiva de dar ó de ha­
cer ," no tocarla, en ~emejante caso, al juez sustituir la re· 
solución demandad. por una de las partes, con una indem' 
nizacióu pagadll por la otra. (1; Volveremos á tratar esta 
reserva. 

En 1866, la Corte de Casación rindió una sentencia en 
el sentido de Pot~ier, lo mismo que una senteucia de prin­
cipio. "Perten~ce á los tribunales, dice la Corte, buscar en 
los términos del contrato y en la apreciación de la intención 
de lh8 partes, cuál es la e",tensi6n y el alcance de la obliga­
ción subscripta por la parte que habría faltado." Elto~" 
lo que enseña Pothier; la Corte se fundó en la esencia mis· 
ma de la condición resolutoria. "La resolución pronuncia. 
da por el arto 1,184 es la confirmación de e,ta "egla de 
equidad, que no p'lrmite dejar, á uno de los contratantes, 
en los lazos del contrato, cuando la otra parte no le pro 
porciona el equivalente." Es preciso ver cuándo hay taita 
de cumplimiento parcial, y si está en la obligación prin­
cipal ó en una cláusula accesoria. En el ca80, la sentencia 
atacada jU1tifica que la violación de la obligación repro­
chada á una de las partes, no concierne más que á una 
cláusula accesoria. La Corte concluyó que no habla lugar 
á la resolución del contrato principal, sino que una con­
denación á daños y perjuicios seria suficiente repara­
ción. (2) 

En una sentencia más reciente, la Corte de Casación 
aprueba formalmente la doctrina de Pothier, interpretan· 
do el arto 1,1M por el arto 1,636, relativo á la evicción 
parcial. Un establecimi~nto indu8trial fué vendido en 
200,000 francoe, bajo eeta condición, que el Tendedor evi­
tale toda concurrencia en el territorio en que estaban si-

l Anbry y Ran, t. IV, pág. 38, pfo. 302. 
2 llenegada oasaoión (le la Sala Oivil, 29 <le Noviembre de IStlIi 

(Dalloz, 1866, 1; ~1). 
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tuados lo. molinos. El comprador demandó la resolución 
de la venta por infracción á esta cláusula. Fué cierto que 
el vendedor faltó á suobligacion, asl lo atestiguó la Corte 
de Rennes. Pero, dijo ésta, la infraccion tuvo muy poca 
importancia; los hechos que el comprador reprochó al ven­
dedor no representaron sino un valor insignificante de un08 
veinte mil francos, aun cuan10 108 negocios hechos por el 
comprador S8 fijaron en millones, por cada año. En seme­
jante situación, dijo la Corte, la equidad y la justicia no 
permiten pronunciar la resolución, pues siendo relativa­
mente poco graves los daños, bastó conceder al comprador 
una indemnizacion. La Corte no dá otro motivo en dere. 
cho, que el texto del arto 1,184, que según ella, permite 
negar la accion reMolutoria. Se demandó en Casacion, por 
violaJion del I1rt. 1,184. E,te articulo, dijo el demandante, 
no di!. al juez el derecho de negar la resolucion, autoriza 
simplemente conceder un plazo cuando la obligacion no 
cumplida es todavía susceptible de cumplimiento. La Cor­
te de CasBcion rechazó la demanda. El arto 1,184, dice ella, 
debe combinarse, en materia <ite venta, con el arto 1,636: 
si el comprador sufre eviccion solamen te de una parte de 
la cosa, hay falta de cumplimiento parcial de la obliga­
cion contraída por el vendedor, de hacer propietario al 
comprador. ¿Qué decide 111 ley? El comprador obtendrá la 
resolucion ole la veuta, si la parte por la que ha sufrido 
eviccion es de tal importancia, relativamente al todo, que 
el comprador no hubiese comprado sin la parte de que ha 
sido privado. La Corte aplicó este principio, por analogía 
en el caso, Como la venta versó sobre un establecimiento 
indnstrial y sobre la clientela que tenia, pudo asemejarse 
la falta del vendedor á una eviccion parcial, lo que dió 
al juez del hecho un poder soberano de apreciacion. (1) 

1 Denegada olll!8oión, 26 de Mayo de 1868 (Oolloz. 1869, 1,365) 
Oompérese denegada oasaoión, 4 de Marzo de 1872 (Dalloz, 1872, 
1,361). 
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La jurisprudencia de la Corte de Caución, es, pues, va· 
riada. Se ha ensayado conciliar las diversas decisiones que 
acabam08 de citar, aplicando la última solo al caso en que 
la resolución se demande en razón de una contravención á 
llna obligación de no hUcer. (1~ Esto, desde lnego, es ha, 
cer decir á la Corte lo que no h!l dicho, pues ni señal hay 
en sus sentencias, de la distinción que pretende estable­
cerse entre la obligación de dar ó de hacer, y la obligación 
de no hacer. El texto del Código es igualmente contrario 
á esta di8tinción; si se atiende al texto, debe seguirse la 
primera jurisprudencia de la Corte y decidir que toda in' 
fracción al contrato, justifica la resolución. Por fin, no ve. 
mos nosotros que ésta distinción encuentre apoyo en los 
principios. El arto 1,184 no expone un principio jurídico, 
deroga más bien el rigor del derecho, Ó sea, como dice la 
Corte de Casación, una regll\ de equidad; y por tanto, el 
juez debe tener en esta materia una grande latitud de apre­
ciación. (2) 

El deudor cumple en parte el contrato, después, acci­
dentes de fueua mayor le impiden concluir el cumplimien. 
too ¿Hay lugar de pronunciar la resolución? La Corte de 
Casación ha opinado que nó. Ha juzgado en términos de­
masiado absolutos, que la ley supone la negativa del deu­
dor ~n el cumplimiento de BUS obligaciones; la ley no dice 
ésto. En el caso, la equidad estuvo evidentemente por el 
deudor; la insurrección de los negrOR en la Isla de Santo 
Domingo impidió á ambas partes cumplir el contrato, no 
pudo, por tanto, ser cuestión de resolución. El propietario 
<le dos ricas habitaciones siguió al general Loclerc en la 
expedición emprendida para reconquiMtar la Colonia; trató 

1 Anbry y Ran, t. IV. pág. 83, pfo. 302, nota 81. 
2 Comp~re ... Larombiero, t. n, pág. 306, n~m.l0 del art.l,184 

(Et!. B., t. J, pág. 435). 
p. de D. TOldO xVII.-21 
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con un negociante para que girase estos establecimientos, 
de los qne le cedió la cuarta parte á titulo de recompensa 
por lo, servicios que prestó. En cumplimiento de este 
IlOntrato, el negociante se estableció en la Colonia con su 
familia, pero á su llegada las dos habitaciones estaban en 
poder de los negros. Ambas {lartes se encou'raron en la 
imposibilidad de cumplir sus obligacione5; el propietario 
no pudo entregar la cuarta par~e de las habitaciones qua 
había cedido, y el cesionario no pudo administrar ni velar 
por su cuidado. Determinada, por estas consideraciones 
de hecho, la Corte de Poitiers se negó á pronunciar la re­
solución del contrato y adjudicó al cesionario la cuarta 
parte de la indemnización qu~ la ley de 1826 concedió á 
los colonos. La decisión fué fundada en la equidad, más 
bién que en el rigor del derecho y fué confirmada por la 
Corte de Casación. (1) 

128. El arto 1,978 trae una excepción á la regla estable. 
cida por el arto 1,134: cuando el deudor de una renta no 
paga las pensiones, el acreedor deberla tener el derecho 
de obrar en resolución del contrato, al menos por la renta; 
el arto 1,978 no le p~rmite demandar el reembolso del ca. 
pital, ni reclamar la restitución de la posesión de la finca 
enajenada por él. Diremos, en el titulo de los "contratos 
aleatorios," cuál es el motivo de ésta disposición qU'l no es 
una verdadera excepción al principio de la condición re­
solutoria tácita. Se admite que hay también una excep­
ción en materia de partición; nosotros hemos examinado 
la cuestión en el titulo de las "Sllcesiones." (2) Examir.a. 
remas en el titulo de la "Venta" la cuestión de saber si la 
condición resolutoria existe en las ventas de muebles; la 
afirmativa es cierta. 

1 Denegada casación, 27 de Marzo de 1832 (Dallol. palabra Obli­
gacionu, nAm. 1,246, 28 

2 Véase el tomo X (le estos Principio" pág • .1;59, núm. 460. 
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Núm. 2. ¿Cómo obra la condición rlsolutaria tdcita? 

129. La condición resolutoria expresa, obra de pleno 
derecho (núm. 114). No sncede lo mismo con la condi­
citln resolutoria tácita: "en este caso, dice el arto 1,184, el 
contrato no se resuelve de pleno derecho." ¿Cuál es la ra­
zón de la diferencia? El motivo por el cual la condición 
resolutoria expresa, obra de pleno derecho, no recibe 
aplicación en la condición resolutoria tácita. Si la condi­
ción resolutoria estipulada por las partes, obra de pleno 
derecho, es porque tal es su voluntad, y su voluntad tie­
ne lugar de ley. La condición resolutoria tácita, está so­
breentendida por el legislador; oe funda en consideracio­
nes de equi<lad, más bien que en motivos de dereeho; y 
la equidad que la j'lstifica no es una causa abaoluta de re­
vocación, son las circunstancias las que justifican la reso­
lución, pero estas circunstancias pueden ser tales, que la 
resolución no deb .. ser pronunciada; acabamos de citar 
ejemplos (núm. 127!. Hé ahl por qué él juez debe inter­
venir para apreciar lo§ hechos. Hay también otra razón, 
por la cual la resolución no puede tener lugar de pleno 
derecho en el caso del arto 1,184. La condición resoluto' 
ria tácita se funda en la falta de cumplimiento de las obli. 
gaciones contraidas por una de las partes. Cuando el deu­
dor no cumple sus obligaciones, el acreedor puede extre­
charlo, sea persiguiend0 el cumplimiento directo de la 
obligación si consiste en dar, sea demandando los daños y 
perjuicios. El acreeedor tiene, pues, dos derechos en caso 
de falta de cumplimiento; el arto 1,184 lo dice: "Aquella 
de las partes para quien se ha faltado al cumplimiento de 
la obligación, puede elegir, entreforzar á la otra al cum­
plimien'o del contrato, cuando es posible, ó demandar la 
resolución con los daños y perjuicios. Esta elección entre 
dos derechos, neceaita una manifestación de voluntad, y 
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desde eBtollces, nu puede ser cuestión de una re801uciót: de 
pleno derecho. pues esta resolución privarla á la parte in­
teresada de uno de los derechos que le pertenecen del de' 
recho de persegnir el cumplimiento furndo del contrato. 
Pero una simple manifestación de voluntad 110 basta, por­
que el derecho á la resoluci6n no es un derecho absoluto, 
está Rubordinarlo á la apreciación de las circunstancias. 

Hé ahl por qué el juez .iebe intervenir para pronunciar 
la resolución Esta es la diferencia esencial que existe en' 
tr" la condición resolutoria expresa y la condición resolu. 
toria tácita; la primera tiene lugar por la voluntad de las 
partes, y la otra resulta de la decisión del juez. 

180. Slguese de ahi, que en el caso de re~olución expre. 
sa, el juaz, regularmente, no interviene. Es el contrato el 
que anticipadamente ha pronunciado la resolución, si llega 
tal suceso, y desde el instante en que 8e cumple la condi­
ción, el contrato queda resuelto. Nada hay que demandar, 
y, por tanto, tampoco hay acción que intentar. Cuando 
haya slguna duda sobre el punto de saber si la condicióu 
realment~ se ha cumplido tal como las partes la estipula­
ron, el debate naturalmente debe llevarse ante los tribu­
nale~, pero la única cuestión que el juez deberá resolver, 
es el punto de hecho. N o es él quien pron unciará la re' 
solución, se limitará á declarar que estando cumplida la 
condición, el contrato ea!á re~uelto en virtud de la volun­
tad de las partes contratantes. El juez no tendrá ni neceo 
sidad de hacer esta declaración, basta que haga constar 
qu~ la condición se ha cumplido; dp.sde entoncea la TO­

luntad de las partes recibe su cumplimiento y el contrato 
queda rBauelto. Con mayor razón el jUdz no puede decidir 
que el contrato no quedará resuelto, aunque la condición 
resolutoria se haya cumplido. Esto seria violar elut.l,184 
según el cual, el contrato tiene lugar de ley, y eata ley 
obliga al juez lo mismo que á loa contratantea. 
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131. El principio establecido por el arto 1,184, de que 
la condici~n resolutoria no obra de pleno derecho, recibe 
excepciones. En materia de venta de merr~nclag y eree­
tus muebles, la resolución de la venta (¡ene luga.r de polpltO 
derecho, en provecho del vendedor, despué~ de la expira.­
ción del término convenido para el retiro (art. 1(57). 
Volveremos ti ver esta disp08h,ión en el titulo de la "Ven' 
la." Hay casos en que la ley pronuncia la resoluci¡)o, fan.­
dándose en la voluntad tácita de la8 partes contratante,. 
Eu los términos del arto 1,913, el deudor de una venta per­
petua, puede Bir obligado al retracto, .i deja de cumplir 
sus obligaciones durante dos anualidade8. Se ha juzgado, 
en e8ts caso, que la resolución del contrato no debe ser 
demandada judicialmente; el acreedor puede proceder por 
vla de ejecución si hay un titulo auténtico. Volverel11o-s 
Bobre este punto en el tltnlo de los "contratos alea~oriOlf." 
Se cita el arto 960 que pronuncia la revocación de l. do­
nación, por causa de superveniencia de hij08, peto liS" 

di. p;¡_,ición nada tiene de común con la condición resolu­
toria tácita. ll) 

13'1. El arto 1,184 dice que la resolución debe deman· 
darMe judicialmente. ¿Se necesita que la acción jlldicials8a 
precedida de una constituci6n en mora' No expondremol 
la cuestión, pueala respu-esta nos parece tan evidente, qIJe 

un autor de nota respondió al pro y el contra en un mie­
mo número. M. Larombiére comienza pClr establecer, en 
prindpio, que el acreedor debe préviamente constituir en 
mora ti su deudor, cuando por lo menos, se trate 11010 de 
un simple retardo; da pOr raz!Ín que la acción resolutoria 
es una acción extrema de indemnización. Esto no e. exac· 
to, el texto mismo de la ley lo prueba; el arto 1,184 dice 
que el acreedor puede demandar la "re80lución con deños 
'1 perjuicio.," r por tanto, la rf801ución no tiene lugar de 

J Compllrelíe DurantóD, t. XI, pág. 101, núm. 89. 
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indemnizacidn; el buen sentido, por otra parte lo dice. 
¿OUI\I es el efecto de la reBOluciónP Poner las cosas en el 
mismo estado que tenian, como si el contrato no hubiese 
existido; ¿ésto es lo que indemnizará al acreedor de la 
pérdida que ha sufrido por la ralta de cumplimiento del 
contrato y de la ganancia que no ha realizado? Después 
de decir que el acreedor debe constituir en mora á su deu. 
dor an'ls de intentar la acción, M. Larumbiére agrega que 
no ee necesario, sin embargo, un requerimiento, pues bas­
ta con la citación dada judicialmente, para que el vende· 
dor esté en mora. Esto el decir, nó, después de haber di­
cbo el. (1) 

La jurilprudencia de las cortes de Bélgica está confor< 
me con nuestra opinión. Se ha juzgado que no es necesa­
rio constituir su mora previamente, á menos que el con­
trato imponga elta obligación. (2) Se concibe el interé. 
que el deudor tiene en Ber constituido en mora antes que 
la acción se entable, y es porque quiere reservarse un me­
dio de prevenir el juicio. El requerimiento le advertia que 
el acreedor ha decidido ejercer 8U derecho con todo rigor. 

133. En los términos del arto 1,184, "puede concederse 
al demaadado un plazo, eégún las circunstancias." Esta 
el una consecuencia del principio de que la resolncidn, en 
.1 caso del arto 1,184, no es un derecho absoluto. Cuando 
la. partes eltipulan una condición resolutoria, no se con­
cibe que el jaez obtenga la resolución concediendo un pla. 
lO. Pero cuando la resolución se funda en la falta de oom­
plimiento del contrato, el juez es ministro de equidad, y 
la equidad puede exigir que el contrato no sea resuelto 
inmediatamente. En eate !entido es en el que el informan-

1 Larombillre, t. n, pAgo 3lí2, ndm. 44 (Ed. B •• t. 1, pAr. 'lS2). 
2 Lleja, 22 de Febrero de 1871 (?a.ícriaía. 1871, 21 :1240) Y 1! de 

Junio de l83Ií (ibid., 1835, 2, 2~ol). Hay sentencia. ue la Oorte de 
Franola en sentido contrario; las oltaremos en el título])e la Venta. 
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te del Tribunado ha explicado el arto 1,184. "La autori­
zación dada á los tribunales de poder, eu este calO, conce, 
der un plazo, no su ¡>olle una infracción al principio ya 
consagrado de que 1011 contratos tienen lugar de ley entre 
los que los celebran. Aquí, la resolución del contrato es 
demandada por el mismo que puede perseguir el cumpli­
miento. El plazo que es permitido al juez conceder al deu­
dor para cumplir el contrato antes qUe la resolución sea 
concedida, se funda en un sentimiento de humanidad. Tien· , 
de á socorrer á aquel quP, circumtanciaa d8uraciadaB han 
impedido cumplir, en el día fijado, las obligaciones que ha 
contraldo." (1) Las expresiones de "humanidad r "cir­
cunstancias desgraciadas," no están bi~n aplicauas, pues 
restringen la aplicación de la ley, en IImite~ demasiado 
estrechos. La ley las emplea hablando de la cesión de bie­
nes que el deudor "desgraciado" y de buena fe puede de. 
mandar judicialmente ;art. 1,286), en el caso en que el 
deudor esté en imposibilidau de cubrir íntegramente 8US 

deudas, nada tiene de común con el caso en que el deu­
dor pide un plaza para cumplirlas. El juez debe inspirar. 
se en la eq uidad qUd rige toda esta materia. Se pregunta 
cuales son las "circnnstancias" que el juez puede tomar 
en consideración. Respondemos con la Corte de Burdeos 
que no habiEÍndolas definido la ley, han dejado, por esto 
mismo, la más amplia latitud al juez. (2) Es inútil dar ejem­
plos y citar aplicacione~: p.l juez decide soberanamente co­
mo ministro de equidad. 

184. Pothier 110S enseña como debe procederse cll8ndo 
el vendedor demanda la resolución de la venta por falta 
de pago del precio. El juez pronuncia un primer auto por 
el cual fija cierto plazo en el que ordena que el comprador 
estará obligado á pagar; vencido el plazo, se permitirá al 

1 Informe de Favaril, núm. 6\ (Locré, t. VI, pág. 19~). 
2 Burdeo~, 8 de Agosto de 1829 (Dalloz, palabra "enta; nt\m. 688). 



vendedor volver á entrar en p08e~i6n de la cosa vendida. 
Si el comprador no paga en este plazo, el vendetlor de be o b­
tener un segundo fallo que obligue al comprador á cum­
plir con el primero, eS se declara resuelta la venta. (1) El 
C6digo no prescribe esta manera de proceder, aunque la 
redar.ción del arto 1,184 la supone. Puede, pnes, abreviar­
se el procedimiento; el juez pronunciará inmediatamente 
la resolución subordinándola á la única co¡¡dición de qne 
el demandado no cumpla sus obligaciones en el plazo que 
la aentebcia le conceda. (2) 

135. ¿Puede el deudor impedir la resolución cumplien­
do aU8 obligaciones, y hasta qué momento pu ede hacerlo? 
3e enseña, y eon razón, que el deudor e~ admitido á pagar 
hasta que el juez pronuncie la resolución del contrato. En 
efecto, el acreedor jamás tiene un derecho estricto á la re· 
801ución, porque no es en virtud del contrato como tienll 
lugar, Billa porque el juez la pronuncia por consideracio­
nes de equidad. Asl, pues, aun cuando un primer fallo hu­
biera concedido un plazo y el deudor lo haya dejado pa. 
lar sin cumplir SU8 obligaciones, podrá todavla pagar en 
la segunda instancia: el contrato subsiste, y mientras no el 
resuel~o, el deudor es admitido á cumplirlo. Hay más: la 
resolución no llega á ser defiuitiva sino cuando ellallo ha 
adquirido la autoridad de la cosa juzgada. El demandado 
puede interponer apelación y ésta anula el fallo de primera 
instancia: el contrato conserva, pues, su fuerza, y por con­
aiguiente, el deudor tiene el derecho de pagar durante la 
instancia de apelación. (3) 

136. Según el arto 1,134, la parte que ha sufrido la fal­
ta de cumplimiento de la obligación, tiene la elección en-

1 Potbler, DI la v ... ta, ndm. 476. D.la. Ob/igllCio"", n(un. 672. 
:1 l4Irombim-e, t. n, pI\¡. 3Ií~, núm. 49 del arto 1,IM (Ed. B., t. 1, 

p',. 453). . 
3 Demo1olllbe, t. XXV, p~. 48:1, núm. 515. Laromb.era, t. n, 

Ñ. 31í3, aWo. 46 (Ud. B., t. 1, pAgo 443). 
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tre demandar la r080lnción del contrato y perseguir el 
cumplimiento. El derecho de resolución. q ne no es más 
que Ulla facultad fundada en la equidad, no puede perju­
dicar el derecho extricto que el acreedor tiene en virtud 
del contrato, para exigir el cumplimiento forzado. No 8U­
cede lo mismo en el caso de la condicioo resolutoria ex­
presa. Cuando las partes han estipulado la condición re­
solutoria, no pueden ya, después del cumplimiento de la 
condición, demd.ndar el cumplimiento del contrato: desde 
que la condición se realiza, no hay ya contrato, y es. por 
tanto, imposible perseguir el cumplimiento. Hay más, áun 
cuando las partes estuviesen de acuerdo para sostener el 
contrato no podrian hacerlo, pueR no pueden revalidar un 
contrato, que por su propia voluntad, está considerado 
como si no hubiese existido; esto seria anular la condición 
resolutoria y el efecto que ha producido, y este es un he­
cho cumplido que ningún poder humano puede destruir. 
!liin duda, las partes son libres para convenir cuando una 
venta es resuelta, que el comprador conserve la propiedad 
de la co~a y el vendedor el precio,pero este convenio serfa 
una nueva venta, y resultaría una nueva traslación de 
propiedad. Esta es una consecuencia lógica de la condi­
ción resolutoria expresa, obra de pleno derecho, y por 
tanto, cuando se cumple, el vendedor es considerado ha­
ber sido siempre propietario, y el comprador jamás ha te· 
nido derecho sobre la cosa; por mejor decir, no hay 
vendedor ni comprador puesto que no ha habido venta. 
Así pues, solo en virtud de una nueva venta, es como 111 
autiguo comprador puede llegar á ser propietario. 

137. El que tiene el derecho de obrar en resolucióu pue. 
de renunciar y atenerse al cumplimiento del contrato. La 
facultad de reuunciar no seria disputada. Se trata de de· 
rechos que son de interés privado, y cada uno es libre de 

P. de D. TOllO XVlI.-22 
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renunoiar á lo que solo está establecido en su favor. El 
interés general, lejos de ser contrario á esta renuncia. la 
reclama cuando 81 propietario bajo condición resolutoria 
ha hecho actos de disposición; estos acto~ caerian si se 
pronunciase la resolución y subsi.tirían, por el contrario, 
si el acreedor renuncia á la acción resolutoria. En efecto, 
mientras no se pron uncia la resolución, el contrato ~ub· 
siste y la renuncia hace imposible b resolución; el con­
trato continuará subsistiendo, y por cOllsiguiente el com­
prador quedará propietario y todos 108 derechos concedi' 
nos por él serán firmes. 

138. La renuncia ó la facultad de obrar en resolución 
puede ser expresa ó tácita. Esto 6S de derecho común, 
puesto que la renuncia es una mauifestacióu de voluntad, 
y el consentimiento puede ser tácito lo mismo que expre­
so. La renuncia tácita, como todo consentimiento tácito, 
da lugar á dificultades. Hay que guardarse de confundir­
la con una renuncia presumida. La renuucia jamús se pre­
sume; hay más, la8 renuncias son de derecho extricto, co­
mo lo dice la Corte de Burdeos; ~1) diflcilmente se les ad­
mite porque uo se renuncia n un derecho útil. Se necesita, 
pues, para que haya renuncia, que el hecho de que se de­
duce no deje duda alguna sobre la voluntad que tiene el 
acreedor de rent¡nciar al derecho de resolución. (2) La 
cuestión llega á ser una dificultad de hecho, porque se tra­
ta de apreciar la intención del acreedor. Un padre inter­
viene en el arreglo que su hijo hace con sus acreedores; 
se obliga á caucionar la~ obligaciones conti'aídas por el 
hijo, bajo la condición de que la fianza no tendrla efecto, 
sino cuando el hijo obtuvie&e el consentimiento de todos 
sus acreedores; se asti puló, por otro lado, que el pai! re am-

I Burdeos, 11 (le Julio de 1832 (Dalloz, palabra Renta. Oonstitui­
das, nó'm. 18\, ~). 

2 Larombiere, t. 11, pág. 420, núros, 99 y 100 del arto 1,184 (Ed. 
B., t. J, pág. 478). 
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pararía y dispondría del activo de su hijo. Ests descnidó 
demandar la lirma de todos 108 acreedore., el padre de­
mal>dó la reaol ución de la lianza. Se le opuso que había 
cumplido el acuerdo, en lo que le era favorable, intervi· 
niendo en los negocios de 8U8 hijo" y, por tan te, no puede 
pedir la resolución. (1) 

Por el contrario, se ha juzgado que no hubo renuucia en 
el caso siguientE.. El acreedor de una renta vitalicia esti­
pula el derecho de rellOlución; eede el lugar de su hipoteca 
privilegiada á lo" prestadores que habían anticiphdo el di· 
nero con el cual el deudor de rentas compró la finca, obli· 
gando una parte del precio á la creación de la renta vita­
licia. El acreedor tuvo dos derechos; la acción de resolu­
ción del contrato y la acción per80nal garantizada por un 
privilegio; la renuncia del lugar que le daba su privilegio 
no suponía la renuucia hl derecho de obrar en resolu­
ción. (2) 

139. El acreedot que tiene el derecho de obrar en reso­
lución, tiene tlmbién él de pers~guir el cumplimiento del 
contrato. ¿Henuncia á uno Ge e~tos derechos ejerciendo el 
otro? Supongamos 'lue comienza por demandar el cumpli. 
miento: en este caso, no hay lugar á duda; generalmente 
8e enseña que el acreedor conserva su elección; es decir. 
que si el deudor no cumple el contrato, el acreedor podrá 
intentar la acción resolutoria. La razón es bien clara, 
¿Cuándo puede el acreedor obrar en resolución? Cuando 
el deudor no cuml'le su obligación. Por tanto, antes de 
demandar la resolución, C,R naturnl que el acreedor deman­
de el cumplimieuto del cO:lLrato. 'fal es, por otra parte, el 
verdadero derecho del acreedor, el derecho que le dá BU 

1 O •• ación, 20 de Agasto de 1833 (Dalloz, palabra Obligaciones, 
núme 1,~27). 

2 Burdeos, 11 de Julio de 1832 (Dalloz, palabra Rentas Constitui· 
das, núm. 181, 2"). 
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contrato, y solamel1te cuando llega á obtener el cumpli­
miento, es cuando se decidirá á entablar la acción resolu­
toria. As!, pues, persiguiendo el cumplimiento, no mani­
fiesta la voluntad de renunciar á la resolución: tiena dos 
derechos, ej __ rce desde luego el que es inherente al contra­
to, dejando á salvo obrar en resolución; no hl>y en esto 
intención alguna de renuncia. (1) 

¿Si el acreedor comienza por demandar la resolución, 
podrá perseguir también el cumplimiento? La afirmativa 
nos parece cierta, aunque la cuestión sea controvertida. 
En efecto, la ley no exige que el acreedor ponga en mora 
al deudor antes de obrar en resolución; basta que conste 
que el deudor no cumple su obligación, para que el 8~ree­
dor pueda demandar la resolución. El acreAdor que tiene 
la elección puede, pues, intentar desde luego la acción re­
solutoria: ¿manifiesta por esto renunciar al cumplimiento 
del contrato? Por lo demás, cuando un acreedor demanda 
1 .. resoluciou del contrato, no es porque no quiera el cum· 
plimiento, sino porque no puede obtenerlo, y es por la di­
ficultad de obtener el pago, por lo que 111 antigua jurispru. 
dencia introdujo la accion resolutoria. Por tanto, cuando 
el acreedor obra en resolucion, su accion sólo prueba una 
cosa, y es que no ha podido obtener el cumplimiento; pero 
él nada renuncia, éste es siempre BU derecho esencial, yes 
por esto por lo quP ha contratado. Si, pues, en el curso 
da la accion resolutoria advillrte el modo de obtener BU 

pago, ¿por qué no ha de poder abandonar la accion y per­
seguir III cumplimiento del contrato? Se alega un viejo 
adagio: "E lecta una vla non datul' recurSU8 ad alteram." IJa 
objecioD prueba dema.iado, porque podría también opo·-

1 Oolmetde Santerr., t. V, pág. 172, núm. 10,1 b .. , n. MII88é y 
Vergé sobre Zacbarire, t. III, p('j¡. 382, nota 8. Massé, Derecho 00-
mercial, t. 111, pág. 370, núm. 1,839. Larombiere, t. n, p6g. 415 nú· 
mero {16 del art. 1,184 <Ed. B., t. 1, pág. 476). Demolombe, t, XXV, 
pág, 494, nlÍms. 529 y 530. 
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nerse el adagio en la primera hipótesis, cnando el acreédor 
intenta primero el cumplimiento y despnés la re801ucion; 
y sin embargo, los autores están de acuern", easi todos, 
en permitirle cambiar de vla. El adagio, después de todo, 
nada prueba, supone que eligiendo una de laR vlas se re­
nuncia á la otra, yen el caso, la voluntad de renunciar no 
existe. (1) 

La Corte de Casación ha cousagrado la doctrina que en· 
señamos. Ha decidido, en principio, que el aoreedor que 
t.iene dos derechos, la acción hipotecaria y la acción reso· 
lutoria, no se presume que renuncia á ésta porque ejercita 
la primera. Las dos acciones, dice la Corte, le Bon dadas 
para el mismo objeto, el pago del crédito. lIi conviene al 
acreedor dar la preferencia á la acción hipotecaria, es ba­
jo la condición sobreentendida de que esta acción será efi­
caz. Si, contra 8U intento, es desechada su acción, puede 
volver á iutentar la acción resolutoria que no hablar. nban­
donado, y cuyo ejercicio solamente habia suspendido hasta 
el fin del procedimiento del orden. (2) Estos mOI,ivo9 se 
aplican también ti 1& hipótesis en que el acreedor comien· 
7. \ por obrar en resolución: comenzar por una de las vial, 
no es renunciar ti la otra. En efecto, toda renuncia es de 
derecho estricto, basta que haya duda sobre la ""Iuntad 
de renunciar, para que no pueda admitirse. 

140. ¿Deben aplicarse los mismos principios al caso en 
que el acreedor demanda el pago contra un segundo com­
prador, presentándose en el orden para ser colocado? ¿Pue. 
de después de esto demandar le. reROlución? Esta es la hi. 
pótesis en la que se ha pronunciado 18 sentencia de la Coro 
te de Casación, que acabamos de citar (núm. 139}. La Coro 

1 Hemolombe, t. XXV, pil¡¡,. 498, núm. 631. En sentido contrarIO, 
Massé, Derecho Comercial, t. IIJ, pág. 373, n(¡m. 1,841 y la mayor par· 
te de los autores citados en la nctal~ de la pilg. 154. 

2 Denegada casación, 11 de Diciembre de 18~5 (DaUoz, 1856. 
1, 256). 
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te no distingue esta hipótesis de IIquella en que la coutro· 
versia existe entre el primer vendedor y el comprador, y 
no hay lugar á distinguir, siendo idénticos los principios. 
La cuestion, sin embargo, es controvertida, y debemos de. 
tenernos un momento para combatir 108 motivos que se 
dan en favor de la opinión contraria. Presentarse al orden, 
dice Troplong, 6S ratificar la venta hecha por pi compra­
dor. La expresión, al menos, es mda, y en derecho, debe· 
rla hablarse un lenguaje jurídico. Se "ratifica" ó se "con· 
firma" un acto viciado y nulo en razón del vicio que lo 
afecla. ¿Ac~so la venta hecha por el comprador es nula? 
¿Qué importa que no haya pagado su precio? No por eso 
es menos propietario, y él trasmite la propiedad al segun. 
do comprador, dejando á salvo al primer vendedor obrar 
en resolución. Troplong continúa, y dice que, "el vende­
dor que se presenta al orden para S.3r pagado, adquiere la 
transmisión de la propiedad de manos d~l tercero com­
prador, y S6 priva, por consiguiente, del derecho de resol­
ver en seguida lo que ha sido consumado á su vista, con 
su concurso y Sil participación." IQué presentarse al oro 
den para obtener su pago, es concurrir á la vental La ven­
ta S6 hace sin participación del primer vendedor, y obran­
do en resolllción, no ataca directamente esta venta, obra 
contra su comprador. Sin duda, la resolución volverá á 
obrar contra el segundo comprador, y la bllena fe, dice 
TrQplong, se opone á que el tercero comprador sea inquie· 
tado por lo mismo que ha "ratificado" el acto. ¡Todavla 
111 "ratificación!" ¿No puede decirse que en fuerza de re­
petir una palabra, que en el caso no tiene sentido, se le dá 
la fuerza de Ul) argumento iuvencible? La buena fe nada 
tiene que hacer en esta cuestión, lo mismo que la ratifica­
ción. Bajo el imperio del Código Civil, el tercero compra­
dor pudo quejarae, no d~l vendedor que obró en resolu­
cidn, sino del legislador; siendo privadas las trausmisio-
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nes de los inmuebles, los terceros comllradores no tienen 
medio alguno de a,'QguraIBp. de la existencia de la acción 
r~80lutoria, ni tamp,IO' de deiltruirla. La nueva legisla' 
ción ha corregido Ll falta del Código Oi\'il: lo~ terceros 
Hon advertidos por la publicidad y pueden destruir la 
acci.)n resolutoria; y, por tanto, no son engañados. ¿Por 
qué, pues, se habla de buena fe? (1 i 

141. El Códig.) Civil comprometió los dere~hos de los 
terceros; éstos podian sufrir la evicción por la acción reso­
lutoria del vendedor, aunque no hubiesen tenido medio al· 
guno de couocerla ni de prevenir sus efectos. Nuestra ley 
hipotecaria, así como la ley francesa sobre la inscripción, 
hau subordinadu la conservación de la acción resolutoria 
del vendedor, á la conser,oación del privilegio: si éste se 
extingue, la acción resolutoria se extingue igualmente; 
además, cumpliendo las formalidades de la purga, el com­
prador evita la acción resolutoria, al mismo tiempo que 
los privilegios y las hipotecas que gravan el inmueble. 
Expondremos el nuevo sistema en el titulo "De las Hipcte· 
caso " 

Aqui bastará hacer notar que la innovación no es más 
que un remedio parcial del vicio que acabamos de se· 
ñalar. Las leyes nuevas no se aplican máa que á la ac­
ción de resolución del vendedor por falta del pago del pre­
cio; este es el caso mas frecuente de resolución y de daño, 
q U6 priucipalmente amenaza ti los terceros compradores. 
Hay ann otros c~sos de resolución que las nuevas leyes no 
preveen y que, por consiguiente, nos estan ,mietos á la pu­
blicidad. Los derechos del tercero comprador no están, 
pues, enteramente asegurados. Pero el intérprete debe acepo 

1 Larombiere, t. n, pág. 216. núm; 96llel arto L18! (E(1. B., t. 1, 
pág. 476. Demolombe, t. XXV. pág. 501, núma. 535 y 536. En sen­
tido contrario 'froplollg, De las Hipotecas, t 1, núm. 225. De la Ven· 
ta, t. JI, núm. 65\!. 
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tar la ley con BUS imperfecciones; el juez es llamado á 
aplicar la ley y no á corregirla. (1) 

142. La condición resolutoria tácita, exige una acci9n 
judicial, en tanto que la acción resolutoria expresa, obra 
de pleno derecho. De ah! la cuestión de saber quién pue­
de alegar la resolución, según que resulte de un fallo ó de 
la ley. La exposición de la cuestión basta para resolverla· 
Puesto que la condición resolutorla tácita, 8010 obra por 
una accién judicial, la consecuencia es, que solamente 
quien tiene el derecho de obrar puede alegar la resolución, 
Ó sea la parte para quien se ha faltado al cumplimiento de 
la obligación, 8S la única que puede obrar en resolución, 
si no prefiere perseguir el ..:umpli miento; es, pues, la úni. 
ca parte en juicio que puede aprovechar la resolución pr<>. 
nunciacia por el juez, no teniendo efecto el fallo sino en­
tre las partrs quejosas. Otra cosa sucede con la condición 
resolutoria expresa. Esta obra de pleno derecho, y desde 
el momento en que la condición se cumple, el contrato es 
resuelto como si jamás hubiese existido, y, por tanto, este 
contrato no puede producir efecto alguno en provecho de 
nadie ni contra ninguno. Los terceros pueden valerse de 
la resolullión, Si, por ejemplo, la cosa fué poselda por un 
tercero detentador, podrla rechazar la accion de reivindi. 
cación que se intentara contra el propietario, cuyo derecho 
de.aparece por la condición resolutoria. (2) 

143. ¿La resolución voluntaria produce los mismos efec· 
tos que la resolución judicial? Como esta cuestión se pre­
senta sobre todo en materia de venta, la reservamos al ti­
tulo que trata de la cuestión. 

1 Oolmet de Santerre t. V. pág. 175. nñm. 205 bis, VI. Larom_ 
blllre, t. n, pág. 373, ndm!!. 64 y 61i <lel arto 1,184 (Ed. 11., t. l. p{,­
ainal463, 464). 

2 Oolmet de Santerrol, t. V, pág. 171, núm. 101 bis, l. 
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Núm. 3. Efectos de la condición re30lutoria tdcita. 

1H. Hemos dicho cuales son los efectos de la condición 
resolutoria expresa (núm •. 113 y siguientes.) ¿Estos efec­
tos son los mismos cuando la resolución es pronunciada 
por el juez en virtud del arto 1184? por regla general s!. 
E!to resulta del texto y dd esplritu de la ley. El arto 1168 
refiere la condición resolutoria; el arto 1183 arregla los 
efectos cuando la condición Be cumple. Este articulo BU­

pone que la condición ha sido estipulada por 11\8 partes 
contratantes. Después viene el art.1184 que define la con­
dición resolutoria tácita y expone el plincipio de que esta 
condición no obra de pleno derecho; esta es la unica dife­
rencia que establece la ley entre la condición resolutoria 
expre8a y la condición resolntoria tácita; debe, pueM, de­
cirse que los efecto, son los mismos, ~alvo la excepción 
que resulta del arto 1184 con las consecuencias que se des. 
prenden. La ley dá el nombre de condición resolutoria á 
la condición que se sobreentiende en los contratos sina­
lagmáticos, no determina 10d efectos excepto en lo que 
concierne al modo de obrar. Nos parece que la consecuen­
cia es evHente; los efectos son idénticos. La ley, sin duda, 
podría estar redactada más metódicamente, pero el Código 
no es un manual. Por otra parte, los principios no dejan 
duda alguna, la condición resolutoria, por su naturaleza 
mi6ma, produce los efectos que la ley y la doctrina le dán, 
y la condici6n resolutoria tacita es una eondición resolu . 
ria qnn el arto 1184 califica asl; esto es decisivo. El prin. 
cipio no es dndoso; (1) hay, sin embargo, controversias en 
la aplicación. 

145. ¿La condición resolutoria tácita tiene efecto re­
troactivo cuando es pronunciada por el juez? Se admite 

1 !)urantón, t. XI, pág. 101, uflm. 88. 
p d· D. Tollo XVII.-23 
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generalmente la afirmativa y con razón. Es cierto que el 
arto 1,184 no lo dice, pero el único objeto del arto 1,184 eR 
establecer la diferencia que existe entre la condicióu ex­
presa y la condición tácita, en lo q'lC concierne al modo 
de obrar; en cuanto á los otros efectos, son idénticos (nú­
mero 144), lo que es decisivo. Es, por otra parte, de la 
esencia de la condición resolutoria volver las cosas al mis­
mo eBtado que tenian, como si no hubiese habido contrato. 
Si la condición resolutoria no tuvieHe efecto retroact.ivo, 
no seria una condición, seria un plazo, pues no podria de­
cirse qne el contrato estaba resuelto, habrla que decir que 
habia terminado para el futuro. 

Hay una sentencia en seHido contrario de la Corte de 
Lyón bastante confusa. El Tribunal de 1. oS Instancia ha. 
bia decidido que el contrato litigioso fué un arrendamien­
to, y la condición resolutoria no recibe aplicación en el 
arrendamiento. La Corte juzgó que el contrato tuvo de 
arrendamiento y de venta, lo que hizo dudosa la aplicación 
del art,. 1,184. No se encuentra más que un argumento en 
los considerando!, y es, que la resolución, siendo plonun­
ciada por el juez, no tendria efecto> retroactivo. La razón 
es mala. (1) Es cierto que el juez pronuncia la resolu::iólI, 
pero lo hace en virtud de la ley; y ¿por qué la ley le per­
mite pronunciarla? Porque se funda en la intención pro­
bable de las partes contratantes. ¿Y la voluntad tácita no 
tiene el mismo efecto que la voluntad expresa? La S8n­

t9ncia de la Corte de Lyón ha sido casada. 
146. ¿Cuál es el efecto de la retroactividad entre las par­

teH contratantes? Se aplica el derecho común; las cosas 
vuelven á su antiguo estado, como si no hubiese existido 
el contrato. ¿Si el contrato ha producido efectos que no 
pueden anularse, deberá concluirse que la resolución no 
podrá 8er pronunciada? Tal fué la dificultad que se pre-

1 LYÓD, 21l de Juuio de 1855 (Dalloz,l867, 1,281). 
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sentó ante la Corte de Lyón en el caBO siguiente: Una mina 
es arrendada For treinta y seis años: el arrendatario cede 
laH ventajas y la8 cargas de su contrato mediante 300,000 
francos pagaderos por un tercero. El cesionario paga los 
dos primeros plazo., no paga el tercero y no cumple las 
cargas que se hablan impuesto al concesionario. Por con· 
Biguiente, la resolución del contrato fué pronunciada. ¿Pe· 
ro cómo debió entenderse la resolución? ¿Fué elta una re· 
solución retroactiva que volvía las cosas á su antiguo es­
tado como si no hubiese habido contrato? La Corte de Lyóu 
dijo que rué imposible dar .. fecto retroactivo á la resolu­
ción. En efecto, dice la sentencia, la pt.8esión trausmitida 
al cesionario tuvo por objeto una explotación de carbón; 
el contrato a8eguró, pues, al cesionario una serie de pro 
duetos sucesivos provenientes de la substancia de la cosa, 
y la disminución en una proporcióu igual á su valor, sien. 
do estos productos reputados como representantes de otras 
tautas ventas parciales como se consumían por e! hecbo 
de la percepción; una Tez hecha la percepción, todo estuvo 
cumplido, la restitución no podla hacerse, y, por cousi· 
guiente, tampoco pudo tratarse de retroactividad. La Coro 
te de Casaoión, por el contrario, expoue como principio 
que la retroactividad establecida por el arto 1,183, se apli. 
ca al caso en que la condición resolutoria e. tácita, como 
al caso 6n que la condición resolutoria es expresa; debe, 
pues, aplicarse al contrato que tiene por objeto la cesión 
del derecho de ex~lotar, durante cierto número de años, 
la8 diversas minas de carbón existentes en un perlmetro 
determinado, cuando el contrato llegó á ser resuelto por 
culpa del arrendatario, después de haber recibido en parte 
su cumplimiento. Es cierto que no fué posible al arrenda­
tario dejar la mina en el estado en que la habia tomado, 
pero Plldo volver á pOllerla en el estado en que se encon, 
tró, tocando á 108 tribunales arreglar lo que estuvo obli-
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gado á restituir eu razóu del goce que huhiese tenido, y 
los daños y perjuicios que debla pagar. ;1) 

141. ¿La retroactividad de la condición tiene erecto res­
pecto de terc'lros? Sf, y 8in dnlla alguna; siendo el contra· 
to resuelto como si ja más hubiese existido, el propietario 
bajo condición resolntoria ningún d~recho ha tenido sobre 
la cosa, y por tallto, todos 108 derechos que ha concedido 
llegan á caer con el suyo. La doctrina y la jurisprudencia 
están en este sentido. (2) Hay, sin embargo, una reserva 
qne hacer para las ventas de muebles. La acción contra 
10H tercer08 es una acción de reivindicación, y los muebles 
corpóreos no pueden ser reivindicados contra los terceros 
poseedores de buena fe :art. 2,219) (3) Por consiguiente, 
la resolución ning{lD efecto tiene respecto de ellos; lo ten­
drla en el caso en que, por excepción, es admitida la rei­
vindicación. Los muebl~s incorpóreos quedan en el dere­
cho común; por consiguien tb, 11\ acción de resolución ten­
drá efecto contra los terceros detentadores. (4) 

148. ¿El acreedor que demanda la resolución puede obrar 
directamente contra lo~ terceros detentadoresP Hemoi di. 
cho '1 ue tiene este derecho cuando se trata de una condi • 
ción resolutoria expreS3. En este caso, no hay acción de 
resolución, sino que el contrato S8 resuelve de pleno de­
recho, y con el contrato desaparecen los derechos de 108 
terceros. La resolución puede oponerse á los terceros en 
el sentido de que el propietario qu~ reivindica puede ale· 
gar la resolución lo mismo que 10< tercero" pueden invo. 
carla, ¡núm. 142). No aucede lo mismo con la condición 
reBolutoria tácita. Esta debe ser demandada judicialmentr, 

1 Oasaoión, 31 ,le Dioiembre de 1856 (Dalloz, 1857, 1,281). 
2 Auhry y Rao, t. IV, pág. 85, nota 89. pro. 302. 
3 Paria. 10 de Agosto do 1832 (nalloz, palalll'll Obligaciones, n6_ 

mero 1,215). 
t IJarombi~ro. f. If pág. 432, lIú¡Il.11~deI8rt.l,t84(Eu. B, to_ 

mo 1, pág. 482). . 
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y por tanto, el contrato subsiste hasta el fall,) a~¡ como los 
actos de disposición hechos en virtu(l del codrato. De ahí 
Re sigue que el contrato debe, ant~ todo, ser resuelto. tY 
contra quien debe intentane la acción resolutoria? E,ta es 
una acción esencialmente personal, puesto que nace de la 
f8.1tll de cumplimiento de un contrato; no puede, pues, fer· 
mularae más que por el acreedor contra el deudor; y so­
lamente cuando el contrato sea resuelto por sentencia del 
juez, es cuundo el acreedor podrá obrar contra los terceros 
,letentadores, no como acreedor, sino COUlO propietario; y 
BU acción el una acción de reivindicación, y no de resolu· 
ción. Cuando el propietario reivindica contra 108 terceros, 
¿puede oponerles el fallo que ha pronunciado la resolución 
del contrato? Nó, porque la resolución no existe sino en 
virtud de un fallo, y éste no tiene efecto alguno respecto 
de terceros que no han sido partes en el juicio. p"ra evi· 
tar un nuevo juicio, el acreedor que demanda la resolu­
ción, debe tener cuidado de llevar al juicio, al tercero com­
pr"clor, durante la instancia de resolución; el fallo .erá,tn 
este ca.o, común al deudor y á los terceros, y por consi­
guieute, el acreedor podrá pedir inmediat.amente la reivin· 
dicación. Asl, si se trata de una venta, la acción deberá in 
tentarse simultaneamente contra el comprador y C<lntra el 
tercero detentador, y el tribunal pronunciará, también si­
multaneamente, la resolución y la reivindicación. (1 i 

149. En nuestra opinión, el vendedor no tiene el dere­
cho de obrar en resolución contra pI tercero comprador, 
debe formular su acción contra el comprador que no ha 
cumplido su obligación, dejando á salvo poner en jnieio al 
segundo comprador si quiere evitarse un segundo proce" 
dimiento. (2) La doctrina, en este punto, es indeci8ll, y 

1 Demolomue, t. XXV, pág. 488, ufims. ¡¡:lO y 621. Compáre •• 
Larombiilre(bastante confuso) tu, pág. 300, "úm. 70 <lelart·. 1.184. 
(Ed. B., t. r, pág. 468). 

" Oolmet de Santeae, t. XI, Vág. 117, núm. 95. 



182 OllLISJ.OIOJIII. 

hay una sentencia en sentido contrario de la Corte de Ca­
lación de Bélgica muy clara y muy preciaa; pero la Corte 
le engañó, en nuestro concepto. El Tribnnal de 1." Ins­
tancia de Btuselas, habla juzgado en el sentido M nuestra 
opinión, y los motivos que dió DOS parecen irrefutables. 
Be trató de la acción del vendedor primitivo; el compra­
dor vendió Bin haber pagado el precio. La obligación con­
traida por él, de pagar el precio, no engendra más que un" 
acción personal, extraña al tercer comprador, á menOll 
que éste, comprando, no se obli¡ue personalmente para 
con el primer vendedor, 10 que no Bucedió en el caso. Asl, 
ninguna accion persoaal puede ser dirigida contra el ter. 
cer comprador; esto no puede Ber conaiderado lino á razon 
de la COBa que detiene, y debe restituirla cuando el titulo, 
por le cual le ha sido trauamitida, es reauelto; estll 
accion es puramente real, es una accion en reivindicacion, 
porque para reivindicar, es preciso ser propietllrio. La di­
ficultad .e reduce, pues, á saber ai el vendedor e8 propie­
tal'io deade el momento en que obra directamente contra 
el tercer comprador. ¿Cómo .erla entonCes que el contra­
to, por el (\u&l es deapojado de la propiedad, au baiste hasta 
el momento en que éste es resuelto por sentencia deljuezp 
El vendedor puede, sin duda, demandar elta resolución; 
mas ea preciso que la demande, y eato no "'a suficiente, 
porque el juez puede no pronunciarla. La conclu8Íón ea 
irrefragable: antea de obrar en r~ivindicación contra el 
tercer comprador, e. preciso que el vendedor haga pro­
nutlciar la resolnción contra el primer comprador, 

Este juicio fué reformado por la Corte de Bruselas. La 
aeurencia eatá motivada muy débilmente; se limita á decla­
rar que la acci6n de abaudono contra el tercer cemprador 
deriva un "derecho real;" ti este ~itnlo puede 8er directa·· 
mente intentada contra un aegundo comprador, .alvo que 
vate demande la puesta en juicio del primer comprador. 
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El primer juez habla respondido antes á este singular ar­
gumento. Se pretenrle que tll vendedor que, ante toda re­
solución, obra directamente contra el tercer comprador, 
obra en virtud de un "derecho real." ¿Cuál será este de­
recho real? ¿La propiedad? Ya la ha renunciado, y el com. 
prador, que ha vuelto á ser propietario, conserva la pro­
piedad hasta que el tribunal pronuncia la resolución de la 
venta que le ha tramlÍtido la pr,'piedad. El compr .. dor ha 
trasmitido su derecho al segundo comprador; en conle­
cuebcia, en el momento en que una acción en reivindica­
ción es intentada contra el segundo comprador, éste es 
propietario; ¡el vendedor reivindica, pues, contra el pro­
pietariol He aquí un absurdo juddico que no puede ler. 

La Corte de Casación confirma la sentencia de la Corte 
de Bruselas. (1) Comienza por dE>CÍr que la acci6n en re­
solución, tiene por objeto revocar la venta y tiende direc­
ta mente á hacer en~rar a\ vendedor en la propiedad de la 
cosa que no habla enajenado sino bap una condición t¡\ci­
ta que afecta las transmisiones ulteriores de la propiedad 
de esta misma cosa; se percibe desde luego el origen del 
error en que cae la Corte de Casación, esta e. la teoria 
tradicional de una especie de accione. que serán al mismo 
tiem po personales y reales Ó, como se dice en la escu,la, 
aptionss persrmalss in rem 8CriptOJ: verdadera monstruosidad 
jurídica, porque es juridicamente imposible que una sola 
y misma acción sea personal, es decir, dirigida contra &1 
deudor que no puede dirigirse más que contra él, y real; 
es decir, dirigida contra la cosa que no puede dirigirse 
más que contra ella. Es esto, sin embargo, lo que sostie­
ne nuestra Corte de Casación. La acción en resoluci6n del 
vendedor, acción personal, participa de la naturaleza de 

I Denegada casación, 22 de Febrero ole 1845 (Jla.i.risia, 1845, 1. 
320). Loe autorldadea favorables a IlIIta opinión, citadas en la requi­
aitoria del Procurador general Devvandre. 
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las acciones reales, y, pOl' consiguiente, es personal-real; 
ahl se ve la monstruosidad del error. La conclusión es que 
la acción puede ser intelltada contra el detentador de la 
cosa. La Corte no se fija en que hay aqul dos acciones 
eeendalmenta diferentes, una aceión personal contra el 
comprador y una acción real de reivindicación contra el 
tercero comprador. Si el vendedor no pbrsigue más que 
al tercero comprador, este responderá que es propietario; 
¿puede un propietario ser obligado á abandonar? Se dirá 
que el vendedur obligará á la resolución. Mas, ¿contra 
quién, contra el tercero comprador que está en juicio? Es. 
to es imposible, porque este comprador es tercero en el 
contrato, y no es el que ha faltado á sus obligaciones, es 
su autor y solo él puede responder á la acción en resolu­
ción. La Corte agrega que el segundo comprador, puede 
demandar la puesta en jnicio de 8U autor. No se trata de 
lo que puede hacer el comprador, .ino de lo que debe ha­
cer el vendedor; este que ea el demandante, es el que de­
be inten tar la acción. 

150. ¿Qué tiempo dura la acción de resolución intenta­
da según el arto 1,184? En la opinión que acabamos de en. 
señar, la rdspuesta es muy sencill". ~l) El vendedor tiene 
dOd acciones, una peTsonal contra el comprador y la otra 
real contra el tercero detentador. La acción personal es 
la acción en resoluci&n propiamente dicha, proviniendo 
del contrato y toz:.iendo por objeto obtener la resolución. 
La duración de esta acción es la de todas las acciones per­
sonales; es decir, treinta años. No hay lugar de aplicar á 
la acción en resolución la disposición excepcional del ar­
ticulo 1,104, que limita diez años la duración de la acción 
en nulidad ó en rescisión. La acción resolutoria no es una 
acción en nulidad, no se funda eu un vicio que toque al 

1 Oolmet de Baoterre, t. V, pág. 174, 0(11118. 1011 bil, IV Y 1011 
bia, VI. 
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contrato, tiino que supone, al contrario, que el contrato es 
válido, y se puede demandar la resoluci:Sn en virtud de la 
condición resolutoria que es sobreentendida. (1) Se vé 
IIqul, (Iuánto importa seguir con exactitud el lenguaje ju­
rídico; los que asimilan la. acción resolutoria á la Rcaión 
en rescisión, deberian aplicar la misma prescripción á 
uua y otra acción, lo cual seria uoa falsa aplicación, y, por 
consiguiente, nna violación de los arts. ~,\l62 y 1,304. 

En cuanto á la acción que el vendedor tiene contra los 
terceros, es una acción en reivindicación, acción real que 
dura también treinta años; mas la que el demandado pue· 
de rechazar por la prescripción de diez ó veiute años, si 
tifilne titulo de buena fe. \2) El primitivo comprador no 
puede valerse de la prescripción; en efecto, la acc:ión que 
el vendedor intenta contra él, no es una acción real en rei· 
vindicación, sino acción personal, y ésta no puede ser re· 
chazada por la prescripción, sino que dura siempre trein· 
ta años. 

De esto se deduce que la acdón del vendedor puede te­
ner diferente duraciótl, según que obre contra el compra· 
dor ó contra un tercero detentador. Esto confirma nues· 
tra opinion sobre la diferencia de dos acciones, y elto 
prneba también el error de la opinion contraria que con· 
funde las dos acciones. Si las dos acciones se confunden 
en una sola, ¿por qué una, la que es contra el acreedor, du, 
ra siempre treinta años sin que el comprador pueda valer­
se de la prescripcion, mientras que la que es contra el 
terceCQ detentador, puede durar diez ó veinte años nada 
má~? .Es que uua 1I01a acciou puede ser regida por dos di· 
verslls prescripciones? 

1 .Juicio el.l Tribunal ,le Brnselas del 6 de Marzo tle 1844 (.Pa.i­
r.ri&ia, 1849, 2, 61. 

2 Compárese Domolombe, t. XXV, pág. 530, núms. 563·565. 
P. de D. TOMO xvn.-24 
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151. Hemos supue.to que se trata de la coudicion re· 
solutorla tácita. La condieion resolutoria expresa no dá 
lugar á una acción en resolucion, puesto que el contrato es 
resuelto de pleno derecho en virtud del contrato mismo. 
Solamente puede haber lugar eutre las partes demandadas 
en restitucion; estas acciones tienen la duracion ordinaria 
de treinta años. Si un tercero detentador posee la cosa,la 
accion del vendedor será una raivindicacion regida por Jo. 
principios que acabamos de recordar. (1) 

El demandado que tiene la acci6n del vendedor, ¿puede 
oponerse á la prescripción? No hay duda en cuanto al ter. 
cero comprador, si es de buena fé. Pndrá creerse que el 
primitivo comprador puede también valerse de la pres­
cripción puesto que la acción intentada contra él es una 
acción de reivindicaci6n. Esto no es obstáculo, mas hay 
otro, que el comprador no tiene ningún titulo, puesto que 
el contrato en virtud del cual posee, es resuel,o como si 
no hubiese existido jamás. Volveremos á hablar sobre OlB· 

to al tratar de la Dd8oripci6n. 
152. Si la acción es intentada en virtud de un contrato 

que tiene por objeto bienel muebles, durará siempre trein. 
ta años, aun en el caso en que, por excepción, los bienes 
muebles pudieran ser reivindicados contra los terceros 
poseedores. No puede ser cuesti6n de prescripción puesto 
que no se aplica mas que á los inmuebles. 

153. La condición resolutoria tácita d¡\ lugar ¡\ las mis. 
mas dificultades que la condición resolutoria expresa, en 
lo que concierne ¡\ los actos de administración y de posesión 
hechos por el propietario cuyo derecho es resuelto. Si se 
admite el principio que hemos sentado (núm. 144) sobre 
la identidad de las dos coadiciones, la 10luci6n no es du­
dosa. La doctrina y la jurisprudencia s"stienen los actos 
de administración cuando se tI ata de la condición reaolu· 

1 Oolmet de Santerre, t. V, pAgo 115, nWn. 105 bi.t, V. 
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toria expresa. lo mismo que la condición resolutoria táci· 
ta y la razón de decidir es idéntica. (1) 

Elta opinión nos ha parecidu dificil de conciliar con el 
efecLo que el arto 1.183 agrega á 1" condici6n resolutoria 
que sES ha flumplido. Si no ha habido contrato, ¿cómo con. 
cebir que el propietario esté ligado por estos hechos por 
nn detentador que jamás ha tenido derecho sobre la 
cosa? 

154. Difieren mucho las oFiniones en lo que concierne 
á los frutos percibidos por el propietario bajo condición 
resolutoria. ¿Debe restituineles? En nue.tra opinión la 
afirmativa no es dudosa. la condición resolutoria tácita 
produce los mismos efectos que la condición resolutoria 
expresa; porque cuando el contrato es resuelto por senten. 
cia del juez, las cosas vuelven á su mismo estado, es como 
si no hubieran éxistido. (art.US3.) Pero si no ha habido 
contrato, y el detentador no ha tenido derecho sobre la 
cosa ¿ á tltnle .le qu~ conservará él los tratos? Atribuirse· 
selos, es violar el arto 1,183, porque si, en virtud del 
contrato resuelto, el propietario 'ha tenido derecho de pero 
cibir los frutos y de conservarlos, no se puede decir que 
este contrato es considerado como si no hubiese existido, 
es violar también el arto 54 que asienta el principio fun­
damental de esta materia, sobre que los frutos pertenecen 
al propietario. Y cuando une. venta es resuelta, ¿quién ha 
sido propietario desde la percepción de los frutos, el com­
prador? Nó, ciertamente, es el vendedor, porque los frn· 
tos deben serIe restituidos. 

La opinión contraria se liigue generalmente en lo que 
concierne á la condición resolutoria expresa. Mas los pa­
receres se dividen mucho cuando se trata de la condición 
resolutoria tácita. Unos ¡roceden lógicamente y deciden 

1 Demolombe, t. XXV, pág. 505, núm. 538. Lieja, ~O tle Diciem· 
bre de 1851 (PGlierlSia, 1854,2,364). 
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que no hay lugar á restituir los frutos; en efecto, si el 
comprador tiece derecho cuando el contrato es resuelto en 
virtud de una condición resolutoria expresa, no se cOOO1 

prende por qué no podrla con8~rvarlas cu&udo la venta es 
resuelta en virturl ,le la condición resolntoria tácita: la8 
dos condiclOnes 80n idénticas, y dondd hay identidad de 
principio, debe habel' identidad de efecto. (1 ~ Los auto­
res inconsecuentes, comienzan por asentar como regla, que 
el comprador bajo condición resolutoria expresa r.o debe 
re~tituir nada de los fruto., pue; J¡.cen excepción ()\laneJo 
la venta e, re<llelt~ en virtu,l d.; la eo"dició,l resolutoria 
tácita del art. 1,184, Troploug é; de .. sta opiuióu; nos pa­
rece que motiva tan malla excepción como la regla. "Los 
frutos, dice, no pueden ser demandados contra el compra· 
dor, porque es quien los ha hecho suyos por su buena fe 
y por su industria." ¿Quiere esto decir que el comprador 
es poseedor de buena fe eu el sentido del arto 550P Basta 
leer este artículo para convenc~rse de que no puede ser 
aplicado al comprador que poseé, no en virtud de un ti. 
tulo viciado, sino en virtud de un titulo resuelto. Si el 
comprador no es poseedor <te buena fe en el sentido legal 
de la pala bra, ¿para qué hablar de su "buena fe" y de su 
"industriaP" ¿Dónde se ha dicho que la industria dá de" 
recho á los frutos? Hemoi llegado á la excepción. Cnando 
la venta es resuelta en virtud de la condición resolutoria 
tácita, el vendedor tiene derecho, según Troplol1/!,. do! de. 
mandar contra el comprador todos los frutos percibidos. 
La razón ea que la resolución dd ""ntrato produce un 
efesto retroactivo. Preguntamos si por veutura la condi­
ci6n re~olutoria expresa no tiene efecto retroactivo, y, jcn­
Aa singnlarl la ley no dice f,rmalmente que la condición 
resolutoria tácita 1 .. tenga; Re 'deduce V>lr consecuencia del 
arto 1,183 y de 1",1 principio~, 1,,\ retroactividad, tendria, 

1 Demolombe, t. XXV. pág. 608, n1ÍIDe. 540 y 54,1. 
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p~es, un efecto más considerable en el CAW en que no la 
pronuncia la ley, que cuando la e8~ablMe ell los lérlllillo~ 
más enérgicos. Continúa Troplollj!: "El c"Ulprador que 
no tiene buena fe y rehusa cumplir su ol¡ligación, í"l~a á 
un titulo justo para hacer 8UYOB 108 frutos." ¿De qné "bue­
na fe," y de qué "titulo justo" querrá hablar el autor? ¿Se. 
rá de la buena fe legal del arto 550? El comprador no la 
tieue, más en el caso de la condición resolutoria expresa 
€Jue en el de la condición resolutoria tácita. Si se trata de 
una <Í de otra buena fe, remitimos á Troplong al arto 547 
'lile parece hab3r olvidado, y en el cual dic~ r¡n9 lo. fru­
tO" pertenecen, no al que poseé de hecho con buen!\ f". si· 
no al que es propietario. (1) 

La jurisprudencia distingue. Estre las partes R<imite el 
principio de la restitnción de los frutos; la Corte de Casa· 
ción motiva esa decisión sobre la retroactividad e~\ableci· 
do por el arto 1,183. (2) MM el efecto retroactivo d~ la 
cor'liclón resolutoria, dice la Corte en otra sentencia, se 
re,l.r;oge á los contratantes ó á sus herederos. ¿Cuál es el 
r,lldamento de esta distinción? La Corte de Casación di­
ce que la veula trasmite la propied9.d al comprador; que 
desde entonces todos los frutos le pertenecen, y que, por 
cC'n,iguiente, 108 terceros que, en cumplimiento del con­
trato hau percibido los frutos, no deben devolverlos al 
vendedor, cuando, usando elel elerecho ile resoluci,lo, h~ce 
anular la venta. (3) 

No es posible conciliar est.aq deci,iones .. le, contradic· 
ción es evidente. Si la retroactivida rl Tllsnelve la propie­
dad del comprador con respecto al vendedor, y le ebliga 
á restituir 108 frutos, el mismo principio debe tener las mis-

1 Tróplong, De la Venta, t. n, DIÍID. 652. 
2 Oasaoión 23 de Jnlio de 1831 (Dallo., on 1 .. palllbm Venta, n(¡_ 

mero 1,377). 
3 Denegada casaoión, Sala Civil, del 18 de Julio de 1851. (Dalloz, 

18M, 1; 357). 
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mas cOll8ecuencias en cnanto á 108 terceroa; ¿pneden estos 
tener cualquier derecho en virtud de un contl'ato que la 
ley declara nula al grado de ser considerada como si no 
hubiera existidof Y si, á pesar de la nulidad del contrato, 
los terceros no deben ninguna restitución, ¿por qué el como 
prador ha de estar obligado á restituir los frutos que ha 
percibiboP Hay en esto una falta completa de principios. 
La Corte establece distinciones qna la ley ignora, dispo­
niendo que la condicitln re.olutoria que se ha cumplido 
vuelva las COS8S al mismo estado como si el contrato no 
hubiera existido; el arto 1,183 no distingue los efectos del 
contrato entre las partes y los efectos del contrato con res­
pecto á los terceros; con qué derecho la Corte distingue lo 
que la ley oóP Eoito es hace r la ley y la ley está ya hecha, 
si es mala, que la cambien, pero no le pertenece al intér­
prete corregirla. 

155. El arto 1,184 dice que la parte que demanda la re· 
solución puede reclamar daños y perjuicios: este es el de· 
recho común, de donde se sigue que también debe daños 
y perjuicios en caso de q'le el acreedor demande elllum. 
plimiento del contrato. La doctrina y la jurisprudencia 
dicen que se aplican lo~ principios generales que rigen 108 

daños y perjuicios. (1) 

9 VII. DEL PACTO COMISARIO. 

156. En derecho romano, la condición resolntoria, no I\S 

sobre entendida para el caso en que una de las partes no 
satisfaga sus obligaciones. Si las partes quisieron que el 
contrato fuese resuelto en caso de falta de cumplimiento, 
ellas debieron estipular: esta cláu8ula se llama pacto co­
misorio. En nuestro derecho moderno, es inútil estipular 

.1 Demolombe, t. XXV, pé.g. 492, núm. 623. Bruselas, 1I9 de No­
VIembre de 1861 y 31 do Marzo ,le 18119 (Pasicrista, 1862, 2,303. 
1869,2, lli8). 
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la resolución para el caso en que una de l., partes no ea .. 
tisfaga BUS obligaciones, puesto que la condición se labre 
entiende en virtud <1,,1 .. ley. Sin embargo nada es más freo 
cuente q De esta cláusula, y conserva el nombre de pacto 
comisorio. ¿Cuál es el efecto? ¿Tiene el pacto comisorio 108 

efectos de una condición resolutoria expresa ó de una con· 
dición resolutoria tácita? Tanto en la jurisprndencia como 
en la doctrina hay alguna iD certidumbre sobre aste punto. 
Creemos q)le la cuestión está basada en términos muy ah! 
solutos y la respueata tiene que ser lo mismo. Todo depen­
de de la intención de las partes contratantes. ¿Por qu'; in· 
sertarán en su contrato una cláusula que la ley eobre.en­
tiende? Es muy difícil conocer esta intención que puede 
variar en un caso á otro. El pacto comisario puede, pJl8ll, 
tener efectos muy diferentes, según la voluntad de las par­
ted. Lo que las partes quieren expresar en la cláusula es 
lo que estipulan; es preciao ver en quJ términos eltá can­
cebido el pacto comi80rio. (1} 

Núm. 1. Primera hipóte8Í3. 

157. Sucede con mucha frecuencia que el pacto comi­
sorio no es nna cláusula de estilo; es decir, que las partel 
ó el redactor de 1& escritura no hacen más que reprodu' 
cir la condición resolutoria tácita, tal cual está formulada 
por el arto 1,184. Se ha dicho en una escritura, que si una 
de las dos partes no cumple con ninguna de sus obligacio. 
nes, la otra tendrá derech? de demandar la reaolución. 
La cláusula formulada as! ¿producirá los efectos de una 
condición resulutoria expresa, donde no hay otro efec:to 
que el que el arto 1,184 atribuye ti. la condición resoluto. 
ria tácita? El interés de la cuestión consiste en sllber si el 
pacto comisario obra de pleno derecho, ó ~i la reaoluc:ión 

1 Esto ea lo qne dijo muy bien la Sala 11e Oaoaeión de BrnaeJaa. 
Denegada oll88Oióo, 19 de Noviembre de 1818 (P./UlCrilia. 18111, plL. 
¡loa 212). 
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deberá Ber demandada en justicia, con poder, par" el juez, 
de conceder un plazo al demandado, según las circuns­
tancias. 

La opinión general es que, en esta primera hipótesis, el 
pacto comilOrio se confunde enteramente con la condición 
resolutoria tácita. (1) Este es un principio tradicional, 
formulado por Casaregis, que la expresión de uca condi. 
ci6n intrinleca, y que siempre es lobreentendida, no agre· 
ga nada al efecto de esta condición. (2) Esta regla de in 
terpretación es muy racional. La ley dice: "Si una de las 
dOI parte. no cumple su obligación, la otra podrá deman­
dar la. resolucidn del contrato." Las partes traecriben esta 
di.posicidn en la escritura que hacen de sus con venios. 
¿Esta cláusula cambiará de naturaleza y dI! efecto, por es­
tar en una escritura? Para que así fuera, se necesitarla 
qua la intención de las partes hubiera 8ido transformar la 
condicidn resolutoria tácita en condición resolutoria ex­
presa. Es iacil probar que DO puede ser esa su intención. 
Lo más común es que las partes uo redacten la escritura, 
y si la cláusula resolutoria es insertada, es por UDa anti. 
gua costumbre de las cláusulas de estilo; ¿se podrá decir 
que, en e8e caso, la intención de las partes sea de derogar 
la ley? Nó, ciertamente. Es necesario decir más: no es ese 
BU interés. Si la condición resolutoria tácita, escrita en el 
contrato, tiene por efecto asimularlo á una condición re­
solutoria expresa, resultará que el contrato el resuelto de 
pleno derecho; es decir, á pesar de las partes. As! como la 
venta será resuelta cuando el comprador no paga el pre­
cio, de la misma manera el vendedor querrá mantenerla, 
procurando su cumplimiento. El Tendedor se pondrla á 

1 V úse el paa~je de Oasaregis, en MII884), Derecho Oomercial, to_ 
mo In

l 
pAgo 352, n6m. 1,821. 

2 00 met dil8anterre, t. V, pág. 172, n6m. 105 bi., 1. Laromble_ 
re, i. n, pág. 36I,n6m 113 del arto 1.184. (Ed. B., t. l. pág. 455). De. 
molombe, t. XXV, pAgo 1118, n6m. 54.9. 
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merced tlel comprador, exponiéndose á qlle éste, si la com' 
pra no le convenía, r~husase cumplir para que el vendedor 
fuera obligado á volver á tomar la cosa. ¿Podrá admitirse 
que una de la~ parted consienta en hacer depender de la 
mala voluntad de la olra el cumplimiento del contrato y 
BU resolución? 

Hay más. Cuando el comprador no paga el precio, el 
vendedor tipne dos derechos: tiene la elección, dice el ar­
ticulo 1,184, ó de obligar al comprador á cumplir el con' 
venio, ó de demandar la resolución con daños y perjuicios. 
Las partes insertan la cláusula resolutoria en la es~ritura 
de vJnta, y si esta cláusula equivale á una condicién res<)· 
lutoria expresa, la venta será resuelta de pleno derecho, 
y, por consiguiente, el vendedor no podrá demandar el 
cumplimiento del contrato. ¿Podrá admitirse que se des­
prenda de uno de los derechos que le pertpnecen, nada 
menos que el más esencial, el de e>rigir el cumplimiento 
del contrato? Inútilmente se busca uIla razón por la cual 
las partes obrarían así, y no 88 puede suponer que obra6en 
sin razón. 

Esto responde á una objeción que se puede hacer con­
tra nnestra opinión, La cOIldición resolutoria es expresa ó 
tácita. Es expresa cuando es estipulada por las partes y es 
tácita cuando no es~á escrita en el contrato, sino sobreen­
tendida por la ley. Pero, la ~ondición resolutoria por falo 
ta de cumplimiento del contrato deja de ser táoita cuando 
es estipulada por las partes; el pacto comisorio no es so­
breentendido, es exprew, y, por consiguiente, una condi· 
ción expresa que debe producir el efecto de toda condi­
ción expresa; es decir, obrar de pleno derecho la resolución 
del contrato. Respondemos '1ue hay una gran diferencia 
entre la condición resolutoria expresa y el pacto comiso­
no. Ol1ando las partes sujetan la resolución de sns conve' 

p d ~ D. '1'01(0 xvn.-2ó 
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nios á. una condición resolutoria casual ó poteatlltiva, su 
voluntad es que el contrato Bea resuelto cuando la condi, 
ción se cumpla; su solo derecho, si la cOGdición se roa liza, 
consiste en exigir las restituciones que una debe hacer á. 
la otra para pOMr las COSRS en el mismo estado que si el 
contrato no hubiera existido; no puede ser cuestión para 
ellas de demandar el cumplimiento del contrato, puesto 
qúe es nulo por su propia voluntad y no podrían 8oate­
nerlo aun cuando quisieran (núm. 116). Ei de otro modo 
cuando las partes estipulan el pacto comisorio, es decir, 
la resolución para el caso 'lu que una de ellas no cumplie­
ra su obligación. En caso de falta de cumplimiento, el 
acreedor tiene dos derechos entre los cuales puede escojer: 
puede exigir el cumplimiento forzado elel contrato Ó de­
mandar la resolución. Estipulando el derecho de deman­
dar la resolución, el acreedor no renuncia 111 derecho de 
exigir el cumplimiento. Puesto que tiene la facultad de 
elegir entre dos derechos, conviene que manifieste .u vo­
luntad declarando cuál es el derecho que se propone ejer­
cer. Desde entonce~ el contrato no puede ser resuelto de 
pleno derecho. 

Se alega el texto del arto 1,184 para deducir que el pacto 
comisorio obr<l de pleno derecho. El segundo párrafo del 
arto 1,184 dice: "En e8e caso, el contrato no es resuelto de 
pleno derecho;" es decir, en el caso de la condición reso­
lutoria tácita, previsto por el primer párrafo. En conse­
cuencia, desde que la condición resolutoria no es tácit.a, 
desde que está escrita en el contrato obra de pleno dere­
cho la resolución. (1) Se responde que 1:108 palabras "en este 
caso" son empleadas por oposición á la condición resolu­
toria expresa, la cual es tratada en el art.l,18:1. (:.l) La res· 

1 Tonllier, t. 1lI, 2. pág. 3t9, núm. 554. 
2 Anbry y Bau, t. IV, pág. 83, nota 83, pfo. 302 y to,10s108 an_ 

tores. 
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puesta no es decisiva, porque se puede dAcir que el pacto 
comisorio es COlO prendido en el arto 1,183, puesto que es­
tá e"tipulaao por 1M partes. Conviene, pues, penetrar más 
á fondo le. e3encia del paet:> eomísorio y probar, como lo 
hemos hecho, que, Runque escrito en el contrato, el pacto 
difiere e~encialmante de la condición reeolutoria expresa. 

158 .• Cuál será el pacto comisorio en esta primera hi­
pótesis? Puesto que se confunde con la condición resolu· 
toria tácita, se concluye que tendrá los 'efectos que el ar­
ticulo 1.184 agrega á esta condición; es decir, que la reso· 
lución deberá.er demandada en justicia, y qúe el juez po­
drá conceder un plazo al demandado, según las circnns­
t.ancia •. El orador del Gobierno, Bigot.Préameneu, inter· 
preta el pacto comi.sorio en este sentido, después de haber 
analizado el arto 1,184. Ano cuando la (·ondición resolu. 
toria haya sido estipulada formalmente, se podrá probar 
la ralta de cumplimiento, examinando las eausas, distin­
guiendo en ellas Ul! .imple retardo, y si en el examen da 
e'as cau!a~ hay algo f&vorable, el juez se verá obligado 
por la equidad á conceder un plazo. (1) Hay una senten­
cia de la Corte de Lieja, en este .entido. Un arrendamien· 
to enfitéutico contenía la siguiente cláusula: "En caso de 
falta de cumplimiento de Iss condiciones, el arrendador 
podrá demandar la resolución del arrendamiento." El en· 
fit.~uta retardó el pago del cánon y el arrendador deman­
dó la resolnción del arrendamiento. Después del requeri. 
miento de pago, el enfiteuta ofreció pagar la suma que de· 
bla; estas ofertas fueron rechazadM, y el arr~ndador pre­
tendió que la cláusub resolutoria era expre~a, y que si no 
se aplicaba se violaban los arts. 1,183 y 1,184. Estas pre­
tensiones fueron rechazuda;. La Corte dijo muy bien qne 
la intención de las partes no había sido de hacer obrar de 

1 Exposioión de 108 Moti,·o.., nÚlll. 70 (Locré, t. VI, pÍlg.159). 
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pleno derecho la resolución del \lontrato, puesto que ha­
bla obligación expresa para el arrendador, de formular la 
demanda. Como el enfiteuta habla ofreJido pagdf no s~ 
podla decir que habla faltado á sus obligaciones. Parece 
que la Corte insiste sobre una circun~t8ncia de la causa 
que no nos parece nada decisiva, y es que el enfiteuta ha· 
bla hecho sus ofertas antes que el arrendador hubiera for­
mulado su demanda en resolución; á nuestra vista, el deu· 
dar podla aun pagar después de entablada la demanda y 
durante todo el curso de la instancia; este es ~l derecho co· 
ronn, y el pacto comisorio no derogó o.,te punto. (1 i 

159. En general, l,abrá una acción judicial, puesto que 
el pacto comisorio equivale á la condición rssolutoria tá­
cita. Mas no hay nada de abaol uto en esta materia, todo 
depende de la intención de las partes contratantes. Un pro' 
pietario concedió una reducción á su arrendatario sobre 
lo que le debla, estipulando que la suma que restaba seria 
pagada en un plazo de dos liños, reservándose el derecho 
de poder anular la rebaja consentida. La palabra anular 
indica, en este caso, Una condición resol utoria y la reso­
lución está al arbitrio del acreedor. El primer juez de­
clareS la resulución cumplida porque el arrendatario no 
habla pagado en los dos años y que el arrendador se habla 
re~ervado todos sus derechos cOl!tra él. Este es nn error: 
ee juzgd por la Corte de apelación y por la Oorte de casa­
ción que el propietario tenia solamente la facultad de anu­
lar la rebaja en caso de que el deudor no cumpliera 8US 
obligaciones, porque, un derecho facultativo exige una 
manifestación de voluntad. La dificultad está en saber si 
el necesaria una demanda judicial. No cs este punto el que 
conduce al debate. 

La Corte de Paris se limitó á declarar que el acreedor 

1 LI.ja, 9de A¡osto de lMl (Pasicri8ia, 18!l2, 2, 49). 
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debla constituir en mora al dendor. L~ U.rte de casación 
se expresa en términos más generales, 11 () ex; .c(" UII req ue­
rimbnto, y con razón, espsramo< lo mismo; ~8 "nliciente 
una escritura que constituya el ejercicio de la facultad 
reservada; no habiendo manifestado su voluntld el pro. 
pietal'iú por ninguna escritura, de r.nular la rebaja, el 
arrendatario hubiera podido cumplir la condició pagando 
la suma que debla. (1) 

Se estipuló en un arrendamip.nto que el precio debería 
jJsgarse, á más tardar, tres meses después de la espiración 
d·~ cana año, b1jo "pen~ de prp.8cril!ción" y que pi arren­
datario estad, obligado á entregar sin contradecir, si el 
arrendador lo q nerla. ¿Qué es eso de pena de prescrip­
ción? Una mala expresión para marcar que habría 1'080Iu­
ción si el arrendatario no pagaba en el plazo fijado. ¿E. ea 

ta una condición resolutoria expresa regida por el articu. 
lo 1,183? L3 Corte de Bruselas lo juzgó asl. Creemos que 
sohrp. ",t,e punto se equivocó. La cláusula que dice que el 
"rb:io debla pagarse bajo pena de resolución, reproduce 
."lament·' la disposición del arto 1,184. Sin embargo, de­
rugó en el sentido que las partes se sometieron á la volun­
tad ,lel arrendador, y como el arrendatario se obligó á 
enk'gar sin contradecir, cuando el arrendador quisiera, 
fué .uficiente, como lo hizo el propietario, manifestarle un 
mandato de desocupar los lugares. \2) TJa decisión fuéjus. 
ta en el fGndo, pero mal motivada. 

El propietario de una mina, concedió BU explotación 
con la condición de que la interrupcirS'l .ala de los traba· 
jos de explotación durante nueve meses, harla volver 1" 
mina á su poder. Esta resolución ¿debla ser demandada 
en justicia? La Corte de Riom decidió que la demanda eo 
resolución, podla ser formulada siu ser precedida de una 

1 Denega.l" oas"oión, 4 de Abril de 1859 (Dalloz, lS.~O, 1,451); 
2 Erusela!, 11 de Febrero de 1820 (Pasierisia, 1820, pág. 411/. 
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constitución en mora; que la falta de cumplimientG <1el 
contrato, vencido el término, el derecho á la r~solueióll 

estaba adquirido, siu que el juez pudiera, en ese ca. o, eou­
ceder un plazo para cumplir el cuntrato. ¿Es necesbrio 
concluir de aquí, como lo hace un recopilador, que la ralta 
de cumplimiento de una obligacióu de hacer, resuelve de 
pleno derecho el contrato cuando. se ha cumplido? La Coro 
te no dice esto. Hay acción judicial, por consiguiente, no 
puede ser cuestión de una resolución de pleno derecho. 
Más 1M partes habian derogado el arto 1,184, en el sentido 
que, según su intención, la resolución debía haber tenido 
lugar desde que la interrupción de la explotación era cons­
tante; esto se comprende por la naturaleza de la obliga­
ción impuesta al arrendatario y por el interés que tenia 
éste de una buena explotación. (1) 

160. Queda una dificultad. Se vé por los ejemplos que 
hemos dgdo que es muy diflcil determinar el caracter del 
pacLO comisorio. ¿Cuándo equivale á la condición resolu­
toria tal cual es definida por el arto l,ld4? Es esta una 
cuestión de interpretación que es preciso abandonar á la 
prudencia del juez. Los autores consideran como una sim. 
pie cláusula resolutoria, reproduciendo el arto 1,184, el 
pacto que e.tipula que el contrato será resuelto Ri el deu· 
dor no cum pie sus o bligp.ciones. (2) Esto nos parece m l1y 
dudoBO. El arto 1,134 no dice que el contrato será resuel· 
to, dice que la parte para con la cual la obligación no ha 
sido cumplida, puede demand3r la resolución, lo que im. 
plba la necesidad de una demanda judicial. Cuando las 
partes dicen que el contrato será resuelto, no hablau (1e 
una demanda; dicen, por cousiguiente, que habrá resolu· 
ción sin demanda; aqui está bien la condición resolutoria 

1 Riom, "de Agosto do 1840 y 01 análisis ,lel reoopilador (Dallo~, 
en la palabra Obligacion .. , nAm. J ,202, 7·). 

2 VéanllO loa nntores oltados, pág. 171, nota 3. 
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expresa del arto 1,183. No insistimos, porque no se pue. 
den decidir cuestiones d p"iuri, ni en uno ni en otro 
sentido. 

Núm. 2. Segunda hip6tesis. 

161. El pacto comisario dice que el contrato "será re· 
Bueltn de pleno derecho" si una de las parte~ no cumple 
sus obligaciones. Esta cláusula deroga formalmente el 
arto 1,184. En efecto. el Código dice que la condición re­
solutoria tácita no obra .-le pleno derecho, en tanto qu __ las 
partes declaren que el c~ntrato ~erá resuelto de pleno de­
rl'cho si el deuitor no cumple sus obligaciones. Es necesa­
rio dedr que, en este caso, las disposiciones del arto 1184 
no t~ndrian aplicación. La lp,y dice en cut,! sentido no 
obra de pleno derpcho la condición resolutoria tácita; es 
que la resolución debe ser demandada en justicia y que se 
ruede conceder demaudado un plazo según las ci reuns­
tancias. Resulta eu el caso, que obrando el pacto comiso­
rio de pleno derecho, la resolución uo deberá ser deman­
dada en justicia (1) y que el juez no podrá conceder pla­
zo al demandado. Tal es, al menos, el principio, salvo de. 
cisión contraria que resulte de la voluntad de las partes. 

El Código deroga, bajo este concepto, el antiguo dere­
cho. Se consideraba en otro tiempo el pacto comisorio co· 
mo una simple ameuaza. Cualesquiera que fuesen las ex­
presiones de que los contrntante~ se servlan, su voluntad 
era inútil para obrar la resolución de pleno derecho. Los 
tribunales, dice ToulJier, se obstinaban en juzgar que esas 
cláusulas no tenlan más efecto que la sentencia de l'l8 jue­
ces, según la gravedad del henho y las circunstancias. 
ToulJier tiene razón de criticar una jurisprudencia quese 

1 Brusell\8, 1~ de Julio de 1817 (PlUicrisio, 1817, pág. 440), 28 ,le 
Mayo de 1826 (ibid., 1825, pág. 409). 
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sometia a la voluntad de las partes, cuando la misión del 
juez es de adegurar el cumplimiento de lo que las partes 
quisieron. (1) Mas la dificultad está en precisar cuál es 
exactamente su intención. 

1611. Es cierto que el pacto comisorio que certifica que 
el contrato será resuelto de pleno derecho, deroga el aro 
tlculo 1,184. ¿Pero hasta dónde va la derogación? El pri­
mer punto está fuera de duda, y es que, aun así formula­
do el pacto comisorio, no equivale á la condición rewlu 
toria expresa. 

Esto obra la resolución por fllerza del contrato, porque 
laa partes lo han querido y han manifestado su voluntad 
en d contrato, aiendo inútil que la manifiesten ne nuevo. 
Hay más; no podría ni aun manifestar una voluntad con­
traria, y aunque quieran sostener el contrato resuelto no 
podrían si la resoluci6n ha tenido lugar, porque no depen­
de de ellas destruir uu hecho consumado. GE~ lo mismo 
con el pacto comisorio? Nó, porque este que tiene derecho 
de demandar la resolución, tiene aUn otro derecho, el de 
demandar el cumplimiento de la escritura; estipulando la 
resolución de pleno derecho; no ha renunciado al derecho 
esencial que tiene de su contrato, habiendo .dos derechos, 
puede elegir, porque la: elección exige una manifestación 
de la vrluntad. EH preciso que 111 acreedor diga lo que quie. 
re: si desea obrar en resolución ó exigir por fuerza el cum­
plimiento del contrato. He aquí una diferencia entre el 
pacto comisario y la condición resolutoria expresa, que re­
sulta de la nr.turaleza misma del pacto comisorio. (2, Da 
aq.ui procede una coúsecueacia muy importan te. La con­
dición resolutoria expresa obra la resolución del contrRto 

1 :rou!lier, t. 1I. 2, pág. 3'6, nlÍm. 550. Demolombe. t. XXV, pá· 
glna 519, n1Ím. 530 y la Jarieprudencia en el Repertorio de Dalloz 
en la palabra Obligacionu, núm. 1,199. 

2 OGIUlet de Bantorre, .. V, pág. 173, nÚm. 105 bi', 1[. Demolom­
be, t. XXV, pág. 1122, nfun. 553. 
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de una manera absoluta; toda persona interesada puede 
valerse de la resolución. No es lo mismo COIi el pacto co­
misorio, que no puede invocarse más que por el interesado 
que lo estipuló, es decir, por el acreedor para con el cual la 
obligación no ha sido cumplida; el deudor no puede, cier­
tamente, valerse de la falta de cumplimiento de sus obli­
gaciones p~ra demandar la resolución. Entonces, cuando 
hay falta de cumplimiento, el contrato subsiste y el aClee­
dorcondena el derecho de elegir que le dá el arto 1,184: 
puede obligar al deudor al cumplimiento del contrato ó 
de demandar la resol ución. (1) 

163. Si el acreedor opta por la resolllción del contrato, 
debe demandarla. ¿Cómo d~be formular su demanda? ¿Es 
cierto que no debe obrar en justicia, .ino que debe cons­
tituir al deudor en mora por 'lna notificación? La duda 
viene del arto 1,656, que dice: "Si ha dido estipulado al 
tiempo de la venta de inmuebles, que, precisa el pago del 
precio en el término ~onvenido, la venta será resuelta de 
pleno Ilerecho; el com prador puede, sin embargo, pagar-el 
precio después de la espiración del plazo, en tanto que no 
h~ya sido puesto en mora por un requerimiento" Este ar­
tículo tS una aplicación de los principios que acabamo~ de 
expresar, que la venta no e~ resuelta de pleno derecho más 
que en interés del vendedor; es preciso que declare si IU 

intención es de llevar á cabo la resolución. La ley dice 
que el vendedor manifieste esta intención por una "modi­
ficación;" esta disposición del arto 1,656 ¿es también una 
aplicRcion de 108 principios generales ó la deroga? la cues­
tión eH muy controvertida, IOR autores se dividen y la ju­
risprudencia vacila. La dificultad está en Baber si es llre­
cisa una notificación para manifestar la elección que per­
tenece al acreedor, entre el cumplimiento y la resolución 

I Aubry y Rall, t. IV, pág. 35, nota 88, pro. 302. 
P. de D. TOI/O xVll.-26 
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del olontrato. Creemos que, según los principios, se d~be 
responder negativamente. El contrato será resuelto, .i el 
acreedor quiere que lo sea: he aqui lo que quiere decir 
pacto comisorio cuando se estipula de pleno derecho. por 
coDsiguiente, desde que el acreedor ha declarado su vo­
luntad, la resolución debe tener lugar. Inútilmente se dice 
que el deudor no es puesto en moru mas que por un re­
querimiento ú otro acto equivalente (art.l,139l. No se tra­
ta de constituir al deudor en mora; la puesta en mo·ra es 
necesaria para afirmar que el acreedor tiene derecho á da· 
ños y perjuicios á razón de la falta de cumplimiento del 
c,ontrato; mientras que en el pacto comisorio, 'se trata de 
saber si el acreedor quiere usar del derecho que tiene á la 
resolución del contrato. No hay nada de común entre un 
derecho de elección que no exige mas que una simple de­
claración de voluntad y el derecho á daños y perjuicio~ 
por la falta de cumplimiento del contrato. Es preciso, pues, 
dejar aqui el arto 1,139, que es exhaño al debate. Si el Jeu­
dor lo disputa, el acreedor deberá probar que hay falta de 
cumplimiento del contrato y hará esta prueba según el de­
rechocomúD: no es necesario que certifiq ue la falta de cum_ 
plimiento por uua notificación. Sin duda la notificación es 
el medio más fácil de probar que el deudor no ha cumpli­
do BU8 obligaciones: más UDa cosa es saber lo que la pru­
dencia recomienda alllcreedor hacer, y otra cosa es Haber 
lo qu~ la ley obliga á hacer. Se objeta al arto 1,656 que 
quiere un requerimiento, mas esta. disposición no es la apli­
cacidn de un principio general, no se puede formar una 
regla y exigirla en todos los casos en que se tra.te para el 
acreedor de optar entre la resolución y el cumplimiento 
del contrato. ¿Sa demandará porque el arto 1,656 quiere un 
requerimiento? '3e puede responder con Trop16ng, que ES á 
razón de la importancia de la venta inmueble y para pre­
venir toda dificultad. Pllede ser que el legislador hiciera 
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bien de exigir UIJ requerimiento en todoll08 ClI80S para pre· 
venir toda dificultad; mas el intérprete no tiell.e que ver 
con lo que el legislador debía hacer; e.tá ligado por lo que 
el legislador ha hecho y si hay un vicio no tiene permiso 
de llenarlo. (1) Merlin reprocha ti la Corte de Casación 
haber juzgado el pró y el contrato de la cuestión q'le nos 
ocupa. (:?) Esto prueba que es dudosa. En efecto, el acree, 
dor recurre generalmente al requerimiento. Si tiene un tí· 
tulo auténtico, puede obrar por vía de mandato y repetir 
directamente lo que el deudor le debe restituir. (3) Sin 
embargo, este rigor puede ser moderado, en hecho, por va· 
luntail de las partes coutratante.. Si E,l acreedor, ti pesar 
de la cláusula enojosa del pacto comisario no usa de su 
derecho, si concede plazos á su deudor, renunciando final­
mente ti exigir la rebcisit\n del contrato, no podrla en se­
guida, sin previo requerimiento, declarar que tiene el eon­
trato por resuelto. La Corte ,le Gand lo juzgó Rsí en ma· 
teri" de arrendamiento; su decisión concilia el derecho con 
la equidad. Libra al arrendador de volver sobre su renun' 
cia para el porvenir; m:\s el arreudatario debe contar eOI\ 

la iudulgencia del propietario, puesto que el contrato fué 
hecho en ese sentido. Porque los convenios, y especial­
mente los arrendamientos, deben ser hechos de buena fe. 
Si, pues, el arrendador entiende por avenirse, valerse del 
rigor del pacto comisario, la equidad y la justicia exigen 
que declare al arrendatario este cambio de voluntad. (4) 

164. ,¡EI deudor puede aun detener la resolución, cum­
pliendu sus obligaciones, después que el acreedor ha ma-

l Troplong, De la Venia, t. II, núms. 666 y 667. Larombiere, to_ 
rno t. II, pág. 364, núm. 55 del arto 1,184. y pilg. 367, núms. 58 y 59 
(EII. B., t. 1, pág. 458). En sentido contrario, Aubry y Rau, 1;. IV, 
p~g. 84, nota ~5 y las autoridades que se han citado. 

2 Merlin. (''uesliones de Derecho, t. VI, pág. 272, en la palabra En 
liteu.i., pro. IIl. 

3 Bruselas, 25 de Junio ole 1832 (Easlcri8ia, 1832, pág. ISS). 
4, Gand, 19 de Enero ,le 1871 (Easicrisia, 1871, 2, 1(9). 
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nifestado su voluntad de resolver el contrato? Nos parece 
que la negativa es évidente. Cuar:do hay condición reso­
lutoria tácita, el deudor es esperado siempre á pagar, ~as. 
ta que el juez haya pronunciado la resolución del contrato 
(núm. 135). La raz6n es muy sencilla, porqne el acreedor 
no tiene ningún derecho positi vo á la resoluci6n, sino hasta 
que el juez la pronuncia por condiciones de equidad; y 
mientras el contrato subsista, el deudor tiene, naturalmente, 
el derecho de cumplirlo. Es enteramente distinto en el ca­
BO del pacto comisorio, porque el contrato es resuelto de 
pl"no dllrecho desde el momento en qu~ el acreedor de­
clara que hizo uso de la cláusula resolutoria, y estando 
resuelto el contrato, ¿ como podrla el deudor ~mpedir la 
resoluci6n? ¿Cómo cumplirla un contrato que ya no existe! 
El arto 1,61i6 confirma esta opotlión. Si se ha convenido 
que la venta sea resuelta de pleno derecho por falta de pa. 
go Etn el precio convenido, el comprador podrá, sin embar­
go, pagar después del vencimiento del plazo, "siempre que 
no haya sido puesto en mora por una notificaci6n." La ex· 
presi6n "puesto en mora" no es exacta á nuestro modo de 
ser; porque no se trata de constituir en mora al compra­
dor, sino de saber .i al vendedor opta por la resoluci6n, y 
desde que h~ manifestado su voluntad, la venta es reBuelta 
de pleno derecho, como lo dice el contrato. 

Eata es la opini6n generalmente seguida, y es afirmada 
por la jurisprudencia. (1) Hay algunos disenllmientos (2: 
insignificantes. Se invoca la equidad cuando las partes han 
querido suprimirla. La condiciÓn re~ol utoria tácita esta­
blecida por el art •. 1,184, es una disposición ~e equidad. 
Estipulando la r~s(}lue.ión de pleno d~recho, las parte~ "u-

1 Aubry y Rau, t. IV, pág. 85, 1I0ta 87 Y I.s autori,lo,los que han 
sido oitad ••. Brnsalas, ID <le Julio ,16 1817 (Pa.icr!sia. 1817, pági­
na 40). 

a Dnrantón, t. Xl, pág. ~J6, U(UD. 556. Del vinoourl, t. III, pá­
gina 157). 
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primen la equidad; es preciso, p"o., ateuerse á la eláu,u· 
la resolutoria que es de rigor. 

165. Se pregunta si el juez puede conced<.t un plazo al 
demandado conforme al ¡,rt. 1,184.. B.jo el punto d" vis­
ta de los verdaderos principios, h cuestión no ~e compren­
de aún_ Se concibe que el juez conceda un plazo cuando 
es él quien pronuncia la resolución, porque el deudor es 
entonces esperado á pagar hasta que el Tribunal resuelve 
el contrato, y la equidad puede exigir que el juez conce, 
da un plazo para hacer el pago. Mas cuando la resolución 
S6 hace de plen,) derecho, tiene 1 uga r por la vol untad del 
acreedor, y el juez no interviene, porque desde que el 
acreedor ha manifestado su voluntad, el contrato es re­
suelLo. ¿Cómo po:lrá el juez conceder un plazo p"a cum­
plir el contrato cuando no lo hay? Esto es contradict". 
rio. El arto 1,656 vien~ confirmando esta opini6n, pues dice 
formalmente que el juez no puede conceder un plazo al 
c,,'~ :>rc.¡lor despué~ que el vendedor ha requerido al com­
prador cumplir 8U9 obligllcione8. (1) 

16(;, La Corta de paris juzgó lo contrario en el siguien­
t2 C",80: Una escritura decia que per falt" de pago de un 
wlo término, el arrendamiento sería rescindido de pleno 
derecho, si a.! lo queda el arrendador, sin más formaJids,l 
que !lna simple notificación, expresando &u voluntad de 
rescindir y si no pagaba en el mes de la fecha. A pesar de 
1" notificación no pag6, y la Corte concedió un plazo al 
arrendatario, invocando el arto 1,24.~ y con.ideraciones 
de equidad. El plazo, decia la sentenr'in, no puede causar 
ningún perjuicio al arrelldador, mi,>ntr3s que la denegn . 
ción ocasionaría la ruina del arrendatario. La sbnteneia 
fué ca'sda y así debía ,ero El !lrt. 1,244 es extraño al 
debate, concierne al plazo de gracia que el juez concede 

1 Lal'ombiere, t. II, PÍlg. 363, núm. 55 ,101 art. 1,184 (Ed. R, to_ 
mo 1, pág. 456). 
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al deudor cuando quiere y puede cumplir su obligación, 
mientras que. en el caso, el arrendamiento estaba re.u.lto 
y el deudor no podla pedir un plazo para cumplir. En 
cuanto á la equidad, el juez no debla tenerla eu cuenta, 
pue~to que estaba ligado el deudor por una cláusula de 
rigor que derogaba la disposición de equidad del artlcu· 
lo 1,184. i 1) El Tribunal de 1 ~ In,taucia de Brude. 
las juzgó en el mismo sentido que la Corte de Parls, invo­
cando 108 mismos motivos, es decir, el arto 1,244 y las ra· 
zonea de equidad y de humanidad sobre las cuales está 
fundado. Sobre la apelación, esta decisión fué reformada; 
la Corte no re8pondió directamente al argumento sacado 
del arto 1,244, mas lo refutó impllcitamente, diciendo que 
habla un contrato eDtre las partes. y que el juez debla res· 
petarlo. El cumplimiento de los contrato~, dice la senten­
cia, es de interés general, porq ue tiende á prevenir 108 
procesos, evitando á todo deudor la peligrosa confianza 
de poder algún dla hacer convertir en estipulación conmi­
natoria una obligación en la cual hay, en principio, un ri­
gor aceptado con todo conocimiento. (2) Hay una 8en­
tencia en el sentido contrario de la Corte de Colmar; de­
cide que asl 'ln la nueva legislación como en la antigua, 
las cláusulas resolutorias estipuladas sobreentendidas, son 
consideradas siempre como no conminatorias. Este es un 
error: el Código hace una ley al juez, al cumplir los con­
tratos de las partes contratantes y no deroga á este prin­
cipio, lo que es de ordtr. público, cuando se trata d.!lpac­
ID comisorio; el arto 1,656 lo prueba. Es cierto que el ar­
ticulo 1,244 permite al juez conceder plazos al deudor; es' 
to es lo que el Tribunal de primera instancia hizo, pro-

1 Caeaoión,2 de Julio de 1860 (Dalloz, 1860, 1, 284) Y sobre sen_ 
wBoiaOrle{lDs, 9 de Noviembre de 1860 (Dalloz, 1861, 2. 54). 

2 Brnselae 7, ,le Febrero de 1846 (Pa8icri8ia, 1846, 2, 6~). Oompá­
rese Lieja, 9 de Febrero de 1871 (Pasicrisia, 1871, 2, 210). 
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nunciando la resoluci6n del arrendamiento. (1) La Corte 
repNch6 esta decisi6n como inconsecuente, y es, por el 
contrario, muy jurí l;ca. En efecto, la resolución debe ser 
pronuneiada, esta e. ¡., ley del contrato. Faltaba después 
de esto, pagar los arrendamientos vencidos; aqul el juez 
puede usar de la facultad que le dá el arto 1,244, y este es 
el caeo de usarlo. El departamento del Bajo-Rhin estaba 
invadido por el enemigo, y estas circunstancias desgra, 
ciad .. ponian á los arrendatarios en la imposibilidad de 
pagar. Esto no impedla la re~olución del contrato; mas co· 
mo el juez no teula derecho de sentenciarla, tampoeo lo 
tenía de pronunciarla. 

167. Queda una dificultaJ de hecho: ¿cuándo se puede 
d.cir que las partes, estipula¡¡do el pacto comi.orio, han 
derogado el arto 1,IS4? Es cierto que no deben servirse de 
los términos usuales plagiados al arto 1,656, á saber que 
el contrato será resuelto de pleno derecho. No hay nada 
de términos sacramentales, todo depende de la intenc;,sn de 
las partes contratantes. U na bscritura decía, que si el arren· 
tuio no pagaba su renta al vencimiento, le sería permiti. 
do al propietario, aunque el arrendatario hubiera pagado 
dos rentas vencidas, rescindir el arrendamiento ain recu­
rrir á los tribunale •. Esta cláusula es idéntica á 1 .. que la 
resolución tendrla lugar de pleno derecho, porque esta úl' 
tima cláu&ula no significa otra cosa sino que el acreedor 
no tiene necesidad de demandar la reeolución ~n justi­
cia. líl) 

Los acreedores, concediendo una transacción á su deu­
dor, fe reservan el ejercicio de todos sus derechos, aunque 
el d~udor haya cumplido sus obligaciones en el plazo' fi­
jado. Se ha juzgado que esta cláusula lleva de pleno dere-

1 Colmar,6 de Diciembre ,le IBa (Dalloz, eu la palabra Obliga_ 
ciones. núm. 1,204, 11). OO1llpárese en el mismo sentido, Nime~. 22 
de Agosto ,le 1809 (Dalloz, ;bid, , núm. 1,2040, 1). 

2 Brnselas, 5 de Julio de 1826 (Pasicri8la, 1826, pág_ 223). 
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cho la resolución del coutrato, aunque la palabra "resolo. 
ción" no haya sido pronunciada. La voluntad de lss par­
tes de resolver la transacción si el demandado no la cum· 
pIe. no puede ~erdud08a, y es, pues, inútil recurrir ti los 
tribunales pora hacer deddir al juez lo que las parte. ha· 
blan decidido impllcitamente. tI) 

Una escritura decla qua el arrendatario debla pagar ti 
mál tardar á los tres meses después de la espiración de ca· 
da año, "bajo pena de prescri;¡d6n." Esta expresión es ma· 
la y deja, además, alguna duda sobre la intención \1(> las par· 
tes. Esto no es una pena ni una cláu8ula penal, porque no 
se trata de daños y perjuicios debidos por falta de cum­
plimiento; el arrendador quiere la resolución del arrenda­
miento y el arrendatario se somete por la ley del contra· 
too (~) dHay siempre resolución de pleno derecho? Volv~· 
remos á hablar de la cuestión en el titulo "Del Alquiler." 

Núm. 3. Tercera hipótesis. 

168. Lns partes estipulan que la resolución tendra lu­
gar de pleno derecho, .in puesta en mora ó sin requeri. 
miento. ¿Hay lIun, en este caso, una diferencia entre el 
pacto comisorio y la condici6n resolutoria expresa? N ó, 
porque la cláusula producirá los efectos que la ley agrega 
á la condición resolutoria casual ó potestativa. La reso­
lución se hará en virtud de la voluntad de las partes es­
crita en el contrate y sin que el acreedor deba manifestar 
voluntad de hacer uso del derecao de resolución; mas tam· 
bién perderá el <terecho qlle tenIa en 8\1 contrato, de obli· 
gar al deudor. Renunció á 8U derecho estipulando el pacto 
comisorio bajo forma de condición resolutoria expresa, y 
como 8e trata de intereses puramente privados, es libre de 

1 Denegada casaoióD, 10 ,le Junio de 1823 (llalloz, I·n la palabra 
Obligaciones, n(ím. 1,202, 1 j. 

2 Bruselas. 11 de Febroro de 1820 (DalIoz, en la palabra Oblig"_ 
c¡onu; ndm: 1,202, 11·, Y Paaicri8la, 1820, pÍlg. 49'. 
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renunciar lo que habla estipulado en 8U favor. Mas como 
las renuncias son de derecho estricto, no se puede admitir 
que el acreedor haya renunciado al derecho más esencial 
que resulta del convenio que la cláusula formuB. Esto no 
es que los términos sean solemnes, la lAy no prevee la cláu· 
sula; mas se debe admitir su validez, puesto que no tiene 
nada de contrari" al orden público ni á las huenas cos­
tumbres. La doctrina y la jurisprudencia están en este 
seA tido. (1) 

169. eutlndo las ¡:.artes estipulan el pacto comisorio, pue­
den demandar la resolución, sea en virtud del contrato, sea 
en virtud de la ley y tienen dos derechos: de aqul)a cues­
tión de saber si ejercitando uno renuncian al otro. La 
cmestión no deja de tener interéB. En la segunda hipótesis 
hay diferencia entre el pacto comisorio y la condición re. 
Bolutoria tácita; en la tercera no queda nada de la condi­
ción tácita del arto 1,184; el pacto es una condición reso­
lutoria expresa. Según todas las hipótesis, se puede lenn­
tar la cuestión de cosas juzgadas, sosteniendo que )0 que 
ha detenido una demanda en resolución fundada en el con. 
trato, uo es más admisible para demandar la resolución en 
virtud de la ley y recíprocamente. La jurilPrudencia 
asienta que la resolución convencional y la resolución ju­
dicial, son dos derechos distintos, y que, por consiguiente, 
el acreedor puede ejercer uno en defecto del otro. 

Un arrendamiento enfitéutico con tenia la cláusula ~i­
guiente: "Si el arreudatario no estipula la renta v~ncida 
de dos meses,le será permitido al propietario rescindir el 
arrendamiento, sin deber, pl\ra esto, recurrir á 108 tribu­
nales." El arrendador intentó una acción contra el enfiteu-

1 Colmet de Santerre, t. V, pág. 174, núm. 105 bis, III. Demo_ 
lombe, t. XXV, pág. 52K, núm. 558. París, 28 Termitlor, allo XI (Da­
Hoz, en la palabra Obligaciones. núm. 1,202, IU). Bros6la8, 18 ele 
Enero <le 1842 (Pa8icri8ia, 1842, 2, 274). 

p d, D. TOllo xvn.-27 
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ta y llegó tÍ la resolucion del contrato. Se pretendió, pa· 
ra el enfiteuta, que demandando la resolución en justicia, 
el arrendador quedaba sometido eu todo al arto 1,184, y 
que no podla rescindir el arrendamiento por su sola va· 
luntad. La Corte de Bruselas rechazó estas pretensiones. 
Demandar la resolución al juez, fué faltar al contrato, 8e' 
gún el cual no tenia derecho el juez de rescindir el arren· 
damiento. Esto no fué más que renunciar á la resolución 
convencional, porque las renuncias nn se substituyen fa­
cilmente, y pudo haber motivo para hacer reconocer por 
el juez un derecho acordado en el contrato. En el caso, no 
Be podfa admitir la renuncia, tanto más cuauto que elob· 
jeto principal de la acción no era la resolución del contra­
to. (1) 

170. Esto decide la uuesti6n de cosa juzgada. La deman. 
da en resolución fundada en el contrato, tiene por causa 
la voluntad de las partes contratantes expresada en la es· 
critura. Si se ha juzgado que no hay resoluc'ión conven­
cional, nada impide que el .creedor no demande la reso· 
lución en virtud de la ley, porque la ley tiene otra cau~a, 
y, por tanto, no hay cosa juzgada. \2~ Esto también está 
fundado eu razón. El primer juez decidió que el contrato 
110 estaba resuelto de pleno derecho en virtud de un pac. 
to comisorio alegado por una:le las partes y negado por 
otra, dedpu.ís de esto se demal1dó la resolución en virtud 
del arto 1,184: elllebate .. s diferente; el juez no decidió en 
la primera instancia que no habla lugar á resolución, de­
cidió que no habla nada da resolución de pleno derechll; 
falta la resolución judicial que puede siempre ser demlln' 
dada, puesto que está escrita en la ley. 

1 Bruselas, ¡¡ do Julio de 1826 (Basicrjaia, 1826, pá¡. 223). 
2 Brnaelll8, 12 de M.arzo de 1866 (l?asicriBia, 1866, 2, 167). 
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